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I. ASISTENCIA


-Asistieron los siguientes señores diputados: (114)

NOMBRE
(Partido*
Región
Distrito)

Accorsi Opazo, Enrique
PPD
RM
24

Aguiló Melo, Sergio
PS
VII
37

Alvarado Andrade, Claudio
UDI
X
58

Álvarez-Salamanca Büchi, Pedro
RN
VII
38

Álvarez Zenteno, Rodrigo
UDI
XII
60

Allende Bussi, Isabel
PS
RM
29

Araya Guerrero, Pedro
PDC
II
4

Ascencio Mansilla, Gabriel
PDC
X
58

Barros Montero, Ramón
UDI
VI
35

Bauer Jouanne, Eugenio
UDI
VI
33

Bayo Veloso, Francisco
RN
IX
48

Becker Alvear, Germán
RN
IX
50

Bertolino Rendic, Mario
RN
IV
7

Burgos Varela, Jorge
PDC
RM
21

Bustos Ramírez, Juan
PS
V
12

Caraball Martínez, Eliana
PDC
RM
27

Cardemil Herrera, Alberto
RN
RM
22

Ceroni Fuentes, Guillermo
PPD
VII
40

Cornejo Vidaurrazaga, Patricio
PDC
V
11

Correa De la Cerda, Sergio
UDI
VII
36

Cristi Marfil, María Angélica
IND-UDI
RM
24

Cubillos Sigall, Marcela
UDI
RM
21

Delmastro Naso, Roberto
IND-RN
IX
53

Díaz Del Río, Eduardo
UDI
IX
51

Dittborn Cordua, Julio
UDI
RM
23

Egaña Respaldiza, Andrés
UDI
VIII
44

Encina Moriamez, Francisco
PS
IV
8

Errázuriz Eguiguren, Maximiano
RN
RM
29

Escalona Medina, Camilo
PS
VIII
46

Espinoza Sandoval, Fidel
PS
X
56

Forni Lobos, Marcelo
UDI
V
11

Galilea Carrillo, Pablo
RN
XI
59

Galilea Vidaurre, José Antonio
RN
IX
49

García García, René Manuel
RN
IX
52

García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
UDI
VI
32

Girardi Lavín, Guido
PPD
RM
18

González Román, Rosa
UDI
I
1

González Torres, Rodrigo
PPD
V
14

Guzmán Mena, Pía
RN
RM
23

Hales Dib, Patricio
PPD
RM
19

Hernández Hernández, Javier
UDI
X
55

Hidalgo González, Carlos
IND-RN
V
15

Ibáñez Santa María, Gonzalo
UDI
V
14

Ibáñez Soto, Carmen
RN
V
13

Jaramillo Becker, Enrique
PPD
X
54

Jarpa Wevar, Carlos Abel
PRSD
VIII
41

Jeame Barrueto, Víctor
PPD
VIII
43

Kast Rist, José Antonio
UDI
RM
30

Kuschel Silva, Carlos Ignacio
RN
X
57

Leal Labrín, Antonio
PPD
III
5

Leay Morán, Cristián
UDI
RM
19

Letelier Morel, Juan Pablo
PS
VI
33

Letelier Norambuena, Felipe
PPD
VIII
42

Longton Guerrero, Arturo
RN
V
12

Longueira Montes, Pablo
UDI
RM
17

Lorenzini Basso, Pablo
PDC
VII
38

Luksic Sandoval, Zarko
PDC
RM
16

Martínez Labbé, Rosauro
RN
VIII
41

Masferrer Pellizzari, Juan
UDI
VI
34

Melero Abaroa, Patricio
UDI
RM
16

Mella Gajardo, María Eugenia
PDC
V
10

Meza Moncada, Fernando
PRSD
IX
52

Molina Sanhueza, Darío
UDI
IV
9

Monckeberg Díaz, Nicolás
RN
VIII
42

Montes Cisternas, Carlos
PS
RM
26

Mora Longa, Waldo
PDC
II
3

Moreira Barros, Iván
UDI
RM
27

Muñoz Aburto, Pedro
PS
XII
60

Muñoz D'Albora, Adriana
PPD
IV
9

Navarro Brain, Alejandro
PS
VIII
45

Norambuena Farías, Iván
UDI
VIII
46

Ojeda Uribe, Sergio
PDC
X
55

Olivares Zepeda, Carlos
PDC
RM
18

Ortiz Novoa, José Miguel
PDC
VIII
44

Palma Flores, Osvaldo
RN
VII
39

Paredes Fierro, Iván
IND-PS
I
1

Paya Mira, Darío
UDI
RM
28

Pérez Arriagada, José
PRSD
VIII
47

Pérez Lobos, Aníbal
PPD
VI
35

Pérez Opazo, Ramón
IND-UDI
I
2

Pérez San Martín, Lily
RN
RM
26

Pérez Varela, Víctor
UDI
VIII
47

Prieto Lorca, Pablo
IND-UDI
VII
37

Quintana Leal, Jaime
PPD
IX
49

Recondo Lavanderos, Carlos
UDI
X
56

Riveros Marín, Edgardo
PDC
RM
30

Robles Pantoja, Alberto
PRSD
III
6

Rojas Molina, Manuel
UDI
II
4

Rossi Ciocca, Fulvio
PS
I
2

Saa Díaz, María Antonieta
PPD
RM
17

Saffirio Suárez, Eduardo
PDC
IX
50

Salaberry Soto, Felipe
UDI
RM
25

Salas De la Fuente, Edmundo
PDC
VIII
45

Sánchez Grunert, Leopoldo
PPD
XI
59

Seguel Molina, Rodolfo
PDC
RM
28

Sepúlveda Orbenes, Alejandra
PDC
VI
34

Silva Ortiz, Exequiel
PDC
X
53

Soto González, Laura
PPD
V
13

Tapia Martínez, Boris
PDC
VII
36

Tarud Daccarett, Jorge
PPD
VII
39

Tohá Morales, Carolina
PPD
RM
22

Tuma Zedan, Eugenio
PPD
IX
51

Ulloa Aguillón, Jorge
UDI
VIII
43

Uriarte Herrera, Gonzalo
UDI
RM
31

Urrutia Bonilla, Ignacio
UDI
VII
40

Valenzuela Van Treek, Esteban
PPD
VI
32

Varela Herrera, Mario
UDI
RM
20

Vargas Lyng, Alfonso
RN
V
10

Venegas Rubio, Samuel
PRSD
V
15

Vidal Lázaro, Ximena
PPD
RM
25

Vilches Guzmán, Carlos
RN
III
5

Villouta Concha, Edmundo
PDC
IX
48

Von Mühlenbrock Zamora, Gastón
UDI
X
54

Walker Prieto, Patricio
PDC
IV
8


-Asistieron, además, los ministros de Educación Pública, don Sergio Bitar; de Justicia, don Luis Bates, y la Directora del Sernam, doña Cecilia Pérez.

-




II. APERTURA DE LA SESIÓN


-Se abrió la sesión a las 11.07 horas.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS


El señor LORENZINI (Presidente).- 
El acta de la sesión 15ª se declara aprobada.


El acta de la sesión 16ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA


El señor LORENZINI (Presidente).- 
El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.


-El señor ÁLVAREZ (Prosecretario) da lectura a la Cuenta. 

AUTORIZACIÓN A COMISIÓN ESPECIAL INVESTIGADORA PARA SESIONAR SIMULTÁNEAMENTE CON LA SALA.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
Si le parece a la Sala, se accederá a la petición de la Comisión Investigadora de la tala ilegal del alerce para sesionar simultáneamente con ella los miércoles, de 11.00 a 13.00 horas, modificando la autorización otorgada originalmente para sesionar los jueves, en igual horario.


Acordado.

V. ACUERDOS DE COMITÉS


El señor LORENZINI (Presidente).- 
El señor Secretario va a dar lectura a los acuerdos que adoptaron los Comités en sesión celebrada esta mañana.


El señor LOYOLA (Secretario).- 
Reunidos los jefes de los Comités Parlamentarios, bajo la presidencia del señor Lorenzini, adoptaron los siguientes acuerdos:

1.
Autorizar a la Comisión de Hacienda para sesionar simultáneamente con la Sala sin las cuatro horas de anticipación que exige el Reglamento, con el objeto de considerar el proyecto que concede indulto a los procesados que indica.

2.
Dicho proyecto será considerado y despachado en una sesión especial que se ha citado especialmente para el efecto el día de hoy, de 16.00 a 18.00 horas.

3.
Autorizar el ingreso a la Sala de dos asesores que acompañarán a la señora ministra de Relaciones Exteriores en la exposición que realizará el día de mañana sobre la participación de Chile en la Apec.


El señor LORENZINI (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Escalona.


El señor ESCALONA.- Señor Presidente, sólo para solicitar que la Sala extienda a la Comisión de Hacienda la autorización para sesionar simultáneamente con ella durante la tarde para tratar diversos proyectos pendientes, entre ellos el relativo a las universidades, y porque tenemos algunos invitados como el contralor general de la República.


El señor LORENZINI (Presidente).- Señor diputado, el punto se analizó en la reunión de Comités y se acordó no autorizar a las Comisiones para sesionar hoy día, a menos que alguna tenga que tratar un proyecto con suma urgencia.


Tiene la palabra el diputado señor Riveros.


El señor RIVEROS.- Señor Presidente, la sesión especial está citada a las 16.00 horas, y la mayoría de las Comisiones, a las 15.30 horas. Por eso, sería conveniente aclarar el acuerdo, porque como los horarios de inicio no coinciden, algunas comisiones podrían iniciar su sesión a las 15.30 y tendrían que suspenderla a las 15.50, lo que sería absolutamente inoficioso.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
El acuerdo unánime de los Comités no autoriza el funcionamiento de las comisiones.

-o-


El señor LORENZINI (Presidente).- 
De conformidad con el artículo 34 del Reglamento, tiene la palabra, hasta por cinco minutos, el diputado señor René Manuel García.


El señor GARCÍA (don René Manuel).- Señor Presidente, en los diarios y en varias radioemisoras se ha informado sobre un oficio que pedí enviar al contralor general de la República, el Nº 6649, sobre la interpretación del principio de probidad administrativa en relación con los alcaldes y concejales. Solicito que su respuesta, recibida el 8 de julio de 2004, se haga llegar a las municipalidades y a la Asociación Nacional de Municipalidades.


He dicho.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
Lo planteado por su señoría no se relaciona con el artículo 34 del Reglamento.


Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado por el diputado señor René Manuel García.


No hay acuerdo.


El señor GARCÍA (don René Manuel).- Señor Presidente, me han llamado muchos alcaldes y concejales, y me comprometí a enviarles el documento por medio de la Mesa. Esto les sirve a todos; no tiene color político. 


El señor LORENZINI (Presidente).- 
Su señoría puede pedirlo en Incidentes.


El señor GARCÍA (don René Manuel).- Es un estudio que interesa a todos los candidatos a concejales y a alcaldes; contribuye a aclarar una cuestión fundamental para ellos. No es en mi beneficio, y por eso no lo voy a pedir en Incidentes. Pero me gustaría que todos lo conocieran, porque me han llamado personas de todos los colores políticos para conocer el tenor de ese documento. Es más, si usted entra al sitio web de la Cámara de Diputados, puede ver que ha sido la noticia más consultada en las últimas semanas.


Mi intención es hacer una contribución y me da lo mismo que el diputado señor 
Villouta se oponga, porque no soy candidato. Olvídese de mi petición; que el oficio lo consigan por su cuenta los candidatos a concejales y a alcaldes.


Lo más probable es que haya que corregir situaciones para que un concejal o alcalde electo no se vea impedido de ejercer por tener pariente en su municipalidad. La ley no puede tener efecto retroactivo. 


He dicho.

ALCANCE A DICHOS DEL SEÑOR HERMÓGENES PÉREZ DE ARCE EN MEDIOS DE COMUNICACIÓN. (Aplicación del artículo 34 del Reglamento).


El señor LORENZINI (Presidente).- 
En virtud del artículo 34 del Reglamento, tiene la palabra el diputado señor Maximiano Errázuriz.

El señor ERRÁZURIZ.- Señor Presidente, el señor Hermógenes Pérez de Arce, quien generalmente está muy bien informado y recuerda cosas que los chilenos solemos ignorar u olvidar, expresó equivocadamente en una columna, bajo el título “No investigables”, lo siguiente: “La sola presidencia los tiene -refiriéndose a los gastos reservados- por 240 millones mensuales (4 millones de dólares cada diez meses) sin obligación de rendir cuenta. Requerido el Servicio de Impuestos Internos, dictaminó que los gastos reservados no eran investigables. Luego, el Congreso condonó todo e incorporó los billetes al sueldo de los ministros. Esto, de paso -he aquí su error-, significó aumentar en igual monto la dieta parlamentaria”.


Como la columna del señor Pérez de Arce no sólo se publicó en “El Mercurio”, sino que se reprodujo como inserción de media página en otros diarios, creo necesario precisar que los parlamentarios no nos aumentamos la dieta. Es efectivo que la Constitución Política establece que la remuneración de los diputados y senadores será la misma que la de un ministro de Estado, con todas sus asignaciones. Es efectivo también que, al mejorar la pésima remuneración que tenían los ministros de Estado, ello habría significado aumentar, de paso, las remuneraciones de los parlamentarios. Sin embargo, para evitar que eso ocurriera, los comités de todos los partidos acordaron reducir otros ítem y asignaciones que percibían los diputados e imputarlos a sueldos, a fin de igualar a los diputados con los ministros, pero sin que ello significara un mayor ingreso para nosotros.


Hago este alcance porque no deseo que se utilice este error como un pretexto para desvirtuar todo lo dicho por el señor Pérez de Arce.


Al mismo tiempo, deseo hacer presente que conversé con él y reconoció que no sabía acerca de la modificación de la estructura de ingresos de los diputados a fin de que, percibiendo lo mismo que antes, no vieran aumentadas sus remuneraciones como consecuencia del aumento de los sueldos de los ministros de Estado. Asimismo, se comprometió a corregir este error en una próxima columna -espero que lo haga, pues pudimos haber aumentado nuestros sueldos-, ya que la Constitución Política iguala los ingresos de los ministros con los nuestros. Sin embargo, no lo hicimos por estar convencidos de que no se puede usar un subterfugio para mejorar nuestras remuneraciones.


He dicho.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
Les recuerdo a los señores diputados que el inciso primero del artículo 34 del Reglamento establece lo siguiente: “El Diputado cuya reputación o corrección de procedimientos se dañe por cargos formulados en algún medio de publicidad o por observaciones de otro Diputado, podrá, para vindicarse, usar de la palabra durante cinco minutos, como máximo, inmediatamente después de la Cuenta o al término de la sesión.”. Por lo tanto, ruego utilizar en forma correcta dicha norma reglamentaria.

Tiene la palabra el diputado señor 
Edmundo Villouta.


El señor VILLOUTA.- Señor Presidente, con cierta frecuencia, algunos parlamentarios, invocando el artículo que señala su señoría, aprovechan la oportunidad de intervenir en los cinco minutos no para vindicarse, sino para explayarse en otras materias. Sin embargo, si usted se da cuenta que no se ha afectado la honra del parlamentario que interviene, simplemente debe quitarle el uso de la palabra, porque, de lo contrario, se seguirá usando este subterfugio.


El señor LORENZINI (Presidente).- Señor diputado, usted comprenderá que si no conozco el tenor de la intervención, -no disponemos previamente de su texto- no puedo saber si ella queda amparada por el artículo 34 del Reglamento.


VI. ORDEN DEL DÍA

CREACIÓN DE TRIBUNALES DE FAMILIA. Tercer trámite constitucional.


El señor LORENZINI (Presidente).- Corresponde conocer el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, originado en mensaje, que crea los tribunales de familia.


Antecedentes:


-Modificaciones del Senado, bolegín 
Nº 2118-18, sesión 20ª, en 22 de julio de 2004. Documentos de la Cuenta Nº 2.


El señor LORENZINI (Presidente).- Tiene la palabra la diputada señora Isabel Allende.


La señora ALLENDE (doña Isabel).- Señor Presidente, en primer lugar, destaco la importancia de este proyecto, que espero sea aprobado en esta sesión.


¡Qué duda cabe de que hemos evolucionado en materia de familia! Por una parte, hemos asumido la complejidad de los temas que la atañen, y, por otra y en consecuencia, hemos coincidido en la necesidad de contar con una judicatura especializada para resolver los conflictos familiares con procedimientos orales e inmediatos, de modo que los juicios no se acumulen en los tribunales. Con esto se materializa un viejo anhelo de la Comisión de Familia, la que desde 1993 viene luchando por que se legisle al respecto. En suma, hoy se culmina su largo proceso.


El proyecto original, aprobado en primera instancia, fue sustituido enteramente por el Ejecutivo, después de acoger las observaciones de la Corte Suprema y de algunos especialistas.


El nuevo texto, como digo, además de crear una judicatura especializada, con procedimientos más rápidos, en que, entre otras cosas, se respetarán los derechos y deberes del niño, con sujeción a la Convención que los ampara, prevé la instancia de la mediación para posibilitar el entendimiento entre las partes y dar una solución adecuada.


Hoy los temas son más variados: filiación, adopción, visitas, violencia intrafamiliar. Para abordarlos y, además, para resolver los casos que se originen a raíz de la aplicación de la nueva ley de divorcio, vigente a contar de noviembre, será necesario contar con un tribunal especializado, el que deberá contar con asesoría pedagógica y técnica.


La creación de los sesenta juzgados de familia, con un total de 258 jueces, significa que en casi todas las comunas funcionarán los tribunales de familia.


Sin embargo, respecto de aquellos juzgados con competencia civil, que ven causas tan variadas como el cuidado personal de niños y adolescentes, la tuición, los derechos y deberes del padre cuando no tiene el cuidado personal del hijo, los derechos de alimentos, etcétera, es necesario establecer un procedimiento menos rígido, más flexible, inmediato y desconcentrado que permita un acceso transparente a la justicia encargada de resolver los problemas del ámbito familiar.


Por eso, solicito a la Sala que apruebe las modificaciones del Senado.


He dicho.


El señor LORENZINI (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Maximiano Errázuriz.


El señor ERRÁZURIZ.- Señor Presidente, el Senado introdujo modificaciones de carácter procedimental que lejos de empobrecer el proyecto lo enriquecen, salvo en un aspecto más sustancial, en el que, evidentemente, hay una diferencia con el texto de la Cámara de Diputados. Me refiero a la mediación, ya que, según lo que me expresó el señor ministro, en concepto del Senado debe ser voluntaria y no obligatoria. En este sentido, se sigue exactamente el mismo criterio contemplado en la nueva ley de matrimonio civil, que establece la voluntariedad de la mediación en las causas de divorcio. Por tanto, considero que debe mantenerse la modificación introducida por el Senado, respecto de su carácter voluntario. Si más adelante, una vez que entren en funcionamiento los tribunales de familia, en octubre 2005, la práctica recomienda que sea obligatoria, perfecto. Mientras tanto, aprobemos las modificaciones del Senado en todas sus partes y así nos evitamos la Comisión Mixta, de manera que la iniciativa sea promulgada y, a través de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, se inicie la implementación de los tribunales de familia que, en definitiva, serán capaces de absorber alrededor del 78 por ciento de las causas que se tramitan en materias propias de su competencia.


Por su parte, los tribunales civiles que seguirán conociendo de este tipo de materias serán reforzados, lo que les permitirá cubrir las causas restantes de mejor forma, cuestión absolutamente necesaria, pues hoy vemos cómo en los juicios de alimentos para menores, por ejemplo, muchas veces no se cumple el mandato legal que establece que dentro de los diez días siguientes de notificada la demanda el juez deberá decretar alimentos provisorios. Ello no ocurre porque los tribunales de menores están absolutamente atiborrados.


Por eso, creo que el enorme esfuerzo económico que hará el país para implementar los tribunales de familia merece nuestro reconocimiento y aplauso, así como el de la gente de escasos recursos que se verá beneficiada, ya que muchas veces se aburría de tener que esperar meses o años para que se pusiera término a las causas de alimentos y no continuaba su tramitación.


En consecuencia, vamos a votar a favor las modificaciones propuestas por el Senado, incluida la que se refiere a la mediación.


He dicho.


El señor LORENZINI (Presidente).- Tiene la palabra el diputado Guillermo 
Ceroni.


El señor CERONI.- Señor Presidente, está por concluir la tramitación de un proyecto de gran significación para el país. En este contexto, debemos hacer presente el tremendo avance que se está produciendo en materia de administración de justicia. Así, a la reforma procesal penal y a las innumerables otras leyes que hemos aprobado con el objeto de hacerla más ágil y expedita, habrá que sumar la creación de los tribunales de familia una vez que esta iniciativa sea promulgada.


El establecimiento de tribunales especializados en sesenta comunas permitirá que haya más justicia en materia de familia. En cuanto a las 77 comunas que no contarán con ellos, los juzgados de letras respectivos serán reforzados: en su dotación habrá miembros de los consejos técnicos y oficiales, quienes facilitarán la labor de los jueces para que puedan hacer justicia en materia de familia en forma mucho más ágil y concienzuda.


Se crean instancias significativas, como la mediación, que ya se está utilizando en otros ámbitos, y que aquí se fortalece. Algunos han expresado críticas cuando se aplica en casos de violencia intrafamiliar; pero creemos que es muy útil, pues, en virtud de este procedimiento, un tercero neutral, en forma voluntaria, intervendrá en la solución de los conflictos e intentará reconciliar a las partes, objetivo que muchas veces no se logra plenamente con la dictación de una sentencia. Todo lo que signifique regular la mediación es de mucha importancia y es lo que se persigue a través del proyecto.


Los consejos técnicos profesionales, que asistirán y asesorarán al juez de familia para que adopte un mejor fallo y lleve las causas en mejor forma, también son tremendamente importantes.


En definitiva, el Senado introdujo fundamentalmente modificaciones procedimentales. Así, en forma detallada y eficiente mejoró las funciones de los consejos técnicos y la celebración de las audiencias. El procedimiento será oral, lo que permitirá gran agilidad en las causas.


Este proyecto debe prontamente convertirse en ley de la República. De este modo, daremos un paso más para lograr lo que todos deseamos: mejorar nuestra justicia.


Por eso, estoy cierto de que nuestra bancada lo aprobará.


He dicho.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra la diputada señora María Angélica Cristi.


La señora CRISTI (doña María Angélica).- Señor Presidente, el proyecto en debate ha sido esperado con ansias desde mucho tiempo, aunque quizás son muchos los que no saben el alcance que pueden tener los tribunales de familia.


Todos los aquí presentes conocemos los dramas que permanentemente sufren miles de familias, especialmente madres solas que deben cuidar a sus hijos y que reclaman para ellos una pensión de alimentos. Hace poco, esta Cámara aprobó una ley sobre el particular -es el momento de revisarla- para sancionar en forma más eficaz no sólo a quienes se desentienden de su responsabilidad en esta materia, sino a los que huyen físicamente para no ser habidos y pagar pensión. Los ejemplos son múltiples y cada día se repiten con más frecuencia. Los tribunales traerán alivio a esas miles de personas que demandan pensiones y no las reciben.


Por otra parte, nos hemos impuesto últimamente -es una realidad que se hace carne en muchas personas- sobre todo lo que tiene que ver con el derecho a tuición y visita de los hijos. La Cámara aprobó un proyecto sobre el particular, pero, en la práctica, la tarea de lograr que esas familias que se separan tengan una convivencia tal que apoye la vida sana de los hijos, también está siendo vulnerada. Los ejemplos son variados, como secuestros y una serie de situaciones que cada vez revisten más gravedad, precisamente como consecuencia de las dificultades de establecer un acuerdo para la mediación, esto es, resolver quién, cómo y cuándo alguien tendrá derecho a ver a sus hijos, aspecto que hace la vida muy complicada a quienes sufren esos problemas. Son algunas de las soluciones que podrán entregar los tribunales de familia.


Pero todo esto pasa por lo que ha sido el leit motiv del proyecto: cómo establecer estos acuerdos, para lo cual se creó la mediación. Por muchos años hemos discutido respecto de cuál es la mejor manera de llegar a esa mediación, cuyo objetivo es impedir juicios que signifiquen más traumas, tremendos costos y que duran largo tiempo, porque cuando se trata de familias son tremendamente dolorosos. Un conflicto entre personas conocidas es complejo; pero cuando se produce entre miembros de la familia, afectando a padres y a hijos, obviamente, es mucho más terrible. Por tanto, la mediación pretende que esas personas lleguen a acuerdo para solucionar sus conflictos en la forma menos dramática posible.


En ese sentido, en la Cámara llegamos a varios acuerdos, como el hecho de que la mediación fuese obligatoria, materia que el Senado modificó. Es muy importante que sea obligatoria, porque a muchas personas, por soberbia o rabia, les será muy fácil decir: “Esto es imposible de resolver. No voy a una mediación, sino a juicio”.


Por lo tanto, queremos que se reponga lo aprobado por la Cámara de Diputados en cuanto a dicha obligatoriedad. 


En muchos países en que se aplica, por ejemplo, en Argentina, la mediación ha significado que, por lo menos, el 25 por ciento de los casos no vaya a juicio. Ojalá la cifra fuese mayor, pero de todas maneras es importante. Es una forma absolutamente necesaria para atenuar el conflicto.


Por otra parte, el artículo 105 propuesto por el Senado, en su inciso segundo, establece: “Al interponerse una acción judicial susceptible de mediación, el juez de familia ordenará que un funcionario especialmente calificado instruya el actor sobre la alternativa de concurrir a ella. Si el actor manifestare su acuerdo -es aquí donde se permite que no sea obligatorio-, el tribunal notificará a la persona respecto de la cual se dedujo la acción, para que concurra a manifestar su voluntad de aceptar la mediación, o de rechazarla, dentro de los diez días siguientes”. Sobre este artículo pedimos votación separada. 


Asimismo, la Comisión de Hacienda y la Sala de la Cámara de Diputados aprobaron la posibilidad de que esta mediación fuese pagada con fondos autorizados por el Ministerio de Hacienda. Estamos preocupados porque el Senado ha establecido que sólo se pague la mediación a aquellas personas que asistan a las corporaciones de asistencia judicial. Esto es tremendamente complicado, porque, a veces, las personas más modestas no recurren a este tipo de mediaciones ni de tribunales porque tratan de resolver sus problemas de manera distinta. Pero aquí, como siempre, estamos dejando afuera a gran parte de los chilenos, como es la clase media, que, efectivamente, en todo está quedando afuera y es la que más necesita. El país debe hacer estas propuestas para ayudar a resolver problemas de familia, que, como digo, son los más dolorosos.


Por lo tanto, vamos a pedir votación separada de modo de reestablecer la obligatoriedad de la mediación y que su pago sea con fondos fiscales, así como en la actualidad la reforma procesal penal considera una forma de pago a abogados que defienden a los acusados. 


Creemos que ésta es la única manera de que los referidos tribunales puedan funcionar y logren el objetivo que se persigue, cual es ayudar a resolver los conflictos familiares. 


Otra situación que también nos preocupa es la modificación del Senado en relación con la licitación de los mediadores, materia para la cual también vamos a pedir votación separada.


Espero que estos tribunales entren en funciones lo antes posible. Su creación es urgente, porque, como decía anteriormente, no podemos obviar el drama que viven miles de familias que no logran resolver sus conflictos.


He dicho.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra la diputada señora Mella.


La señora MELLA (doña María Eugenia).- Señor Presidente, como dije en una intervención anterior, estamos frente a un momento histórico en el que se da un paso más para acercar la justicia a la gente.


Todos los parlamentarios hemos hecho presente en distintas instancias y ámbitos, nuestra preocupación por la familia y su fortalecimiento. Últimamente, han sido aprobadas leyes que van en esa dirección, como la de matrimonio civil, que permite resolver una serie de situaciones que la afectan y que tiende a su fortalecimiento, y ésta cuyo proyecto vemos hoy, referida a la creación de tribunales de familia.


Hoy se cumple con un compromiso asumido cuando se trató la ley de matrimonio civil, oportunidad en que se pidió que su entrada en vigencia tuviera concordancia con la implementación de los tribunales de familia, a fin de que fuera una instancia especializada la que resolviera las situaciones que pudieran presentarse. Por tanto, reitero, estamos cumpliendo con un compromiso del Gobierno, de la Cámara y del Senado.


Quiero destacar algunas modificaciones del Senado.


En primer lugar, el aumento del número de jueces y el reforzamiento de los juzgados de letras que seguirán con competencia en materia de familia.


Además, en relación con el nuevo procedimiento penal, que se está implementando gradualmente, por regiones, solicitamos insistentemente que su puesta en marcha debía hacerse en todo el país, aunque el número de funcionarios necesarios se integrara de manera gradual. Este punto viene considerado en el proyecto y quiero destacarlo porque es de gran importancia.


Por otro lado, existe preocupación por la capacitación y preparación de los jueces y funcionarios, sobre todo de los que se desempeñaban en los juzgados de menores, porque ésta es una nueva visión, una nueva forma de enfrentar los asuntos de familia. Y para eso es preciso capacitar con otras modalidades, dentro del nuevo sistema del juicio oral.


La mediación es un procedimiento que está siendo cada vez más aceptado en los diferentes niveles. Hemos tomado conocimiento de cómo se está aplicando en las cuestiones relacionadas con negligencias médicas, etcétera. Pero la base de una buena mediación -lo digo con gran convencimiento-, es la libertad de las personas para decidir si aceptan o no esa forma de resolver los conflictos.


Ese es el fondo del planteamiento mayoritario del Senado: tener siempre presente el principio de la libertad y la voluntariedad para determinar si se accede o no a la mediación, adoptándose en el procedimiento los resguardos a fin que las partes tengan la información necesaria para decidir.


Junto con manifestar el apoyo de la bancada democratacristiana a las modificaciones del Senado, debo decir que en cuanto a la situación de las asistentes sociales del Poder Judicial y a otras preocupaciones de las organizaciones gremiales, se estableció una solución que resultó muy satisfactoria. Por lo tanto, eso le da un plus a la implementación, lograda sin conflicto, del proyecto que crea los tribunales de familia, respecto del cual debemos sentirnos orgullosos todos quienes participamos en su estudio.


He dicho.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra la diputada señora Ximena Vidal.


La señora VIDAL (doña Ximena).- 
Señor Presidente, como integrante de la Comisión de Familia, tuve la oportunidad de conocer el proyecto de ley desde su presentación en las Comisiones unidas.


Hace dos años, el subsecretario de Justicia y su equipo nos mostraron el diseño completo de esta gran reforma judicial, que tiene que ver directamente con el trato adecuado de los temas de la familia, materia que nos preocupa como sociedad y como legisladores.


Hoy tenemos la responsabilidad de votar favorablemente el proyecto que crea los tribunales de familia. Es una respuesta justa y necesaria para seguir avanzando en el deseo de impartir más justicia a las chilenas y a los chilenos.


Quiero resaltar que la reforma a la legislación de la infancia y al sistema de justicia de la familia, así como la reforma procesal penal, integran un conjunto de iniciativas legales prioritarias para este Gobierno, a través de las cuales se pretende dar una respuesta global, coherente y eficiente a los eventuales problemas que pueden sufrir las personas.


También me gustaría destacar que la creación de sesenta juzgados de familia, con un total de 258 jueces, representa una gran evolución si se compara con lo que tenemos ahora, ya que significa un aumento de profesionales disponibles, de tribunales y de infraestructura.


Estoy de acuerdo con lo que manifestó la diputada señora Mella, en cuanto a que se trata de una gran inversión tanto desde el punto de vista financiero como en recursos humanos, porque aquí estamos hablando de que los jueces cuenten con profesionales en esta difícil tarea de entregar solución a las causas de su competencia, algunas de las cuales quiero compartir con ustedes para que las recordemos.


Las causas de competencia de esos tribunales serán las relativas al derecho de cuidado personal de los niños, niñas o adolescentes, o sea, la tuición; al derecho y deber del padre o de la madre que no tenga el cuidado personal del hijo a mantener con éste una relación directa y regular, es decir, las visitas; al derecho a alimentos; todos los asuntos en que aparezcan niños, niñas o adolescentes gravemente vulnerados o amenazados en sus derechos, respecto de los cuales se requiera adoptar una medida de protección, en conformidad con lo que establece el artículo 30 de la ley de menores; al maltrato de niños, niñas o adolescentes, de acuerdo con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 62 de la ley de menores; los procedimientos previos a la adopción; todos los asuntos en que se impute un hecho punible a niños, niñas o adolescentes exentos de responsabilidad penal; las acciones de filiación y todas las que digan relación con la constitución o modificación del estado civil de las personas; la separación judicial de bienes; la declaración y desafectación de bienes familiares y la constitución de derechos de usufructo, uso o habitación sobre los mismos; las acciones de separación, nulidad y divorcio reguladas en la ley de matrimonio civil, y los actos de violencia intrafamiliar.


En la Comisión de Familia discutimos esta última ley, que ahora viene a consolidarse con el proyecto que crea los tribunales de familia.


En general, toda otra cuestión personal derivada de las relaciones de familia será tratada en estos tribunales especializados.


En cuanto a la mediación, estoy de acuerdo en que debe ser una opción que las personas utilicen libremente. Basta de tutelaje y de hablar de liberalismo o de libertad sólo en cuanto a los asuntos de carácter económico. Debemos ser consecuentes en esta materia; creer que las personas tienen discernimiento y pueden elegir las formas que utilizarán para defenderse o para enfrentar los problemas de familia.


Felicito a los autores de esta importante reforma, por cuanto considero que constituye la respuesta justa y necesaria para seguir avanzando en nuestro objetivo de dar más y mejor justicia en nuestro país.


He dicho.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Juan 
Pablo Letelier.


El señor LETELIER (don Juan Pablo).- Señor Presidente, nuevamente estamos enfrentados a una innovación judicial extraordinaria: la creación de los tribunales de familia. Esto surge no sólo de la necesidad objetiva de resolver adecuadamente los diferentes conflictos que llegan a nuestros tribunales, sino de actuar con la celeridad que requieren los casos de violencia intrafamiliar, maltrato a menores, problemas de tuición o de pensiones de alimento. Respecto de estos últimos, el problema no es llegar a sentencia, sino buscar la forma de garantizar su cumplimiento.


Como consecuencia de esta innovación, los tribunales de familia tendrán competencia en todo lo que dice relación con las rupturas matrimoniales, divorcios, visitas y filiación; pero, a futuro, tendrán que asumir, además, un nuevo fenómeno que surge en nuestro país, relacionada con los derechos de los adultos mayores y los conflictos familiares que surgen en ese ámbito.


La creación de sesenta tribunales de familia, con 258 jueces, constituye un tremendo esfuerzo, y su implementación a partir del próximo año significará un logro país, ya que se incorporan procedimientos muy novedosos extraídos de la experiencia de otros países, como el derecho de audiencia, que obliga a los jueces a escuchar a los niños y niñas que lo requieran, lo cual constituirá un hito en nuestro país. Esta innovación extraordinaria no sólo se debe a la creación material de esos tribunales, sino también a los procedimientos establecidos.


La mediación es, por esencia, voluntaria. En esta materia hay un debate pendiente respecto de la pertinencia de este trámite en las situaciones de violencia intrafamiliar y de si se debe o no autorizar o permitir el uso de este mecanismo en tales casos, por cuanto, según varios especialistas, hay gran desigualdad de las partes que concurren a dicho procedimiento después de un hecho de violencia intrafamiliar.


Debemos estar atentos a conocer la experiencia en esta materia; sin duda, son muy positivas la existencia de la mediación y la búsqueda de soluciones a través de acuerdos. 


También es importante el rol que se asigna a los consejos técnicos para orientar a los jueces. 


Al respecto, quiero formular dos observaciones.


En mi opinión, el acuerdo a que se ha arribado respecto de los asistentes sociales es importantísimo. 


Por lo tanto, pido, por intermedio de su señoría, que el ministro nos explique cuál es el espíritu que hay detrás de esto, por cuanto todos tenemos un gran respeto por el trabajo que hacen los asistentes sociales en los tribunales de menores en la actualidad, y, por el que a futuro, que realizarán en los tribunales de familia. Queremos asegurarnos de que estos profesionales serán incorporados en igualdad de condiciones no sólo a los consejos técnicos, sino también a las plantas de personal que se crearán a partir de la publicación de esta ley. Muchos de estos funcionarios trabajan a contrata desde hace más de trece años. Queremos que esa experiencia acumulada sea aprovechada al máximo para orientar este procedimiento.


También deseo hacer una reflexión.


Es lamentable que nuestro país deba contar con tribunales de familia. Pero ello se justifica por la dramática cantidad de casos relacionados con materias de su competencia. Los conflictos que se producen en el seno de nuestra sociedad son muy profundos y superan en cantidad a los de otros países, lo cual debería hacernos reflexionar sobre su origen y respecto de si la institución fundamental de la sociedad, la familia, se encuentra en una situación adecuada o si no se les da la debida atención a sus problems y necesidades.


Confío en que el esfuerzo encabezado por el Ministerio de Justicia y el Sernam llegue a buen puerto. Vamos a apoyar la iniciativa, pero tenemos una gran inquietud: cómo avanzar para desjudicializar los conflictos familiares. Es decir, qué hay que hacer para que disminuyan los casos que lleguen a los tribunales.


Por otra parte, el personal de la Policía de Investigaciones que trabaja en unidades que atienden los casos de delitos sexuales o de asuntos de la familia, lamentablemente emplea más del 80 por ciento de su tiempo en procedimientos de notificación.


Por lo tanto, solicito, por su intermedio, señor Presidente, que el ministro de Justicia nos diga cómo podemos avanzar para que esos policías se dediquen a funciones investigativas en los futuros tribunales de familia, y no a labores administrativas que hoy consumen tanto de su tiempo.


He dicho.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Zarko Luksic.


El señor LUKSIC.- Señor Presidente, sin lugar a dudas, la creación de sesenta juzgados de familia, con 258 jueces especializados, da cuenta de un principio fundamental consagrado en la Constitución Política de 1980, cuyo artículo 1º establece que la familia es el núcleo básico de la sociedad y que es deber del Estado protegerla.


La creación de los tribunales de familia significa hacerse cargo de un aspecto que muchas veces es soslayado: la familia es el núcleo esencial de la sociedad, más allá de las posiciones que cada uno tenga respecto del deber ser, de la forma de definirla. Creo que la definición que consignó la Comisión de Familia en un informe hace más de diez años, hoy es aceptada por todos.


Esta es la primera vez que el Congreso Nacional y el Estado se preocupan de manera seria y responsable del núcleo esencial de la sociedad, la familia, respecto de la cual en muchas ocasiones nos referimos de manera general, abstracta, como un deber ser, como un proyecto. Su definición se comienza a concretar hoy mediante la aprobación de la iniciativa que crea los tribunales de familia.


Me parece extraordinariamente importante la competencia que establece el proyecto para los tribunales de familia. Sin duda, lo más interesante que se agrega es la incorporación a su conocimiento de materias tales como la nulidad, el divorcio y la violencia intrafamiliar, que provoca gran dolor en nuestra sociedad y que, lamentablemente, muestra índices muy altos. Hoy estos asuntos son conocidos por la justicia civil y, si hay comisión de delito, por la justicia criminal.


El proyecto representa un avance en materias tales como tuición, visitas, alimentos, medidas de protección, filiación, maltrato, adopción, nulidad y divorcio, las que serán conocidas por los tribunales especializados que, como se ha dicho, no sólo están conformados por letrados, por abogados con experiencia judicial, sino también por los consejos técnicos, que son organismos auxiliares de la administración de justicia. Es decir, los profesionales que lo componen no sólo informarán sobre una determinada materia, sino que también cooperarán y se integrarán al trabajo judicial propiamente tal. 


Por lo tanto, se trata de tribunales técnicos que contarán con asistentes sociales, psicólogos y orientadores familiares.


Esta iniciativa constituye un gran avance y significará una ayuda notable en la resolución de conflictos derivados del ámbito de la familia.


Quiero entregar mi opinión respecto de tres materias que ya se han abordado.


En primer lugar, en cuanto a las medidas de protección, hace poco votamos un proyecto que rebaja la responsabilidad penal a catorce años. 


La rebaja de la responsabilidad penal irá de la mano, de manera armónica y compatible, con la capacidad que tendrán los tribunales de familia de resolver las famosas medidas de protección, que son la antesala o la primera etapa de lo que posteriormente conoceremos como la jurisdicción de adolescentes o la responsabilidad penal juvenil. Este es, precisamente, el momento en que se resuelve que un niño o una niña está en situación precaria, vulnerable y que es necesario tomar una decisión rápida, urgente, sobre su protección.


Por eso es tan importante que resoluciones de esta naturaleza sean acompañadas de informes de psicólogos, orientadores familiares, asistentes sociales, para que el menor tenga protección y no caiga en la segunda etapa, la sancionatoria, cuya competencia corresponde a los tribunales a través de esta jurisdicción especial de la responsabilidad penal juvenil. Esto significará una gran ayuda para los miles de niños y de niñas en situación vulnerable y que tienen destruidas sus familias. Es deber del Estado buscar un sustituto o un reemplazante para conseguirles una nueva familia donde puedan desarrollarse. Entonces sí tendrán igualdad de oportunidades en nuestra sociedad.


En segundo lugar, quiero referirme a la violencia intrafamiliar.


El proyecto es  un gran avance. El procedimiento actual es tremendamente engorroso y conocido por tribunales no especializados, como los civiles y, eventualmente, en caso de haber lesiones, por los penales; que no logran resolver el tema de fondo que no es puramente penal.


Las diputadas señoras María Antonieta Saa y María Angélica Cristi, desde hace mucho tiempo, nos han venido ilustrando sobre estas materias. Efectivamente, éste no es un tema puramente penal o civil, sino de especialización. En ese aspecto, es un gran avance que tribunales especializados conozcan las causas sobre la violencia intrafamiliar.


Por último, respecto de la mediación, en verdad voté para que algunos conflictos fueran resueltos de manera obligatoria por el mecanismo de la mediación. El Senado resolvió, en todas sus partes, que fuera de carácter voluntario.


Reitero mi posición en cuanto a que es conveniente que en algunas materias, especialmente de alimentos y otras, existe la mediación. Sin embargo, no quiero ser un obstáculo en la tramitación urgente de este proyecto, porque la idea es que la ley entre en vigencia en octubre de este año. Como el trámite de la Comisión Mixta significaría demorarlo, no me opondré a la existencia de la mediación obligatoria en las materias indicadas por el Senado, porque el proyecto en general constituye un gran avance.


He dicho.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Juan 
Bustos.


El señor BUSTOS.- Señor Presidente, con el proyecto en estudio se llevará a cabo una profunda modernización del Estado y de la justicia, pues abarca de un modo integral todo lo referente a la familia.


Actualmente hay leyes y tribunales distintos que abordan el tema familiar, ya sea respecto del matrimonio, de adopción, de menores o de violencia intrafamiliar, con diferentes orientaciones y procedimientos. Ello perjudica la situación familiar y provoca problemas a futuro en la resolución de los conflictos.


Con este sistema integral, en que habrá especialistas, tribunales especializados y un consejo técnico, la resolución de los conflictos tendrá sólo una determinada visión: la de proteger a la familia, en especial a los niños. Por lo tanto, desde esa perspectiva, se prevendrá la profundización de los conflictos familiares, al llevar a cabo una resolución adecuada, desde sus inicios, de los problemas que se producen al interior de la familia.


Felicito al Ejecutivo por el envío de este proyecto sobre tribunales de familia, que nos coloca en otro estatus, tal como ocurrió con la reforma procesal penal.


También es importante señalar que en los nuevos tribunales de familia se ratifica, podríamos decir, la Convención de los Derechos del Niño, pues en todas acciones se tiene presente el principio básico de escuchar a los niños en forma adecuada en relación con los problemas de carácter familiar que les atañen.


Las modificaciones del Senado perfeccionan el texto aprobado por la Cámara de Diputados. En efecto, se aumenta el número de jueces; se establecen reglas más precisas respecto del período probatorio, pues eran muy escasas y ambiguas, y, en cuanto a la mediación, se reitera como principio esencial y básico la voluntariedad. En esto no hay diferencia con el proyecto aprobado por la Cámara, pues también se consagraba como principio básico la voluntariedad, y sólo para determinados efectos se establecía la obligación de una audiencia en la cual las partes decidieran si se iba o no a la mediación. Eso lo suprimió el Senado, pero el juez deberá informar a las partes sobre la posibilidad de la mediación. De manera que este tema básico había quedado zanjado en la Cámara, y lo único que hace el Senado es reiterarlo y eliminar una audiencia obligatoria para los efectos de decidir sobre la mediación, pero siempre en el entendido de que debe ser voluntaria. 


Desde esa perspectiva, las modificaciones no tienen ni podrían tener ningún reparo por parte de la Cámara, pues se atienen estrictamente a lo aprobado por ella y sólo se mejoran determinados aspectos que no estaban bien resueltos, especialmente lo que se refiere al período probatorio.


Por lo expuesto, nuestro Comité aprobará las modificaciones del Senado.


He dicho.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra la diputada Alejandra 
Sepúlveda.


La señora SEPÚLVEDA (doña 
Alejandra).- Señor Presidente, estos son los momentos en los cuales uno se alegra más de pertenecer a la Cámara, pues, además de la aprobación del proyecto, se verifica la complementariedad de los distintos poderes del Estado. Así, en el Senado el proyecto fue objeto de estudio, para mejorarlo y hacerlo más operativo. A su vez, quiero agradecer la participación del Ejecutivo; del equipo de la ministra señora Pérez, que estuvo permanentemente en la Comisión de Familia, y también cuando se constituyó en Comisiones Unidas con la de Constitución; y del subsecretario de Justicia, señor Jaime Arellano, quien siempre estuvo preocupado de llegar a acuerdos y de despachar lo antes posible el proyecto que crea los tribunales de familia.


Cada vez que tratábamos algunos proyectos o modificábamos leyes, como la de violencia intrafamiliar, la de nuevo matrimonio civil o la de adopciones, muchos de nosotros encontrábamos que había una pata coja; algo faltaba. El reclamo, tanto del Senado como de la Cámara, era que se implementaran lo antes posible los tribunales de familia.


Por eso, me alegro de que hoy se pueda despachar esta iniciativa, que establece la especialidad de estos tribunales, con un consejo técnico -materia ampliamente debatida tanto en la Comisión de Familia como en las Comisiones Unidas-, para darle no sólo un sentido de especificidad, sino un carácter técnico superior que permita a la familia o a las partes encontrar el mejor camino para llevar a buen puerto la solución de sus conflictos.


Los tribunales de familia obedecen a la legítima aspiración de los ciudadanos de contar con instancias que tengan una sensibilidad distinta frente a los problemas que los aquejan. En las oficinas de nuestros distritos vivimos de cerca los problemas familiares; vemos la falta de sensibilidad de los jueces para tratar estos asuntos, y la necesidad de contar con especialistas para tratar debidamente los distintos problemas que, lamentablemente, aquejan a la familia. 


Me alegro de que el Senado haya aumentado el número de tribunales de familia y de que éstos se distribuyan con un criterio regionalista. Para los diputados de regiones es importante mostrar a la ciudadanía que los 258 nuevos juzgados no se van a concentrar sólo en las ciudades más importantes. Por lo menos, dos por región tendrán el deber de interiorizarse y resolver este tipo de problemas. 


Como dijeron algunos colegas, la mediación fue un tema muy discutido, sobre todo en la Comisión de Familia, en la cual se aprobó la proposición del Senado de que fuera absolutamente voluntaria. 


Sin duda, cuando se analizan los problemas de familia, es importante tener presente la desigualdad que existe, en términos de poderes, entre las partes. Lo más importante, entonces, es cómo proteger al cónyuge más débil y a los hijos e hijas, a través de estos tribunales especializados, que tendrán una sensibilidad distinta frente a la familia. Sin duda, toda esta legislación va a permitir fortalecer la familia; a pensarla de una manera distinta, y a superar sus dificultades de una forma más racional. Nos alegramos de que ello pueda ocurrir.


Por lo expuesto, anuncio el voto favorable de nuestra bancada, a fin de que lo antes posible podamos tener funcionando estos juzgados a lo largo del país.


He dicho.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra la diputada señora Laura Soto.


La señora SOTO (doña Laura).- 
Señor Presidente, cuando pensamos en la familia lo hacemos, también, en el amor; pero en realidad somos seres humanos y no ángeles. Por eso, cuando se producen dificultades en el seno del hogar, éstas suelen ser más delicadas y complejas que las controversias que se ven a diario entre contendientes que no se conocen, o que se conocen, pero que tienen otro tipo de vínculo.


Pensamos que lo que se ha hecho en materia de justicia es un avance extraordinario y revolucionario. Cuando hablamos de justicia, muchas veces pensamos en una cosa etérea, pero lo que cada uno siente de ella en el plano familiar es mucho más importante. 


Existía una dispersión de tribunales. A partir de ahora, vamos a tener juzgados de familia asesorados por profesionales idóneos, lo cual es tremendamente importante, porque, como dije, se trata de materias complejas.


Uno de los avances extraordinarios -que ya se planteó en la Sala- es el tema de la mediación, que no sólo se refiere al hecho de poner fin a una contienda judicial, sino de dar a los familiares que aún conservan parte del amor o del resabio familiar fuerte, la oportunidad única de entenderse a través de un tercero, quienes estará absolutamente premunido de esta cosa especial que tienen algunas personas -tema que debatimos mucho en la Comisión- para aunar este criterio familiar único.


Y, por supuesto, la mediación, como hace muy bien el Senado, no puede proceder en todos los asuntos de familia. No puede, por ejemplo, proceder en materias que dicen relación con la ley de matrimonio civil, en la declaración de interdicción, en las causas sobre maltrato de niños, niñas o adolescentes y en los procedimientos regulados en la ley sobre adopción. 


También se ha debatido aquí respecto de si la mediación debiera ser una cuestión obligatoria o voluntaria. La mediación es novedosa, pero ya se ha estado aplicando con éxito en otros países, entre ellos, Argentina, incluso en materia de escolaridad. Entonces, debiéramos dar a las personas la oportunidad de elegir libremente la posibilidad de tener acceso a ella.


En el proyecto se establece una protección muy benigna respecto de niños, niñas y adolescentes. Se ha cuidado la privacidad; que no se dé a conocer hacia afuera quiénes son los contendientes, particularmente cuando son menores. Es un avance muy especial e importante que se ha dado en la materia.


Cuando hablamos de democracia, nos referimos al estado de derecho, y cuando hablamos del estado de derecho, nos referimos a la justicia. Por ello, cuando afirmamos que queremos que las instituciones de justicia funcionen, queremos decir que funcionen muy bien. 


Éste es un avance muy importante y un anhelo largamente añorado, particularmente por quienes han sido miembros de la Comisión de Familia, quienes dieron verdaderas lecciones a aquellos que integraban la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia. Al final, todos nos entendimos muy bien, y el proyecto, ha quedado mucho mejor gracias a la racionalidad, al corazón y al amor que le incorporamos.


El explosivo avance social también nos trae nuevas realidades, como el maltrato intrafamiliar, fenómeno al que hay que ponerle atajo para sanear la sociedad y la familia.


He dicho. 


El señor LORENZINI (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Edgardo Riveros.


El señor RIVEROS.- Señor Presidente, tengo como punto de referencia esencial de mi intervención el hecho de que nos estamos pronunciando sobre esta materia en tercer trámite constitucional; vale decir, considerando las modificaciones que el Senado, como cámara revisora, introdujo al proyecto, que tuvo su origen en la Cámara de Diputados. De manera que el aspecto esencial por considerar, para efectos de nuestro pronunciamiento, es si tenemos o no diferencias sustanciales en torno de estas modificaciones.


Desde mi punto de vista, las modificaciones introducidas por el Senado no debilitan el proyecto, sino que, por el contrario, lo fortalecen. De las materias sobre las cuales legislamos en el primer trámite constitucional, quedan incólumes los factores sustantivos. Me refiero, particularmente, a los principios del procedimiento, que quedan clara y absolutamente consagrados en el proyecto de ley que despachamos, y que el Senado también ha aprobado: la oralidad, la concentración, la inmediación, la actuación de oficio, la colaboración, la protección de la intimidad y el interés superior del niño, niña o adolescente. Todos ellos tienen por objeto resguardar un factor básico: el acceso a la justicia, en un proceso en el cual nuestro sistema tiende a modernizarse. Lo hemos visto antes en el ámbito penal; ahora lo percibimos en el de la familia, y más tarde lo encontraremos en el del procedimiento laboral. Estos principios están presentes y dan cohesión al sistema procesal chileno.


También tiene otros rasgos, como la acumulación necesaria, en que un juez debe pronunciarse en una sentencia sobre las diversas materias que se le presentan, lo que resguarda, por una parte, la rapidez del procedimiento, y, por otra, una coherencia en la forma como el tribunal las resuelve.


También forma parte de los aspectos positivos de las modificaciones la ampliación de los tribunales y el concepto de juzgado con multiplicidad de jueces, aspecto muy importante y moderno, porque les permite aprovechar una misma infraestructura para resolver cuestiones que se les presentan.


Hay un aspecto que se introduce -y en esto comparto mucho lo dicho por la diputada señora Cristi- en torno del papel que juega la mediación, sobre todo en estos ámbitos en los cuales hay factores distintos de los meros intereses entre las partes, pues hay comprometidos, entre otros, afectos, relaciones de familia, hijos y relaciones conyugales. Hay tantos elementos que, puestos en un circuito adecuado con la intervención de una persona que pueda mirar desde fuera y acercar las posiciones de las partes, pudiera servir como instrumento para evitar una posición confrontacional, como es el juicio tradicional.


Sin embargo, en la forma como el proyecto fue despachado por el Senado, el texto se aparta ciertamente de lo que hubiésemos querido como ideal, aunque mantiene un factor básico que también se encontraba en el proyecto que despachó la Cámara: la voluntariedad. No cabe duda de que hay un factor de voluntariedad para llevar el asunto a mediación y para continuar con el proceso. Tanto es así, que en el proyecto que despachamos se encontraba consagrada la posibilidad de que una parte que hubiera aceptado la mediación pudiera abandonarla en un momento determinado y, finalmente, aceptar o no lo que el mediador propusiere.


El elemento básico y estricto de la voluntariedad se encuentra planteado en las mediaciones entre el Estado y las personas.


Hay que ver cómo va a funcionar el tema de la mediación en la realidad específica que, en un momento determinado, la pueda requerir.


Por último, quiero destacar algo que las diputadas señoras Sepúlveda y Mella plantearon. Hemos avanzado en otros ámbitos sustantivos, como en la nueva ley de matrimonio civil, en la judicatura de menores y en la imputabilidad de los menores. En ese contexto, se requiere tener en funcionamiento tribunales de familia. Es más, cuando legislamos sobre la ley de matrimonio civil, uno de los aspectos esenciales que hicimos presente era que había que legislar prontamente sobre los tribunales de familia, toda vez que los efectos e incluso, la misma forma como funciona esta nueva ley en algunos aspectos, como la nulidad y el divorcio, requieren que estos tribunales muy pronto estén en funcionamiento. Entiendo que el Ejecutivo tiene en vista la posibilidad de que lo hagan en una fecha próxima.


Introducir nuevos cambios a lo aprobado por el Senado dilataría innecesariamente el despacho de la iniciativa. Por eso, debiera votarse favorablemente el texto aprobado por el Senado como cámara revisora, con el objeto de dejarlo en condiciones de cumplir los trámites posteriores que permitan tener esta ley en vigor muy pronto.


He dicho.


El señor LORENZINI (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Alberto Robles.


El señor ROBLES.- Señor Presidente, este proyecto va en la línea correcta de la modernización de la justicia en Chile, que comenzó impulsando, como ministra de Justicia, la actual canciller señora Soledad Alvear, y que siguieron desarrollando el anterior ministro de Justicia, José Antonio Gómez, y el actual titular de esa cartera, Luis Bates.


La reforma procesal penal, con más juzgados en la materia, ha cambiado la forma de administrar justicia en nuestro país. Ahora estamos creando los juzgados de familia y hace poco discutimos una iniciativa para crear más juzgados del trabajo.


No me quiero referir al fondo del proyecto, porque, en general, lo compartimos. No obstante, quiero hacer una reflexión respecto de otro tema que me parece importante. Cuando no se participa en el ámbito judicial y se comienzan a crear estos juzgados, uno tiende a pensar que los jueces que van a trabajar, en este caso, en los tribunales de familia, se van a especializar en la materia, lo cual les permitirá fallar adecuadamente, de acuerdo con el conocimiento que irán adquiriendo. En ese sentido, considero importante que los tribunales de familia, al igual que los penales y laborales, atiendan a toda la población y no sólo a algunos sectores. Me parece muy relevante que los jueces que se están especializando puedan administrar justicia para todos los chilenos, cualquiera sea el lugar donde vivan. Sin embargo, en el proyecto que crea los juzgados del trabajo y en éste, hay comunas que no contarán con tribunales especializados, y las materias que serían de su competencia seguirán a cargo de jueces generales, por así llamarlos. En la Región de Atacama, a la que pertenece el distrito que represento, se crean juzgados de familia en Copiapó y en Vallenar, pero los jueces sólo serán competentes en cuatro de las nueve comunas de la región. Es decir, habrá cinco comunas donde la competencia en problemas de familia estará en -llamémoslo así- un juez general.


Si bien es cierto que la creación de los tribunales de familia contribuirá a disminuir la carga de trabajo que tienen los jueces, no es menos cierto que en las comunas donde no se crearán esos tribunales, el juez que juzgará no necesariamente tendrá la experiencia ni el tiempo para dedicarse expresamente a ese tipo de problemas.


Por eso, me parece muy importante que el Ministerio de Justicia evalúe -cuando ya comience a regir esta iniciativa- con particular atención la situación de las comunas donde no tienen competencia los juzgados que estamos creando. Me parece relevante que cada ciudadano en Chile tenga la misma calidad de atención de justicia. Al respecto, los habitantes de Caldera, Huasco, Freirina, Chañaral o Diego de Almagro podrían verse afectados -espero que no sea así- en términos de que sus problemas judiciales en materia de familia no sean vistos por jueces especializados. Lo mismo podría ocurrir en el ámbito laboral. Entiendo que los recursos son escasos y que hay que ajustarlos a las necesidades del país, pero todo chileno debe tener derecho a una igual atención de su caso.


Por eso, pido al ministro de Justicia que tenga especial cuidado de evaluar lo que ocurrirrá en las comunas donde no hay jueces especializados en materias de familia y en lo laboral, a fin de orientar los cambios que sean necesarios, en el sentido de dar la misma atención a todas las chilenas y a todos los chilenos, independientemente de cual sea el lugar en el cual residan.


He dicho.


El señor LORENZINI (Presidente).- Tiene la palabra la diputada María Antonieta Saa.


La señora SAA (doña María Antonieta).- Señor Presidente, contar con los tribunales de familia es un gran paso adelante. En la actualidad, son miles los conflictos familiares irresolubles planteados a la justicia, y la demora en su tramitación, a pesar de que modificamos la ley, es enorme. Los tribunales de familia constituirán un gran avance no sólo por su especialización, sino también por los procedimientos que utilizarán. Serán rápidos, orales, en general, dos audiencias, y con presencia del juez. Nos vamos a olvidar de los actuarios, que, muchas veces, en los actuales juzgados toman las decisiones y atienden a las partes en los procesos. Esto lleva a una distorsión de la justicia.


La mediación es un importante sistema que ayudará a que sean menos los conflictos que lleguen ante el juez. Me parece bien que el Senado le haya dado a este procedimiento el carácter de voluntario. Lo único que me preocupa es que no esté absolutamente prohibido en los casos de violencia intrafamiliar, como en otros temas que no podrán someterse a mediación, por ejemplo, los asuntos relativos al estado civil, la declaración de interdicción y las causas sobre maltrato de niñas y niños o adolescentes. A mi juicio, no quedó claramente establecido que no habrá mediación en el caso de la violencia intrafamiliar. El maltrato de niños es frecuente dentro de la familia, y esa es violencia intrafamiliar. Sin embargo, no está establecido en la iniciativa el maltrato a las mujeres y a los adultos mayores. Cuando hay maltrato, puede configurarse una falta o un delito, y no se puede mediar. Esto hay que perfeccionarlo y ver cómo funciona.


Tan importante como las medidas de protección es el desacato. Se tipifica este delito cuando no se cumplen las medidas de protección, lo que es tremendamente importante.


La ampliación de las atribuciones policiales es fundamental en el procedimiento de violencia intrafamiliar. Muchas veces, la policía no puede actuar, porque no tiene las facultades para hacerlo. El proyecto las amplía, por ejemplo, para identificar al agresor ante la denuncia de terceros, ingresar a un lugar cerrado, detener al agresor o incautar armas u objetos.


He sabido de casos en que, por falta de atribuciones, la policía no pudo intervenir y murió una de las personas afectadas por violencia intrafamiliar. Recuerdo que en La Pincoya, un niño fue retenido por el padre. La madre hizo la denuncia por todo lo que ella pensaba que podía pasar. Carabineros no pudo ingresar y el niño murió a manos de su padre. Esta ampliación de atribuciones de las fuerzas policiales es muy interesante e impedirá muchos delitos y agresiones.


Otra cosa importante del proyecto es el procedimiento respecto de los niños, los cuales no serán victimizados nuevamente. Eso es fundamental. Ojalá pudiésemos en todas las regiones y provincias poner en funcionamiento una sala de grabación -como la que tiene la Comisaría de la Familia-, con personas especializadas en el tratamiento de los niños, de manera que los menores realicen una sola vez la denuncia y el vídeo sirva de prueba, de manera que no tengan que repetirla ante diferentes personas, situación que los victimiza y se presta para que los adultos interpreten los dichos del menor. Al respecto, la Convención sobre los Derechos del Niño establece que los niños deben ser escuchados, cosa que muchas veces no sucede.


Por lo tanto, el procedimiento a seguir por los tribunales de familia es adecuado, porque permitirá que los menores sean escuchados y, al mismo tiempo, se tomen todos los resguardos para que no sean victimizados, lo que es un gran avance. Pienso que estos tribunales ayudarán mucho a que los conflictos familiares se resuelvan en forma mucho más pacífica.


Sin embargo, lo importante es que los jueces de familia estén suficientemente preparados y tengan amplitud de criterio para apreciar los temas que afectan a la familia. Esto es fundamental. Sabemos que el Ministerio de Justicia está capacitando a los jueces y al personal técnico que va a asesorarlos. Pero, reitero, lo más importante es la cabal comprensión de los asuntos de la familia, evitar visiones sesgadas para que los temas sean analizados de manera amplia y contar con una sólida preparación judicial y conocimientos sobre los temas de familia y sus derechos.


Por lo tanto, la bancada del Partido por la Democracia votará favorablemente.


Pero tan fundamental como lo señalado es que el Senado discuta y apruebe las modificaciones a la ley de violencia intrafamiliar, materia que la Cámara despachó en noviembre del año pasado. No es posible que aún no las debata. Ya no hay excusas para ello.


Por eso, pido al ministro de Justicia y a la ministra del Sernam -que sé que ha hecho todo lo posible- que las modificaciones sean analizadas en el Senado para que contemos oportunamente con este conjunto de leyes que atañen a la familia.


La violencia intrafamiliar es un tema muy complejo en nuestro país y en otras naciones ha sido abordado a fondo. En 
Chile, desconocemos el número de homicidios ocurridos como consecuencia de la violencia intrafamiliar, y deberíamos contar con esa cifra. Por eso, es importante avanzar en este tema que afecta casi al 50 por ciento de las familias del país y que constituye el origen de posteriores problemas de delincuencia.


Hay muchos diputados que estamos preocupados por la seguridad ciudadana, pero son muy pocos los preocupados por la seguridad de las ciudadanas al interior de los hogares.


Por lo tanto, el proyecto que modifica la ley de violencia intrafamiliar -cuyo procedimiento se encuentra en la iniciativa que discutimos- debería estar en la agenda de seguridad ciudadana, con políticas públicas y presupuestos claros, porque es uno los problemas de relación fundamentales que hoy tenemos en nuestra sociedad. Desgraciadamente, aún no lo percibimos con claridad, pero esperamos en muy poco tiempo comprender los alcances, la importancia y la necesidad de tener políticas públicas sobre la materia. 


He dicho.


El señor LORENZINI (Presidente).- Solicito a los diputados inscritos que sean breves en sus intervenciones, porque también debemos tratar las modificaciones del Senado al proyecto sobre evaluación docente. La idea es despachar ambas iniciativas en esta sesión.


Tiene la palabra el diputado señor Fulvio Rossi.


El señor ROSSI.- Señor Presidente, acogiendo su llamado, seré muy breve en mi intervención. 


Éste es un proyecto fundamental porque termina con una suerte de impunidad en la administración de justicia en materia de familia, básicamente por el acceso desigual a ella. La iniciativa democratiza el acceso a la justicia en el 50 por ciento de las causas que ven los juzgados, en general: problemas de tuición, de pensión, de violencia intrafamiliar. De manera que parte del esfuerzo que está haciendo el Gobierno por modernizar la justicia también tiene que ver con facilitar el acceso a ella a todos los chilenos y chilenas en materia de familia.


Otro aspecto relevante es que cuando se consulta a los jóvenes acerca de qué instituciones son las más importantes y confiables, no dudan en responder que una de las más importantes es la familia. 


La mayoría de las transformaciones culturales que han debido sufrir los jóvenes se deben, entre otras causas, a la mercantilización de la cultura, a una integración social basada en la lógica del consumo y, por cierto, a la globalización. Pero también aparece como un factor fundamental el debilitamiento de la familia como institución. Por eso este proyecto es tan importante, porque apunta a proteger a la familia, a los hijos, a los más débiles.


Con respecto a las modificaciones del honorable Senado, como aquí se ha dicho, son meramente formales. Es muy importante regular el procedimiento ordinario: que esté regido por la oralidad, la inmediación y la concentración. Además, es de la mayor importancia que exista un consejo técnico de asesoría especializada para los juzgados de familia. 


Asimismo, un aspecto que ayudará mucho a evitar la excesiva judicialización será la mediación familiar, como un sistema de resolución de conflictos.


Por último, la democracia se funda en la justicia, y la creación de juzgados de familia la fortalecerá.


He dicho.


El señor LORENZINI (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Sergio Ojeda.


El señor OJEDA.- Señor Presidente, valoro y aplaudo la presentación de este proyecto de ley que crea los juzgados de familia y establece nuevos procedimientos. 


Como se ha sostenido, las modificaciones del Senado son esencialmente formales, no implican cambios de fondo, razón por la cual sólo cabe aprobarlas.


Sin embargo, quiero hacer algunas precisiones relevantes.


Desde luego, el proyecto constituye un hito importante en nuestra administración de justicia. Sin duda, está enmarcado en el proceso de reforma o de modernización de nuestra administración de justicia. A través de estos años, el Gobierno ha ido tramitando una serie de leyes que han ido creando o adaptando los procedimientos a las nuevas exigencias de los tiempos modernos, tales como la celeridad, la gratuidad, etcétera.


Aquí ya discutimos algunos proyectos que crean otros tribunales, como, por ejemplo, los de policía local, los de libre competencia, los del trabajo y los de cobranza previsional. Es decir, esta iniciativa no es una mera casualidad: está dentro del contexto de los principios generales y de la doctrina que anima al Gobierno para modernizar nuestra justicia. Sin duda, faltan algunos tribunales, como los administrativos y los tributarios. No olvidemos que la Constitución Política de 1925 establecía la creación de tribunales administrativos, pero aún no se han creado.


Entonces, es importante la creación de los juzgados de familia, sobre todo si se trata de una materia tan sensible e importante para la sociedad. Asimismo, es coherente con lo que establece nuestra Constitución, en cuanto a que la familia es el núcleo fundamental de la sociedad. Con esto se reafirma y se materializa la defensa y la protección de los derechos de la familia.


También cabe indicar que la reestructuración de los juzgados de familia, que se establecen por primera vez, significará la creación de 208 nuevos cargos de jueces que darán mayor apoyo, celeridad, eficiencia y eficacia a la sustanciación de los procesos. Actualmente, existen 49 juzgados de menores, con igual número de jueces, y se crearán 61 juzgados más, con un total de 258 jueces, lo que, sin duda, es importante.


Por otro lado, es necesario destacar las amplísimas atribuciones que se entregan a estos juzgados, al contrario de lo que ocurre con las de los actuales, que son muy restringidas. Es así como tendrán competencia sobre materias tan recientes como el divorcio y la violencia intrafamiliar.


Es muy importante el apoyo que se les dará a los tribunales de familia a través de un comité técnico asesor, un administrador y una planta de oficiales de secretaría, porque a veces también es necesario orientar a los jueces. Con esto se busca contar con un procedimiento rápido, expedito, esencialmente oral y desformalizado, excepto en aquello que la ley señale que debe ser de otra manera.


Asimismo, celebro la creación de un juzgado de familia en Osorno, que contará con tres jueces, con competencias sobre las comunas de Osorno, San Pablo, Puyehue, Puerto Octay y San Juan de la Costa.


Por lo tanto, debemos aprobar sin dilación las modificaciones del Senado a este proyecto porque es importante para el avance y la evolución social de nuestro país.


He dicho.


El señor LORENZINI (Presidente).- Tiene la palabra la diputada señora Adriana Muñoz.


La señora MUÑOZ (doña Adriana).- Señor Presidente, sólo para destacar lo señalado por los colegas que me han antecedido en el uso de la palabra, en el sentido de que la creación de tribunales de familia es una reforma muy profunda a la legislación sobre la infancia y el sistema de justicia de la familia.


Estas reformas, junto con la Reforma Procesal Penal y la relacionada con la judicatura laboral que hemos estado debatiendo en el último tiempo, constituyen una clara señal del Gobierno en cuanto a modernizar nuestra administración de justicia, lo que preocupa mucho a nuestros ciudadanos porque es enorme la delincuencia que hoy se evidencia en todas nuestras regiones y ciudades.


La creación de tribunales de familia es también una respuesta muy importante a la complejidad que representa todo lo contencioso familiar. Por eso, esta iniciativa representa un avance importantísimo en cuanto a reconocer a la familia, no sólo en el marco de la definición constitucional, sino en el de nuestra realidad cotidiana.


Me preocupa la complejidad de lo contencioso familiar, porque en el proyecto no encuentro ninguna mención sobre la importancia que reviste la capacitación y la formación de los jueces que aplicarán los procedimientos en los nuevos tribunales de familia. Planteo mi consulta al ministro de Justicia sobre esta materia.


Entiendo que los profesionales especializados en materias de familia que participarán en los nuevos tribunales constituirán una ayuda importante para dirimir los complejos conflictos que se viven al interior de ésta. Sin embargo, quienes aplican la ley son los jueces. Aquí se recordaban las dificultades que tuvo la aplicación de la primera ley sobre violencia intrafamiliar, que junto con el diputado Sergio Aguiló presentamos en 1990 y que fue promulgada en 1994, lo que nos obligó a presentar diversas propuestas a los jueces para que aplicaran la ley de acuerdo al espíritu con el cual fue concebida. Por eso, considero que el proyecto debería considerar la formación de quienes aplicarán la ley a fin de evitar la frustración de la ciudadanía que ve cómo los diputados y los senadores aprueban una gran ley, pero que se aplica contradiciendo su espíritu.


La iniciativa crea muchos tribunales y contempla un número importante de jueces. Al respecto me preocupa, al igual que el diputado señor Robles -también lo planteé cuando se discutió el proyecto de ley que crea tribunales del trabajo y de cobranza previsional-, los desequilibrios que se producen. Estoy muy contenta porque en la Quinta Región se crean tribunales de familia, pero creo que en la Cuarta Región se aplicó un criterio centralista. Tal vez se pensó que sólo comprende las provincias de Elqui y Limarí. Estoy satisfecha con la creación de un tribunal de familia en la provincia de Limarí, porque resuelve la situación de las familias pobres de esa zona, pero la Cuarta Región también incluye a la provincia de Choapa. Trasladarse de Illapel, Salamanca, Canela o Los Vilos a La Serena, Coquimbo u Ovalle significa de cuatro a seis horas de viaje. Entonces, hay una visión un poco centralista de las regiones, sobre todo, donde hay poblaciones pobres.


Me gustaría que el ministro de Justicia se comprometiera, tal como lo hizo cuando discutimos la creación de los tribunales del trabajo y de cobranza previsional de modo que, en dos o tres años, en forma gradual y de acuerdo a los recursos disponibles, se instale un tercer tribunal de familia en la Cuarta Región, lo que nos pondría a la par con la muy querida Quinta Región.


He dicho.


El señor LORENZINI (Presidente).- Cerrado el debate.

Tiene la palabra la ministra del Sernam.


La señora PÉREZ, doña Cecilia 
(directora del Servicio Nacional de la Mujer).- Señor Presidente, ¿a quién le puede caber duda de que estamos aprobando un proyecto de ley que mejorará la vida de las familias chilenas?


Sabemos que cuando las personas recurren a la justicia por temas vinculados a las relaciones familiares, lo hacen buscando el ejercicio y el reconocimiento de un derecho o la solución de un conflicto que afecta la convivencia cotidiana familiar. Este tipo de conflictos, a diferencia de otros, no es de resolución única ni circunscrita exclusivamente a lo legal. Por eso, la necesidad de contar con una judicatura especializada, con una visión integral y concentrada que dé una salida judicial digna, eficiente y oportuna es la aspiración de miles de chilenos, especialmente mujeres, que a diario acuden a los tribunales de menores, solicitando el reconocimiento del derecho a la identidad de sus hijos, el derecho de éstos a alimentos justos, el derecho a poder verlos, o bien, se acercan a los juzgados civiles denunciando violencia intrafamiliar o buscando una solución a su conflicto matrimonial.


Ésa es la aspiración que hoy día puede verse cristalizada con la aprobación de esta iniciativa que contempla la creación de tribunales de familia, nueva judicatura especializada que, junto con las reformas a la justicia penal y laboral, hará posible que ese anhelo se haga realidad.


Sin duda, aumentar el número de jueces y dotarlos de un consejo técnico asesor interdisciplinario mejorará la calidad de la justicia y su valoración por parte de la ciudadanía. Asimismo, el hecho de que la ley establezca la acumulación necesaria de los distintos asuntos sometidos al conocimiento de los tribunales permitirá terminar con el actual peregrinaje entre un tribunal y otro, entre un expediente y otro, ya que la sentencia debería pronunciarse sobre todas las cuestiones referidas a la misma familia. Esto constituye una respuesta efectiva, eficiente y digna a los problemas de la familias.


En un tema tan sensible como el de la violencia intrafamiliar, de inaceptable prevalencia en nuestra sociedad, este proyecto contempla un procedimiento especial que garantiza una mejor solución judicial. Por ello, elimina la conciliación, mecanismos por el cual actualmente se archiva el 92 por ciento de las causas vinculadas a violencia intrafamiliar. Sin embargo, dado que este tipo de situaciones se dan en el marco de relaciones complejas, de amor y de odio, de protección y de inseguridad, y en las que la vinculación entre la víctima y el victimario es tan cercana, la iniciativa contempla la suspensión condicional de la dictación de la sentencia, para lo cual se establecen requisitos de alta exigencia, con lo cual se dará una sola oportunidad a quien ejerce violencia para que cambie su forma de relacionarse.


Por otra parte, se han fortalecido las medidas de protección para que cualquier tribunal de familia o penal que ejerza jurisdicción en asuntos de familia y que esté conociendo de una causa relacionada con violencia intrafamiliar adopte de inmediato las medidas de protección que correspondan, aun cuando pueda ser incompetente. Asimismo, se incorpora, como nueva medida cautelar, la prohibición de portar o tener armas de fuego a fin de precaver hechos de extrema gravedad, como las muertes y homicidios que han ocurrido y que han preocupado al país.


Respecto de las policías, se aumentan sus facultades al permitírseles ingresar a lugares cerrados, detener a los agresores si se trata de lesiones leves o amenazas con armas, incautar armas u otros objetos e identificar al agresor si quien lo ha denunciado desconoce su identidad.


En fin, se trata de aspectos que hoy la ciudadanía, particularmente las mujeres, reclaman como déficit y vacíos en los actuales procedimientos.


Quiero decir con fuerza que debemos tener la certeza de que el proyecto que hoy se somete a vuestra aprobación, en tercer trámite constitucional, representa uno de los más importantes avances para mejorar las condiciones de vida, la dignidad y los derechos de las mujeres y de las familias de nuestro país. Además, con este hecho político, el Estado y el Gobierno honran su compromiso en cuanto a facilitar el acceso a la justicia a todos y, de esta manera, que en nuestro país se ejerzan de verdad los derechos de hombres y mujeres, niños y adolescentes, lo cual mejorará y fortalecerá a la familia.


He dicho.


El señor LORENZINI (Presidente).- Tiene la palabra el señor ministro de Justicia.


El señor BATES (ministro de Justicia).- Señor Presidente, el importante avance del debate parlamentario sobre el proyecto que crea los tribunales de familia ha alcanzado un momento decisivo: el pronunciamiento de la honorable Cámara de Diputados, hecho que podría constituir -así lo esperamos- el último eslabón del trámite legislativo.

Se trata de un proyecto que, por sus variados alcances, afecta directamente la vida cotidiana de cientos o miles de personas: adultos, adolescentes, niñas y niños que, de una u otra forma, sufren los efectos de los conflictos de familia.


La magnitud de este proyecto es sólo comparable con los cambios a la justicia penal, con sus tres componentes: la reforma procesal penal, la reforma a la justicia penal sustantiva y las nuevas cárceles concesionadas.


En lo que se relaciona con la reforma procesal penal, los principios que en su momento la inspiraron -oralidad, inmediación, imparcialidad, concentración, celeridad, acceso, profesionalismo, etcétera-, se replican en este proyecto, con las diferencias propias derivadas de las materias en que ellas inciden.


Son también principios propios de esta nueva justicia las soluciones cooperativas -o lo que se denomina “justicia de los acuerdos”- y formas modernas de organización de tribunales, tal como se expuso en su momento en el mensaje que dio origen al proyecto.


A lo anterior se agrega el aporte de disciplinas diferentes de la jurídica, que enriquecerán, sin margen de duda alguna, las decisiones jurisdiccionales sobre los problemas de familia, debido a sus variados componentes sociales, sicológicos, siquiátricos, económicos, de salud y otros.


Por otra parte, con este nuevo marco normativo, se da cabal cumplimiento a los tratados y convenciones internacionales suscritos por Chile, por ejemplo, a la Convención sobre los Derechos del Niño.


El proyecto ha sido enriquecido con el debate parlamentario que ha precedido a esta instancia, el último de los cuales se llevó a cabo en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado, que perfeccionó el procedimiento, hizo ajustes al sistema de mediación, aumentó el número de jueces dedicados a estas instancias y reforzó los juzgados de letras que seguirán conociendo de materias de familia.


Brevemente, señalaré las características específicas del proyecto, de enorme calidad. Entre ellas se encuentran la creación de una nueva estructura administrativa, similar a los nuevos tribunales penales, que aleja la burocracia inherente al sistema antigua que hoy se reemplaza; la creación de los consejos técnicos, como órganos multidisciplinarios de asesoría a los jueces de familia; el establecimiento de un sistema de mediación, como se ha recordado acá, orientado a fortalecer la denominada “justicia de los acuerdos”; el conocimiento, en una sola causa, de las diversas materias que se sometan a la decisión del juez derivadas de las relaciones de familia y que hoy se conocen en tribunales diversos; nuevas normas en materia probatoria, como la libertad probatoria, las convenciones probatorias, la exclusión de prueba, etcétera; la nueva estructura de tribunales de familia, integrada por jueces, comité de jueces, juez presidente, consejo técnico, administradores de tribunales, unidades administrativas, atención de público -a nuestro juicio, un punto de mucha relevancia- y servicio de administración de causas.


Para terminar, señalaré las normas contenidas en el proyecto que, en mi opinión, ofrecen particular interés y, sobre todo, novedad: me refiero a la justicia de los acuerdos, a la protección de los niños y adolescentes, al acceso a la justicia y la promoción de valores, todos componentes integrantes de la política de justicia del actual Gobierno.


La justicia de los acuerdos o soluciones cooperativas es un tema transversal a los distintos ámbitos de la justicia, llámese laboral, de responsabilidad penal juvenil, penal, comercial, familiar, de conflictos vecinales, al interior de los establecimientos educacionales, etcétera.


En los conflictos familiares, la justicia de los acuerdos resulta particularmente conveniente, entre otras razones, porque los involucrados deben seguir relacionándose a la largo del tiempo. Además del Título V del proyecto, “De la Mediación”, que cuenta con disposiciones muy completas, la iniciativa comprende normas que apuntan en la misma dirección de solución amistosa, mediada o conciliada de conflictos.


Los variados costos económicos y humanos del sistema adversarial de conflictos que hoy prevalece, han puesto en evidencia las ventajas de la mediación que llega a conformar hoy una tendencia muy generalizada en la legislación comparada, particularmente en los problemas familiares. 


La intervención directa de las partes democratiza el sistema de justicia, asegura un mejor cumplimiento de los acuerdos, disminuye los costos y gastos propios del litigio y sienta las bases de una relación pacífica para el futuro; apunta, con frecuencia, a las causas de los problemas y con ello a evitar su repetición futura, entre múltiples ventajas. 


El señor LORENZINI (Presidente).- Señor ministro, está terminando el Orden del Día. Le pido finalizar su intervención.


El señor BATES (ministro de Justicia).- Termino, señor Presidente.


El capítulo referente al acceso a la justicia contiene disposiciones extremadamente novedosas, que, probablemente, van a fijar pautas para otras leyes en el futuro sobre esa materia, que por razones de tiempo no las voy a desarrollar.


Por último, quiero dar respuesta a algunas consultas que se han formulado en esta audiencia. 


En primer lugar, la mediación será gratuita para todos aquellos que no cuenten con recursos, lo que perfectamente puede alcanzar a los sectores medios que también sufren el problema del acceso a la justicia. 


En segundo lugar, la atención de estos usuarios se verificará a través de mediadores licitados privados, para lo cual se dispone de 3 mil millones de pesos anuales para dar satisfacción a las necesidades de las personas que carecen de recursos. 


En tercer lugar, si bien es cierto que la derivación a mediación no es obligatoria, el artículo 105 obliga al tribunal a informar -es una de las novedades legislativas- sobre este mecanismo. En todo caso, aun en la hipóte-



sis de derivación obligatoria, el principio de la voluntariedad es fundamental para el éxito de la mediación. 


Según se ha dicho, el proyecto es inédito y representa un hito histórico en los conflictos de familia, como ha ocurrido con otros asociados a la justicia que se han impulsado por el actual Gobierno. 


Muchas gracias. 


El señor LORENZINI (Presidente).- Cerrado el debate.


En el punto 2 de la Tabla figuran las modificaciones del Senado al proyecto de ley sobre evaluación docente. En realidad, es una sola y se refiere a la eliminación de la frase “y niveles de aprendizaje de los alumnos,”, en la letra a) del artículo 1º.


Se encuentran inscritos cinco señores parlamentarios para hacer uso de la palabra, pero no tenemos tiempo. Por lo tanto, propongo, primero, extender por quince minutos el Orden del Día y dar dos minutos a cada uno; segundo, que entreguen sus discursos a fin de insertarlos en la versión, y tercero, no considerar el proyecto hoy. 


Tiene la palabra el diputado señor Ortiz. 


El señor ORTIZ.- Señor Presidente, soy uno de los inscritos, pero preferiría que se insertaran los discursos para que se realice la votación. 


He dicho. 


El señor LORENZINI (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Correa.


El señor CORREA.- Señor Presidente, que se dé la palabra a un diputado por bancada, por tres o cuatro minutos. 


He dicho.


El señor BATES (ministro de Justicia).- Señor Presidente, pido la palabra.



El señor LORENZINI (Presidente).- 
De inmediato, señor ministro. Estamos resolviendo el procedimiento.


¿Habría acuerdo para prorrogar por quince minutos el Orden del Día?


No hay acuerdo.


¿Habría acuerdo para votar el proyecto sin debate?


No hay acuerdo.


Tiene la palabra el diputado Manuel 
Rojas.


El señor ROJAS.- Señor Presidente, no podemos tener la liviandad de discutir en quince minutos una materia tan importante como la evaluación docente.


Por lo tanto, solicito respeto para el tratamiento que corresponde a este proyecto.


He dicho.


El señor LORENZINI (Presidente).- Señor diputado, el proyecto ya fue discutido en su oportunidad. Se trata solamente de una modificación formulada por el Senado y debo hacer la consulta pertinente. No hay ninguna liviandad.


Tiene la palabra la diputada Saa.


La señora SAA (doña María Antonieta).- Señor Presidente, este proyecto lo hemos debatido largamente. No sé si el diputado Rojas estuvo ausente en las discusiones, porque ahora sólo se trata de una frase.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
No hay acuerdo.


Se suspende la sesión por cinco minutos.


-Transcurrido el tiempo de suspensión:


El señor LORENZINI (Presidente).- Continúa la sesión.


Corresponde votar las modificaciones del honorable Senado al proyecto de ley que crea los tribunales de familia. Algunas de sus normas, para ser aprobadas, requieren quórum de ley orgánica constitucional, es decir, 66, con excepción de las enmiendas recaídas en las letras g) y h) del artículo 4º, del inciso segundo del artículo 105, y de los incisos primero y segundo del artículo 113, respecto de las cuales se ha pedido votación separada.


En votación el articulado, excepto las letras g) y h) del artículo 4º, el inciso segundo del artículo 105 y los incisos primero y segundo del artículo 113.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 108 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor LORENZINI (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Alvarado, Álvarez-Salamanca, Álvarez, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Barros, Bauer, Bayo, 
Becker, Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Cornejo, Correa, Cristi (doña María Angélica), 
Cubillos (doña Marcela), Delmastro, Díaz, Dittborn, Egaña, Encina, Errázuriz, 
Escalona, Espinoza, Forni, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), García-Huidobro, 
Girardi, González (doña Rosa), González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Kast, Leal, Letelier (don Juan Pablo), 
Letelier (don Felipe), Longton, Longueira, Lorenzini, Luksic, Martínez, Masferrer, Mella (doña María Eugenia), Meza, Molina, Monckeberg, Montes, Mora, Moreira, 
Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Norambuena, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Paredes, Paya, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don 
Ramón), Pérez (doña Lily), Pérez (don 
Víctor), Prieto, Quintana, Recondo, Riveros, Robles, Rojas, Rossi, Saa (doña María 
Antonieta), Saffirio, Salaberry, Salas, 
Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña 
Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Valenzuela, Varela, 
Vargas, Vidal (doña Ximena), Villouta, Von Mühlenbrock y Walker.


El señor LORENZINI (Presidente).- Tiene la palabra la diputada María Angélica Cristi.


La señora CRISTI (doña María Angélica).- Señor Presidente, quiero estar segura sobre los artículos que vamos a votar en forma separada, porque, además de los mencionados, no sé si hay otros.


Pedimos votación separada del inciso segundo del artículo 105 y de los incisos primero y segundo del artículo 113. 


El señor LORENZINI (Presidente).- Señora diputada, hay tres peticiones de votación separada: a las letras g) y h) del artículo 4º; el inciso segundo del artículo 105 y los incisos primero y segundo del artículo 113. 


En consecuencia, se procederá a votar las letras g) y h) del artículo 4º, para cuya aprobación de requiere del voto afirmativo de 66 señooras diputadas y señores diputados.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 57 votos; por la negativa, 47 votos. Hubo 2 abstenciones. 


El señor LORENZINI (Presidente).- 
Por no haberse alcanzado el quórum requerido, quedan rechazadas y, por consiguiente, deberán tratarse en Comisión Mixta.



-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Encina, Errázuriz, Escalona, Espinoza, Girardi, González (don Rodrigo), Hales, Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Leal, Letelier (don Felipe), Longton, Lorenzini, Luksic, Mella (doña María Eugenia), Meza, Montes, Mora, 
Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Ojeda, Olivares, Ortiz, Paredes, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), 
Quintana, Riveros, Robles, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tohá (doña 
Carolina), Tuma, Valenzuela, Venegas, 
Vidal (doña Ximena), Villouta y Walker.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Alvarado, Álvarez-Salamanca, Álvarez, Barros, Bauer, Bayo, Bertolino, Cardemil, Correa, Cristi (doña María Angélica), 
Cubillos (doña Marcela), Díaz, Dittborn, Egaña, Forni, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), García (don René 
Manuel), García-Huidobro, González (doña Rosa), Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Kast, Kuschel, Longueira, 
Martínez, Masferrer, Molina, Monckeberg, Moreira, Norambuena, Palma, Paya, Pérez (don Ramón), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Prieto, Recondo, Rojas, Salaberry, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Varela, Vargas y Von Mühlenbrock.


-Se abstuvieron los diputados señores:

Delmastro y Tarud.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
En votación, con quórum simple, el inciso segundo del artículo 105.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 64 votos; por la negativa, 36 votos. Hubo 6 abstenciones.


El señor LORENZINI (Presidente).- Aprobado.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Álvarez-Salamanca, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Becker, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Cornejo, Delmastro, Encina, 
Errázuriz, Escalona, Espinoza, Girardi, González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Leal, Letelier (don Juan Pablo), 
Letelier (don Felipe), Longton, Lorenzini, Luksic, Mella (doña María Eugenia), Meza, Montes, Mora, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Paredes, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (doña Lily), 
Quintana, Riveros, Robles, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá 
(doña Carolina), Tuma, Valenzuela, 
Venegas, Vidal (doña Ximena) y Walker.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Alvarado, Álvarez, Barros, Bauer, 
Bertolino, Correa, Cristi (doña María 
Angélica), Cubillos (doña Marcela), Díaz, Dittborn, Egaña, Forni, García (don René Manuel), García-Huidobro, González (doña Rosa), Hernández, Ibáñez (don Gonzalo), Kast, Longueira, Martínez, Masferrer, 
Molina, Moreira, Norambuena, Paya, Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Prieto, Recondo, Rojas, Salaberry, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Varela y Von Mühlenbrock.


-Se abstuvieron los diputados señores:

Bayo, Galilea (don José Antonio), 
Hidalgo, Kuschel, Monckeberg y Vargas.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
En votación, con quórum simple, los incisos primero y segundo del artículo 113, para los cuales se solicitó votación separada.


En votación. 


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 64 votos; por la negativa, 34 votos. Hubo 8 abstenciones.


El señor LORENZINI (Presidente).- Aprobados.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Becker, Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Cornejo, Delmastro, Encina, Errázuriz, Escalona, Espinoza, Girardi, González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Leal, Letelier (don Juan Pablo), Longton, Lorenzini, 
Luksic, Martínez, Mella (doña María 
Eugenia), Meza, Montes, Mora, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (doña Lily), 
Quintana, Riveros, Robles, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá 
(doña Carolina), Tuma, Valenzuela, 
Venegas, Vidal (doña Ximena), Villouta y Walker.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Alvarado, Álvarez, Barros, Bauer, 
Correa, Cristi (doña María Angélica), 



Cubillos (doña Marcela), Díaz, Dittborn, Egaña, Forni, García (don René Manuel), García-Huidobro, González (doña Rosa), Hernández, Ibáñez (don Gonzalo), Kast, Longueira, Masferrer, Molina, Moreira, Norambuena, Paya, Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Prieto, Recondo, Rojas, Salaberry, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Varela y Von Mühlenbrock.


-Se abstuvieron los diputados señores:

Álvarez-Salamanca, Bayo, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), Hidalgo, Kuschel, Monckeberg y Vargas.


El señor LORENZINI (Presidente).- Terminado el Orden del Día.

VII. PROYECTOS DE ACUERDO

ANTECEDENTES SOBRE LA JORNADA ESCOLAR COMPLETA Y SU COSTO DE IMPLEMENTACIÓN. (Votación).


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Corresponde votar, por última vez, el proyecto de acuerdo Nº 441.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 32 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Rechazado por falta de quórum.

REGULACIÓN DE PROCEDIMIENTOS DE TRASLADO DE VALORES BANCARIOS.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
El señor Prosecretario va a dar lectura al siguiente proyecto de acuerdo.


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 442, de los señores Saffirio, Ortiz, Luksic, Escalona, Burgos, Jaramillo, Paredes, Riveros y de las señoras Caraball, doña Eliana y Mella, doña María Eugenia.


“Considerando:

1.
Que es imprescindible que haya transparencia en los procedimientos financieros bancarios para el buen funcionamiento y desarrollo de la economía nacional.

2.
Que las tasas de interés que cobran muchos bancos en Chile por sus líneas de crédito en cuentas corrientes de personas naturales y de empresas son comparativamente muy altas de acuerdo con cánones internacionales.

3.
Que actualmente los bancos no cubren de inmediato los déficit en las líneas de crédito, aunque haya fondos disponibles en las correspondientes cuentas corrientes, obteniendo, en forma injusta, diferenciales de interés en el transcurso del tiempo, a no ser que el cuentacorrentista dé orden expresa para la transferencia.

4.
Que la tecnología actual permite a los bancos transferir automáticamente los fondos de cuentas corrientes a líneas de créditos y a la inversa, gravar o que, en este caso evitaría gravar injustamente a personas y empresas.


La Cámara de Diputados acuerda:


Solicitar al señor ministro de Hacienda, para que por intermedio de la Superintendencia de Bancos, se proceda a transparentar los procedimientos de traslado de fondos bancarios, de modo de favorecer y proteger a los usuarios”.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Para apoyar el proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Eduardo Saffirio.


El señor SAFFIRIO.- Señor Presidente, junto a otros colegas de la Concertación presentamos este proyecto de acuerdo que se relaciona con un tema sobre el cual hemos trabajado fuerte durante el último semestre: la necesidad de transparentar los procedimientos financieros bancarios para el buen funcionamiento y desarrollo de la economía nacional.


En los últimos meses, nos hemos referido en varias oportunidades a la transparencia que debe haber en el cobro de comisiones respecto de cuentas corrientes bancarias, créditos hipotecarios, tarjetas de créditos y otros productos financieros; a la “resurrección” del llamado Dicom histórico, mala práctica que se está usando para negar a muchas personas una segunda oportunidad para acceder a créditos de consumo o productivos, y a la carencia de un sistema en línea que informe del valor del dólar vendedor y comprador, lo que perjudica tanto a exportadores como a importadores, que en su mayoría son pequeños y medianos empresarios.


En esta oportunidad daré a conocer una situación que afecta a millones de cuentacorrentistas.


Las tasas de interés que fijan los bancos a las líneas de crédito, presuntamente preferencial, son muy altas. De hecho, cualesquiera de las señoras diputadas o de los señores diputados que se haya sobregirado alguna vez puede constatar que le han cobrado un interés del 2 por ciento nominal de interés por la utilización de la línea de crédito “preferencial”, en circunstancias de que inflación de marzo a marzo ha sido de cero por ciento.


A la alta tasa de interés de la línea de crédito “preferencial” se une otra situación.


Los avances tecnológicos permiten a los bancos estar en línea para efectuar una enorme cantidad de operaciones que se deban a la bancarización, pero cuando un cuentacorrentista se sobregira en su línea de crédito “preferencial” y dispone de fondos en su cuenta corriente, se requiere de una orden suya para que ese dinero le sea abonado a la línea de crédito. Ése puede ser el caso de una persona cualquiera que, al llegar fin de mes, no sabe que se ha sobregirado en determinada cantidad. Sin embargo, una vez que se le deposita su sueldo o, por ejemplo, eventuales honorarios, éstos no se abonan a su línea de crédito, porque no ha dado una orden expresa, con lo cual ésta continúa devengando intereses.


Lo anterior explica las pingües ganancias de la banca, que este año van a ser superiores a los mil millones de dólares.


En concreto, queremos que la tecnología se use en beneficio de los clientes, usuarios y cuentacorrentistas. Para ello, basta con establecer un sistema que permita la transferencia automática de fondos de la cuenta corriente a la línea de crédito preferencial, y a la inversa, de modo de no gravar injustamente a personas ni a los pequeños y medianos empresarios. 


Por lo tanto, a través del proyecto se solicita al ministro de Hacienda que, por intermedio de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, que en estos meses ha regulado otras situaciones de falta de transparencia que hemos denunciado, se proceda a regular los procedimientos de traslado de los fondos bancarios, favoreciendo y protegiendo a los usuarios. 


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Alejandro Navarro para impugnar el proyecto.


El señor NAVARRO.- Señor Presidente, de la redacción del proyecto de acuerdo se desprenden algunas necesidades concretas, prácticas e importantes. Además, da a conocer la desventajosa realidad que viven miles de cuentacorrentistas respecto de los procedimientos a que son sometidos por el agente o por la dirección de los bancos, sin que puedan ejercer sus derechos cuando sufren algún tipo de atropello respecto de la aplicación de intereses.


Sin duda, esa realidad debe cambiar. El diputado Saffirio propone que la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras regule esa situación.


Además, se dan otras situaciones similares muy importantes.


Los cuentacorrentistas se encuentran en grave desventaja cuando los cheques procedentes de otros bancos son depositados en sus cuentas corrientes, ya que, aun cuando los bancos tienen o debieran tener un sistema en línea, pues la tecnología actual lo permite, sufren una retención de hasta dos días para hacer efectivos los fondos, no obstante que todo parece indicar que esos recursos pasan el mismo día a manos del banco respectivo.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Señor diputado, le ofrecí la palabra para hablar en contra del proyecto; pero, al parecer, lo apoya.


El señor NAVARRO.- Señor Presidente, hasta el momento he señalado los puntos en que estoy de acuerdo, pero ahora daré a conocer los aspectos que rechazo.


El proyecto minimiza lo que debe revisarse respecto de los cuentacorrentistas. Por ejemplo, he denunciado que a algunos cuentacorrentistas les han cerrado sus cuentas porque han sido objeto de acciones judiciales, aunque después haya quedado demostrada su absoluta inocencia. Incluso, algunos bancos han cerrado cuentas bancarias porque la prensa ha vinculado a sus titulares con algún tipo de delito. 


Por lo tanto, me opongo al proyecto de acuerdo porque no da cuenta de todos los problemas que enfrentan los usuarios del sistema bancario.


Reitero: no basta con solicitar a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras que regule esta situación, sino que se debe efectuar una investigación más a fondo y reglamentar todos los aspectos irregulares que han sido de conocimiento público. No creo que se puedan regular los procedimientos sin conocerse la dimensión de la denuncias. 


Habría estado de acuerdo con el proyecto si hubiere determinado una exhaustiva investigación del cumplimiento de los derechos de los cuentacorrentistas en cada una de las entidades bancarias y de los procesos que han vivido por las continuas fusiones de la banca y entidades financieras locales, lo que ha dejado en desventaja a los cuentacorrentistas, ya que, incluso, los han cambiado de banco sin su consentimiento. 


Pido votar en contra del proyecto de acuerdo, con el objeto de que, junto al diputado Saffirio, redactemos uno que los cuentacorrentistas, no sólo se refiera al tema del traslado de fondos bancarios, porque ése es un aspecto mínimo, sino que uno que considere toda la problemática que afecta a los cuentarrontistas.


Si aprobamos este proyecto de acuerdo, la Superintendencia se pronunciará sólo acerca de lo que se plantea en él, pero quedarán sin abordarse muchos otros aspectos que han sido denunciados y de los cuales la mayoría de los diputados tenemos conocimiento por informaciones recibidas de los afectados.


Votaré en contra del proyecto de acuerdo a fin de que podamos mejorarlo y dar una adecuada protección a los cuentacorrentistas nacionales.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 12 votos; por la negativa, 1 voto. Hubo 12 abstenciones.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
No hay quórum.


Se va a repetir la votación.


En votación.


-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 9 votos; por la negativa, 1 voto. Hubo 9 abstenciones.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
No hay quórum.


Se llamará a las señoras diputadas y a los señores diputados por cinco minutos.


-Transcurrido el tiempo reglamentario:


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 9 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 8 abstenciones.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
No hay quórum.


Queda pendiente la votación del proyecto para la próxima sesión.

VIII. INCIDENTES

GRADO DE AVANCE DE SUMARIOS DE LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA EN MUNICIPALIDAD DE PUENTE ALTO. Oficio.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité Socialista y Radical.


Tiene la palabra la diputada señora Isabel Allende.


La señora ALLENDE (doña Isabel).- Señor Presidente, quiero referirme a una de las comunas que me honro en representar, Puente Alto, junto con otras del área sur de Santiago, como La Pintana, tantas veces vilipendiada. 

En este caso, lo hago por un sentido de responsabilidad. Tengo en mis manos el informe final de la Contraloría General de la República, de fecha 14 de junio de 2004, sobre la responsabilidad que le cabe al alcalde de la comuna de Puente Alto en algunos hechos. En dicho sumario administrativo se representan tres hechos: Primero, no haber adoptado medidas de control interno y supervigilancia frente a la práctica habitual -desde 2001 al presente año- de las personas que participan en la entrega de permisos de circulación, quienes rebajan el valor que legalmente procede cobrar por ese concepto, causando con ello un daño patrimonial tanto a la comuna como al Fondo Común Municipal.


De acuerdo con el detalle que se establece más adelante, se indica que en los casos analizados -se habla de 400 muestras solamente- el daño patrimonial superaría los 32 millones de pesos. 


Segundo, no haber ejercido el control jerárquico que procedía sobre don Marcos González Ganga, ex administrador municipal, quien, sin tener facultades para ello, estuvo a cargo del procedimiento de renovación de los permisos de circulación en el período comprendido entre febrero y marzo de 2003, y de crear, también de hecho, una unidad encargada de la atención preferencial de las empresas.


Además, la Contraloría General de la República establece que, durante el período 1996-2000, esta autoridad -me refiero al alcalde de la comuna de Puente Alto, Manuel José Ossandón- ejerció el mismo cargo en la Municipalidad de Pirque, en donde también el señor Marcos González Ganga fue administrador municipal. En dicha oportunidad, este funcionario estuvo a cargo, de manera informal, de la renovación de los permisos de circulación -al menos en el período 2002-, detectándose un daño patrimonial a la Municipalidad de Pirque y al Fondo Común Municipal por una suma de siete millones de pesos, al cobrar un valor menor de lo que correspondía por la renovación de dichos permisos de circulación.


Se señala, además, que se contrataron los servicios de las señoras Santina Boytano, Fabiola Leyton y Valentina Hernández para realizar labores que nunca ejecutaron, pues en realidad lo que hicieron fue ser captadoras de permisos de circulación. Al respecto, el informe que emite la Contraloría acerca de estos tres casos, que me parecen graves, es bastante detallado, exhaustivo y riguroso. En definitiva, se habría cobrado un precio menor para conseguir que diversas empresas sacaran sus permisos de circulación en la citada comuna, práctica que anteriormente habría realizado el mismo administrador municipal, siendo también en esa ocasión alcalde de Pirque el señor Ossandón. 


Hasta ahora no había querido intervenir, porque me encontraba a la espera de los descargos del alcalde. La evaluación final de la Contraloría señala que frente a sus descargos se concluye que las observaciones formuladas en este proceso están fehacientemente acreditadas, que era imposible alegar desconocimiento, que efectivamente estaban al tanto de los hechos y que estas tres personas fueron contratadas para captar permisos de circulación, antecedentes que son suficientemente graves.


Tengo un profundo respeto por las autoridades elegidas democráticamente. Es más, debo reconocer que en Puente Alto ha habido notables avances gracias a la iniciativa de su alcalde, quien tuvo la extraordinaria suerte de que durante su mandato el Gobierno acordara realizar la ampliación de la línea del Metro hasta la propia comuna. Estamos hablando de una inversión de casi mil millones de dólares. Además, el Fondo Común Municipal le reporta, por ser la comuna más poblada del país, casi cuatro mil millones de pesos.


En resumen, más allá de la querella criminal que presentó el ex alcalde de la comuna, creo que los habitantes de Puente Alto merecen una explicación clara sobre el particular. Al respecto, no voy a formular cargos, sólo me limitaré a lo dicho por la Contraloría. Sí quiero señalar que la respuesta tiene que ser nítida y transparente, pues la Contraloría concluye que los descargos refrendan exactamente los tres hechos señalados, que me parecen lamentables. 


Por lo tanto, pido que se oficie al Contralor General de la República, pues, además de este sumario administrativo, entiendo que hay dos más pendientes: uno que tiene que ver con el corralón municipal, desde el cual habrían desaparecido vehículos de particulares, y otro que afecta a la Corporación de Educación y de Salud.


En aras de la transparencia y de la convicción de que los hechos siempre deben apegarse a lo que corresponde en justicia, es conveniente solicitar que la Contraloría informe el grado de avance de estos dos sumarios.


Asimismo, espero que la respuesta de la autoridad involucrada en este caso sea clara y precisa, si tiene algo que alegar en su favor. Lo que no me parece es que, como respuesta frente a la querella criminal presentada por el ex alcalde, despida a su secretario. 


Me habría gustado -y creo que a toda la Concertación- que los concejales, elegidos por la población y cuya labor es fiscalizar, hubiesen señalado la necesidad de que se aclararan esos puntos, uno a uno, ya que si el alcalde es inocente respecto de las responsabilidades que se le imputan, como podría ocurrir, ya se hubiera aclarado el asunto. Habría preferido que los propios concejales cumplieran su función de fiscalizadores. Lamentablemente, hasta el momento no lo han hecho y sólo se ha presentado una querella criminal. Pero en respuesta a esa querella criminal no puede ser que se haya despedido al secretario de quien se atrevió a interponerla, porque así no se cumple con lo que debe ser la primera responsabilidad de cualquier autoridad comunal.


Vuelvo a señalar que, hasta ahora, mi actitud ha sido siempre de plena colaboración. Un diputado debe trabajar con la autoridad comunal, sobre todo cuando ha sido elegida democráticamente, pero también mi obligación como diputada de la república, que representa a esa comuna, es no permanecer en silencio ante un informe tan concluyente como el de la Contraloría General de la República.


Aparte del oficio solicitado, deseo, por el bien de la comuna de Puente Alto, que se entreguen explicaciones claras respecto del tema de los permisos de circulación, del corralón municipal y del problema que afecta a la Corporación de Educación y de Salud.


He dicho. 


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con copia de su intervención y la adhesión de las diputadas señoras Eliana 
Carabal y Ximena Vidal y de los diputados señores José Miguel Ortiz, Gabriel Ascencio, Waldo Mora, Edgardo Riveros, Rodolfo Seguel, Fernando Meza, Enrique Jaramillo, Felipe Letelier, Guido Girardi, Alejandro Navarro, Eugenio Tuma y Pedro Muñoz.

CONSTRUCCIÓN DE MULTICANCHA EN VILLA NINCUNLAUTA, COMUNA DE SAN FERNANDO. Oficios.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
En el tiempo del Comité Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el diputado señor Juan Masferrer.


El señor MASFERRER.- Señor Presidente, solicito se oficie al intendente de la Sexta Región, señor Carlos Bravo, como presidente del Consejo de Desarrollo Regional, y al director nacional de Chiledeportes, para que consideren el proyecto de una multicancha en la villa Nincunlauta, en la comuna de San Fernando, sector al cual fui invitado por su presidenta, una activa dirigenta: la señora Iris Becerra. 


En ese conjunto habitacional hay un terreno Serviu disponible donde los dirigentes piensan construir una multicancha, que beneficiaría a más de 400 niños. El proyecto ya fue presentado y debería ser financiado por el Fondo de Desarrollo Regional y Chiledeportes.


Es importante que las autoridades que manejan fondos públicos, que se asignan año a año en el presupuesto de la Nación, den la importancia que corresponde al deporte.


Hay dirigentes que están preocupados de que sus hijos y los de sus vecinos puedan hacer actividades sanas gratuitamentes. ¡Y qué mejor que el deporte! Sin embargo, a veces, somos mezquinos y las autoridades no se preocupan de que en estas poblaciones o villas, cuyos habitantes, gracias a sus ahorros -que logran hacer con esfuerzo- y al subsidio estatal, han podido construir sus casas, se disponga de espacios recreativos.


Los dirigentes han presentado el proyecto, el cual se encuentra priorizado y con número en el banco, de manera que lo único que falta es asignar los recursos para su materialización, lo cual sería un reconocimiento a la labor y preocupación de los dirigentes por brindar felicidad a esos niños a través de la práctica de alguna actividad física.


En consecuencia, solicito se oficie a las personas anteriormente señaladas. 


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.


ELIMINACIÓN DE BENEFICIO A DIPUTADOS.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Manuel Rojas.


El señor ROJAS.- Señor Presidente, para quienes somos diputados de provincias, que muchas veces no gozamos de algunos beneficios que la Cámara otorga a sus parlamentarios, resulta grato hacer un comentario sobre una situación. Hoy, por una acción del Gobierno, específicamente del ministro señor Vidal, se plantea como un gran gesto -que se comentará como una situación de pituto que va a entrar en la polémica- el otorgarnos entradas liberadas para el Estadio Nacional.


Quiero referirme a este punto, porque hace un año, por un acuerdo general, nuestra bancada devolvió las entradas y se las entregó al señor Salah, ex subsecretario de Deportes. Es más, le preguntamos cuál era el valor de ellas para que los parlamentarios pudiésemos comprarlas y así acceder a los eventos del Estadio Nacional. 


El tema se presenta de nuevo y nos quieren traer esta polémica para acá. Entonces sería necesario -y lo pido hoy antes de que se discuta en general- que la Mesa de la Cámara elimine, definitivamente, esos pases y, a su vez, se terminen estas odiosidades y polémicas que se generan cuando se otorga algún beneficio en función de nuestros cargos.


Creo que se podría conceder una ubicación, quizás privilegiada, pero cancelando el valor de las entradas. Eso sería lo más justo.


Señor Presidente, por lo tanto, solicito a la Mesa y, por su intermedio, a toda la Sala para que aprobemos por unanimidad eliminar los pases liberados de ingreso al Estadio Nacional para éste y para todos los eventos futuros.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Señor diputado, no le corresponde a la Mesa resolver el tema que ha planteado. Esa materia es de competencia exclusiva de la Comisión de Régimen Interno, en la cual están representadas todas las bancadas. No obstante, haremos llegar a esa comisión la inquietud manifestada por su señoría.


En el tiempo del Comité Demócrata Cristiano, tiene la palabra el diputado señor 
Rodolfo Seguel.


El señor SEGUEL.- Señor Presidente, previo a mi intervención, quiero responder a las afirmaciones vertidas por mi amigo 
Manuel Rojas, que me llamaron mucho la atención.


Desde hace mucho tiempo dejé de ir a los estadios por la violencia que ahí se origina. Por eso, siempre obsequio las entradas. No obstante, las dos veces que he ido durante estos últimos cuatro años, a los que más he visto en la tribuna parlamentaria ha sido a los diputados y senadores de la UDI. Incluso, en el último partido jugado por Chile, el lugar estaba lleno de parlamentarios de la UDI. Entonces, es un poco incongruente lo que él señala. ¿Entregaron o no entregaron las entradas? ¿Pagan o no pagan su entrada?


Si se va a hacer un gesto en ese sentido, deben hacerlo todas las bancadas. No es bueno tratar de lucirse independientemente. Sé que el diputado Manuel Rojas es un hombre del deporte y es muy inteligente en esa materia, pero le pido que no se meta en este tema, porque hay opiniones distintas y hay que respetarlas. Además, insisto, sus colegas de la UDI son los que más van al estadio.

SUMARIO ADMINISTRATIVO A GUARDAESPALDA DE MANUEL CONTRERAS E INFORMACIÓN SOBRE PERSONAL DEL EJÉRCITO DESTINADO A ESAS FUNCIONES. Oficios.


El señor SEGUEL.- Señor Presidente, ayer, a través de la televisión, los chilenos fuimos obligados a recordar lo más oscuro y repugnante de la dictadura militar. En efecto, el reo rematado por homicidio, el delincuente llamado Manuel Contreras, en una de sus tantas concurrencias a los tribunales de justicia -recordemos que desde hace muchos años debe asistir a ellos-, fue acompañado por un matón, de nombre Giordi Navarro Silva, de cuarenta y nueve años de edad, quien lamentablemente resultó ser miembro activo del Ejército. Vimos con estupor cómo miembros activos de las Fuerzas Armadas que acompañaban al delincuente Contreras golpeaban a diestro y siniestro a los periodistas, algunos de los cuales, en tiempos de la dictadura, también fueron golpeados de esa forma y, otros, asesinados. Si lo hacen a catorce años de recuperada la democracia, significa que queda un resabio de la dictadura y que nuestro Ejército de Chile -espero en Dios que no sea así- sigue criando a estos pequeños animales, brutos, que tratan de esa forma a los periodistas chilenos, que son los que han denunciado todas las irregularidades cometidas en el país, tanto en el pasado como en el presente, y que lo seguirán haciendo en el futuro.

He querido intervenir para manifestar mi respaldo y mi solidaridad a todos los periodistas de tribunales por lo que ha sucedido. También expresar al Colegio de Periodistas de Chile, presidido por el señor Alejandro Guillier, mi respeto y admiración. Tengo entendido que uno de los agredidos fuertemente fue un periodista de Radio Cooperativa, que usaba lentes. Seguramente el matón a que me he referido va camino a ser un delincuente como Manuel Contreras. Espero que esas cosas puedan cambiar.


Por esa razón, solicito que se oficie a la ministra de Defensa para que ordene un sumario administrativo respecto del individuo que vimos, ayer en las pantallas de televisión y hoy en los diarios, golpeando a los reporteros de tribunales.


Asimismo, que nos informe cuántos funcionarios de las Fuerzas Armadas están sir-



viendo de guardaespaldas a delincuentes que fueron miembros del Ejército, como es el caso de Manuel Contreras y de otro peor, que está preso, de apellido Corbalán, que es lo mismo que decir sangre. 


Además, solicito que se oficie al ministro de Justicia para que instruya a Gendarmería a fin de que cumpla, con mayor rigor, el resguardo de los citados a los tribunales, si es que se requiere. Ésa es una atribución exclusiva de Gendarmería. ¿Cómo es posible que entre un matón, un delincuente, que probablemente portaba hasta un arma, al interior de los tribunales de justicia y que se ponga a dar ordenes a los funcionarios de Gendarmería? Ayer vimos en la televisión que ese personal se retiraba hacia atrás y dejaba todo el espacio al criminal Manuel Contreras y al matón que llevaba a su lado para que hicieran y deshicieran, golpeando a los periodistas. Gendarmería no puede estar subordinada a otra institución ni menos a delincuentes y a matones. Es una vergüenza lo que sucedió ayer. No queremos ver más a Gendarmería ser obediente a los mandatos de extraños al interior de los tribunales de justicia.


Espero que los oficios sean enviados y recibir una pronta respuesta.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de la diputada señora Ximena Vidal y de los diputados señores 
Enrique Jaramillo, Waldo Mora, Jaime 
Quintana, José Miguel Ortiz y de quien habla.
ELIMINACIÓN DE SUBSIDIOS A EXPORTACIONES DE PRODUCTOS AGRÍCOLAS. Oficios.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- En el tiempo del Comité de la Democracia Cristiana, tiene la palabra el diputado Sergio Ojeda.


El señor OJEDA.- Señor Presidente, la Organización Mundial del Comercio acaba de sellar un compromiso, por el cual se eliminan los subsidios a las exportaciones de los productos agrícolas y se reducen las subvenciones internas para producir esos bienes. Sabemos del efecto negativo que esos subsidios han tenido en nuestra producción agrícola, sobre todo en la lechera. Estos verdaderos pagos que los gobiernos de países desarrollados hacen a sus exportadores han provocados graves distorsiones en el precio de la leche en nuestro país, lo que llevó a la ruina a muchos productores nacionales.


Acudimos a la Fiscalía Nacional Económica y a la comisión nacional encargada de investigar la existencia de distorsiones en el precio de las mercaderías importadas a fin de lograr que se terminen esos subsidios. Pero como los países que subsidian forman parte de los acuerdos y también integran la Organización Mundial del Comercio, a la cual pertenecemos, poco y nada logramos. Por eso, esta noticia nos alegra y nos hace pensar en un futuro bastante auspicioso.


Esta noticia es muy buena si se considera que son aproximadamente 300 mil millones de dólares lo que pagan los países por concepto de subsidios. Por ejemplo, Estados Unidos gasta alrededor de 19 mil millones de dólares; Japón, 30 mil millones de dólares, y la Unión Europea, 60 mil millones de dólares. Es la práctica de los países ricos sobre los países pobres o en vías de desarrollo.


Es un momento histórico para la Organización Mundial del Comercio. Así lo señaló su director general, señor Supachai Panitchpakdi. En tanto, nosotros decimos que es una decisión relevante para el destino de los productores y bienes agrícolas nacionales.


Se cree que 140 millones de personas dejarán de ser pobres en 2015, si finalmente se suscribe el acuerdo. Los 147 miembros de la OMC llegaron a la conclusión de que esto es necesario para, posteriormente, suscribir el convenio.


Esperamos una rápida resolución. Por eso, queremos que se le dé carácter de suma urgencia, para evitar que se siga dañando y menoscabando a los agricultores del sur de Chile. 


El convenio tiene sentido si estos países se ponen de acuerdo lo más rápidamente posible y se concreta la decisión adoptada sólo hace dos días.


Por lo tanto, pido oficiar a los ministros de Relaciones Exteriores y de Agricultura a fin de que nuestro país sea un actor clave y relevante en las negociaciones que permitan destrabar los acuerdos de la Ronda de Doha, de la OMC, para que la eliminación de subsidios sea efectiva a la brevedad posible y nos liberemos de estos vicios que tanto han afectado a la economía nacional, sobre todo a nuestros agricultores.


He dicho.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de la diputada señora Ximena Vidal y de los diputados señores Enrique Jaramillo, Carlos Kuschel y de quien habla.

SATISFACCIÓN DE LAS DEMANDAS Y NECESIDADES DE LOS PUEBLOS ORIGINARIOS DE LA DÉCIMA REGIÓN. Oficios.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- En el tiempo del Comité del Partido por la Democracia, tiene la palabra el diputado señor Enrique Jaramillo.


El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, durante la pasada semana distrital, en la ciudad de La Unión, trabajé junto con una comitiva integrada por miembros del consejo de loncos de la provincia de Valdivia, quienes me solicitaron que informara a esta Cámara las propuestas, demandas y acciones que quieren emprender en favor de sus respectivas comunidades. En la reunión también estuvo presente el jefe del Serplac de la Gobernación de Valdivia, señor Pablo Agüero.


Desde el inicio de mi mandato, entendí que representar el pensamiento, los anhelos y sueños del pueblo huilliche de la Décima Región, en especial de la provincia de Valdivia, era un deber ineludible, tanto desde el punto de vista político como ético. No se puede permanecer indiferente ante el sufrimiento de un pueblo que a lo largo de casi quinientos años ha sido víctima de toda clase de atropellos por parte de conquistadores que en su momento fueron calificados de civilizados.


Con los loncos realizamos evaluaciones comunes de la situación actual de las comunidades, sobre todo respecto del estado de las políticas públicas orientadas a la población indígena en Chile, poniendo especial énfasis en la necesidad de reformar de manera profunda la forma en que se están articulando los esfuerzos para generar una mínima satisfacción de sus demandas, las más sentidas, que tienen que ver, en primer lugar, con el respeto a sus tradiciones, la recuperación de sus tierras y, sobre todo, con la generación de verdaderas oportunidades de progreso para las familias mapuches del sur de Chile.


Hoy, cuando se ejecuta el millonario programa Orígenes, que ha significado comprometer recursos públicos y el crédito internacional del Estado ante el Banco Interamericano de Desarrollo, no puedo permanecer en silencio sobre todo si se considera el reclamo de las comunidades y sus dirigentes por la forma en que se lleva a cabo ese programa, muchas veces, a través de organizaciones no gubernamentales que carecen de la preparación profesional y del conocimiento suficiente sobre el pueblo mapuche, sus problemáticas, las situaciones más urgentes, etcétera. 


Los loncos también me han hecho presente su molestia porque no se respetan sus estructuras tradicionales de representación política. Como consejo de loncos, son pasados a llevar por la Conadi, que se ha transformado en una instancia burocratizada y politizada en la que ciertos partidos políticos se reparten las consejerías, dejando a un lado la representación natural que nace de los liderazgos al interior de las comunidades. 


Hemos concordado en que la Conadi debe ser capaz de renovarse en sus estructuras, en sus propuestas y en sus formas de trabajo, pues ellos no reconocen en su sola creación un esfuerzo, aunque antes no se había visto. Ellos entienden eso, pero no entienden el no ser considerados. 


Esta compleja realidad la están viviendo los pueblos originarios del sur de Chile.


La fiscalización, que comenzamos en base a lo que debe ser la Conadi, tiene que ser entendida y atendida por el Ejecutivo. 


Por eso, solicito oficiar al ministro de Mideplan, al subsecretario de ese ministerio, al director nacional de Conadi y al director nacional del programa Orígenes a fin de que consideren en sus planes de trabajo la formalización de las relaciones institucionales con los representantes naturales de las comunidades y, en especial, con los consejos de loncos existentes en el territorio mapuche.


Asimismo, agradezco la confianza depositada en mí por tan importante y representativo consejo, y me comprometo formalmente a seguir impulsando un trabajo mancomunado con ellos, en favor del progreso y bienestar de las queridas comunidades huilliches de la Décima Región y, sin duda, del país.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión del diputado señor José Miguel Ortiz, la diputada señora Ximena Vidal, y quien habla.

IMPLEMENTACIÓN DE MEDIDAS DE SEGURIDAD EN SEDES DIPLOMÁTICAS EN EL EXTERIOR. Oficios.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra la diputada señora Ximena Vidal.


La señora VIDAL (doña Ximena).- 
Señor Presidente, durante la semana distrital pasada fuimos testigos, una vez más, de lo vulnerable que es la vida humana. 


Ante la dramática y dolorosa situación vivida en Costa Rica, donde fallecieron tres funcionarios diplomáticos chilenos, no puedo menos que expresar mi solidaridad y mis condolencias a las familias del primer secretario de la sede diplomática, don Roberto Nieto; del cónsul en San José, don Christian Yusef, y de la secretaria, doña Rocío Sariego.


Pero, ante hechos tan trágicos y lamentables como los ocurridos en ese país, no podemos quedarnos sin buscar mejores herramientas de prevención. Es obligación del Estado entregar la protección necesaria a todos los chilenos, sobre todo si ellos nos representan en otros países. 


En los últimos días hemos podido presenciar la preocupación de diplomáticos chilenos, quienes, agrupados en la Asociación de Funcionarios Diplomáticos de Carrera, hicieron llegar una carta a la ministra de Relaciones Exteriores, a través de la cual pidieron mayor seguridad en las misiones chilenas en el exterior, así como la revisión de lo que ocurre con las familias de quienes pueden morir o sufrir accidentes en el cumplimiento de sus tareas en el extranjero. 


Su preocupación no es desmedida. De hecho, la historia indica que en los últimos cuarenta años, al menos 12 funcionarios diplomáticos han fallecido estando en servicio en el exterior. ¡Cómo olvidar lo ocurrido en Panamá, en 1985, cuando el policía encargado de proteger la delegación ingresó a 



la embajada y disparó en contra del primer secretario, señor Raimundo Barros, y del segundo secretario, señor Miguel Ángel González, o la dramática experiencia ocurrida en las oficinas de la Embajada en Caracas, donde fallecieron el embajador, señor Carlos de Costa Nora, y otros nueve chilenos! Más allá de las cifras, perdemos vidas humanas.


Sabemos que existe plena voluntad de la Cancillería para estudiar y evaluar los procedimientos de seguridad con que cuentan nuestras embajadas. Pero, al esgrimir el argumento de que la seguridad de las delegaciones es responsabilidad de los países en que se encuentran, quedamos con la sensación de que no hacemos lo suficiente. Es fundamental que se evalúe periódicamente la seguridad, independientemente de que dependa de los países en que se encuentran nuestras misiones, porque el desafío global nos lo impone urgentemente. Es importante reforzar las dotaciones y el trabajo de coordinación entre las policías chilenas y las del país que corresponda.


Como país, nuestro deber es garantizar la seguridad de todos los ciudadanos. Es urgente realizar un análisis de la situación de seguridad y una modificación o implementación de los procedimientos que sean necesarios a fin de entregar la protección adecuada a nuestros compatriotas.


Por ello, solicito que se oficie a los ministros del Interior y de Relaciones Exteriores a fin de que informen sobre la factibilidad de destinar recursos para contar con policías nacionales en las misiones chilenas en el extranjero o implementar en forma urgente otras medidas de seguridad para proteger a nuestros diplomáticos. Asimismo, que informen sobre las medidas ya adoptadas en nuestras representaciones diplomáticas en esta aldea global que habitamos en este siglo XXI.


He dicho.



El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados señores Carlos Kuschel, Arturo Longton, Francisco Bayo, Enrique Jaramillo y de quien habla.

INFORMACIÓN SOBRE MEDIDAS DEL SENAME PARA REPARAR DAÑO A JARDÍN INFANTIL DE LA QUINTA REGIÓN. Oficios.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
En el tiempo del Comité de Renovación Nacional, tiene la palabra el diputado señor Arturo Longton.


El señor LONGTON.- Señor Presidente, el 2 de marzo del presente año la Quinta región fue informada de una noticia que la impactó profundamente. Se hacían cargos, no menores, al personal del prestigioso jardín infantil Charlie Brown, que ha prestado servicio durante 24 años a la comunidad de Viña del Mar y de sus alrededores, por la ocurrencia de varios casos de abusos deshonestos en contra de menores por parte de algunas tías de dicho establecimiento. La noticia fue muy difundida por el director regional del Servicio Nacional de Menores, Sename, señor Alex Hernández Olivares, quien convocó a la prensa para dicho efecto.


De acuerdo con la información existente, él no buscó los antecedentes ni tuvo la información suficiente para avalar cargos tan graves como los que se imputaban, puesto que la directora del jardín, señora Cecilia González, el 17 de enero, después de recibir la denuncia de un apoderado, puso a disposición de la justicia los antecedentes. Sin embargo, la fiscalía determinó archivar provisoriamente la investigación por no contar con los antecedentes necesarios. Obviamente, no había niños abusados ni tías abusadoras en el jardín infantil.


¿Cómo es posible que un funcionario público acuse, con nombres y apellidos, a dos funcionarias del jardín infantil de abusadoras y de delitos tan horribles, en circunstancias de que hasta la fecha jamás ha tomado contacto con su directora? Es decir, sólo de oídas, dio crédito en forma inmediata a la denuncia.


Concluida la investigación hecha por la fiscalía, el señor Hernández, director regional del Sename, no convocó a la prensa para señalar que se había equivocado o que no había antecedentes suficientes para avalar tales denuncias, ni menos aún para ofrecer sus disculpas a la directora y a las inculpadas ni para dar una explicación a los apoderados que estaban alarmados ante tal denuncia.


La directora del jardín infantil, quien se encuentra en las tribunas, no ha sido escuchada ni atendida por ninguna autoridad del Sename, a pesar de que las ha llamado y hecho los contactos necesarios para reunirse con ellas. Es decir, no ha sido recibida por el señor Hernández ni por la señora Delia del Gatto, directora nacional del Servicio Nacional de Menores.


Como se trata de una grave acusación que quedó dilucidada por los tribunales de justicia -no obstante, la confianza de la directora es débil, pende de un hilo, y se siente afectada por esta situación-, en mi condición de diputado por esta zona pido que se oficie a la directora nacional del Servicio Nacional de Menores, señora Delia del Gatto, a fin de darle a conocer estos hechos y saber qué medidas tomará al respecto, y al director regional del Sename, señor Alex Hernández, para que explique lo ocurrido y señale las medidas que tomará para mitigar el daño provocado a ese prestigioso jardín infantil. Asimismo, pido que se envíe copia de este último oficio a la Contraloría Regional.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia del texto de su intervención, con la adhesión de la diputada señora Ximena Vidal y de los diputados señores Francisco Bayo y Carlos Ignacio Kuschel.

INVESTIGACIÓN SOBRE DISTRIBUCIÓN DE RECURSOS DEL FONDART EN LA NOVENA REGIÓN DE LA ARAUCANÍA. Oficios.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Francisco Bayo.


El señor BAYO.- Señor Presidente, en esta oportunidad, me referiré a un problema relacionado con la cultura, que nos preocupa mucho en la región de La Araucanía, especialmente, en la provincia de Malleco, la más atrasada del país.


El Consejo Nacional de la Cultura y de las Artes, creado mediante la ley Nº 19.891, tiene entre sus objetivos apoyar el desarrollo de las artes y la difusión de la cultura, por supuesto, con preferencia de las zonas habitadas por representantes de nuestros pueblos originarios a fin de preservar y desarrollar su arte y su cultura.


De acuerdo a lo informado por el ministro de la Cultura, señor José Weinstein, el Fondo Nacional de Desarrollo Cultural destinó para este año alrededor de 5 mil millones de pesos, de los cuales 2.433 son de asignación nacional y 2.466 millones para asignación regional.


En la Novena Región, hace un par de semanas, se conocieron los resultados relacionados con la distribución de estos fondos para este año: se asignaron 160 millones de pesos a 51 proyectos de la zona, pero hay fuertes críticas por la forma en que se hizo. En mis manos tengo copia de diversas publicaciones que hablan de escándalo regional. Por ejemplo, uno de los titulares señala que los artistas supieron cinco días antes los resultados del Fondart.


En La Araucanía se presentaron 33 iniciativas, pero se seleccionaron sólo cuatro proyectos del área de desarrollo de culturas indígenas. Se habían asignado 43 millones de pesos para esas iniciativas ligadas al desarrollo de culturas indígenas; sin embargo, los cuatro proyectos aprobados suman sólo 12 millones 900 mil pesos. ¿Por qué no se asignaron los recursos restantes? ¿Qué deben esperar los otros proyectos?


Además, los miembros del directorio del Consejo Regional de la Cultura y las Artes de La Araucanía no se hicieron responsables; es más, reprueban los resultados del concurso Fondart 2004, ya que después del cambio de directora no fueron considerados ni integrados al trabajo. Esta situación la hicieron presente públicamente en una manifestación realizada frente a la Intendencia regional. Además, denunciaron irregularidades relacionadas con la forma en que había actuado el jurado regional, pues de sus cinco integrantes sólo participaron tres.


En general, se cometieron varias irregularidades.


Se filtró información hacia los postulantes. De hecho, mucho antes de que se conocieran los resultados había gente que ya sabía a quienes serían asignados los recursos.


Se hizo una denuncia formal en contra de un funcionario del Consejo Regional de la Cultura y las Artes de La Araucanía, don Hugo Alister Ulloa, quien prestó asesoría por medio de una empresa consultora de su propiedad, Cagten, a varios proyectos Fondart, cobrando por ello. A ese funcionario, que continúa en su cargo, se le está instruyendo un sumario, pero aún no se sabe qué pasa con él.


A la provincia de Malleco se le asignaron sólo diez proyectos y a la provincia de Cautín 41. ¿Dónde están los criterios de descentralización?


Dentro de la adjudicación de algunos proyectos no se consideró para nada el respeto por las normas reglamentarias vigentes. Al respecto podría mencionar varios casos.


Sin mayores antecedentes y en forma abrupta, se cambió a la directora regional, doña Verónica Marchant, de reconocidos antecedentes culturales y aceptada por sus pares. En su reemplazo se nombró a una dama -me parece que es docente- de gran calidad humana, pero muy cuestionada por el mundo de la cultura.


Como parlamentario por el distrito 48 -me encuentro muy preocupado por esta situación, porque me parece que atenta contra lo que todos queremos para nuestro país-, solicito que se oficie al contralor general de la República a fin de que ordene instruir una investigación en el Consejo Regional de la Cultura y las Artes de La Araucanía relacionada con los hechos denunciados, con su funcionamiento y con la adjudicación de los recursos del Fondart en dicha región. Asimismo, que se oficie al señor José Weinstein, ministro de Cultura, a fin de que ordene instruir un sumario en los mismos términos, pero respecto de los funcionarios del nivel central. Además, que a dichos oficios se adjunte copia de una publicación hecha por consejeros regionales de este fondo, responsables del buen uso los recursos, a través de un medio electrónico, en la que dan a conocer su visión sobre estos hechos.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia de su intervención y de la publicación a la que ha hecho mención, con la adhesión del diputado Carlos Kuschel.

MEJORAMIENTO DE CAMINO ENTRE PUERTO MONTT Y PARGUA. Oficios.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Carlos Kuschel.


El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, sólo para reiterar, por tercera o cuarta vez, una solicitud al Ministerio de Obras Públi-



cas para que se mejoren las condiciones de la carretera que une Puerto Montt con Pargua, de aproximadamente 58 kilómetros.


En esa zona ha aumentado la inversión privada en construcción de industrias y apoyo de servicios. También se han efectuado proyectos de parcelaciones y de viviendas, lo que hace que el sector esté adquiriendo características semindustriales. A la salida de Puerto Montt, entre esa ciudad y Alto Bonito, la población está llegando hasta la carretera, razón por la cual se requieren vías de servicio.


Por ello, solicito que se oficie a los ministros de Obras Públicas, de Vivienda y Bienes Nacionales y del Interior a fin de comunicarles la conveniencia de efectuar cuanto antes la construcción de vías de servicio, reforzar la carretera o, eventualmente, construir una doble vía.


Hago extensivo el oficio al ministro del Interior, porque en los últimos siete años y medio han fallecido más de cuarenta personas. Sin ir más lejos, este fin de semana acaba de fallecer una guagüita y cuatro personas quedaron heridas de gravedad como consecuencia de un choque entre un bus y un camión cargado de animales.


Pido que se envíen estos oficios a fin de que, antes de que sigan ocurriendo tragedias, se proceda a mejorar las condiciones de la carretera mencionada.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, adjuntando copia de su intervención, con la adhesión de los diputados señores Francisco Bayo y Carlos Hidalgo.


Por haber cumplido con su objetivo, se levanta la sesión.


-Se levantó la sesión a las 14.42 horas.

JORGE VERDUGO NARANJO,
Jefe de la Redacción de Sesiones.

IX. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de vuestra Excelencia que he resuelto retirar la urgencia para el despacho del proyecto de ley sobre evaluación docente. (boletín Nº 3404-04).


Al mismo tiempo y en uso de la facultad que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, para el proyecto de ley antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; EDUARDO 
DOCKENDORFF VALLEJOS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

2.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de vuestra Excelencia que he resuelto retirar la urgencia para el despacho del proyecto de ley que crea los Tribunales de Familia. (boletín Nº 2118-18).


Al mismo tiempo y en uso de la facultad que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, para el proyecto de ley antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; EDUARDO 
DOCKENDORFF VALLEJOS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

3.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de vuestra Excelencia que he resuelto retirar la 
urgencia para el despacho del proyecto de ley que introducemodificacionales al sistema previsional aplicable al personal de las instituciones de Carabineros de Chile, Policía de Investigaciones y Gendarmería de Chile. (boletín Nº 3394-02).


Al mismo tiempo y en uso de la facultad que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, para el proyecto de ley antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; EDUARDO 
DOCKENDORFF VALLEJOS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

4.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho del proyecto de ley que modifica el régimen de jornada escolar completa diurna y otros cuerpos legales, observacionees de S.E. el Presidente de la República. (boletín Nº 2853-04).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; EDUARDO 
DOCKENDORFF VALLEJOS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

5.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley iniciado en moción que establece como obligación la declaración jurada patrimonial de bienes a las autoridades que ejercen una función pública. (boletín Nº 2394-07).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; EDUARDO 
DOCKENDORFF VALLEJOS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

6.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En respuesta a su oficio Nº 5065, de fecha 22 de julio de 2004, tengo a bien manifestar a vuestra Excelencia que he resuelto no hacer uso de la facultad que me confiere el inciso primero del artículo 70 de la Constitución Política de la República, respecto del proyecto de ley sobre el Sistema de Inteligencia del Estado y crea la Agencia Nacional de Inteligencia. (boletín Nº 2811-02).


En consecuencia, devuelvo a vuestra Excelencia el citado oficio de esa honorable Cámara de Diputados, para los efectos de su envío al Tribunal Constitucional.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; EDUARDO 
DOCKENDORFF VALLEJOS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

7.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de vuestra Excelencia que he resuelto retirar la urgencia para el despacho del proyecto de ley que concede beneficios a condenados o procesados por infracciones a la legislación antiterrorista y a otras disposiciones penales relativas a la violencia con móviles políticos. (boletín Nº 3134-07).


Al mismo tiempo y en uso de la facultad que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, para el proyecto de ley antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “discusión inmediata”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; EDUARDO 
DOCKENDORFF VALLEJOS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

8.
Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana sobre el proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo de Cooperación para la Promoción de la Ciencia y la Tecnología Nucleares en América Latina y El Caribe”, adoptado en Viena, el 25 de septiembre de 1998. (boletín Nº 3569-10)

“Honorable Cámara: 


La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana informa sobre el proyecto de acuerdo indicado en el epígrafe, sometido a la consideración de la honorable Corporación, en primer trámite constitucional y sin urgencia, con el objeto de aprobar el tratado internacional denominado “Acuerdo Regional de Cooperación para la Promoción de la Ciencia y la Tecnología Nucleares en América Latina y el Caribe”, conocido por su sigla “Arcal”, conforme lo dispuesto por EL Nº 2 de su artículo I, mediante el cual los Estados Parte del Organismo Internacional de Energía Atómica (Oiea) se comprometen a través de sus instituciones nacionales competentes a propiciar, fomentar, coordinar y ejecutar acciones de cooperación para la capacitación, la investigación, el desarrollo y las aplicaciones de la ciencia y tecnología nucleares en la Región.

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS: QUÓRUM DE LEY COMÚN PARA SANCIONAR, SIN CONOCIMIENTO DE LA HONORABLE COMISIÓN DE HACIENDA Y DESIGNACIÓN DE DIPUTADO INFORMANTE.

Para los efectos reglamentarios correspondientes se hace constar que este instrumento internacional no contiene disposiciones que requieran quórum especial para su aprobación por la honorable Cámara, y no es necesario que sea conocido por la honorable Comisión de Hacienda.


Diputado informante fue designado, por unanimidad, el honorable diputado Francisco Bayo Veloso.

II. ANTECEDENTES GENERALES.

1)
El Oiea es el organismo especializado de las Naciones Unidas en el fomento de la utilización de la energía nuclear con fines pacíficos, en el marco de los esfuerzos nacionales y regionales por favorecer un desarrollo económico y social sostenible.


Chile es Estado Miembro del Oiea y su Estatuto, concertado en Nueva York, el 26 de octubre de 1956, ha sido incorporado al orden interno mediante el decreto supremo del Ministerio de Relaciones Exteriores Nº 544, de 1960; publicado en el Diario Oficial del 20 de octubre de 1960.

2)
El mensaje señala que en los últimos años, los proyectos regionales de cooperación técnica promovidos por el Oiea han ido adquiriendo cada vez mayor importancia en América Latina y el Caribe, en particular en aquellas esferas de interés común, tales como la información nuclear, protección radiológica, salud humana, agricultura, hidrología e industria. Esta circunstancia, entre otras razones, motivó a los Estados participantes en el programa Arcal a propiciar su fortalecimiento a través de la conclusión de un acuerdo intergubernamental, en el que los Gobiernos se comprometen a participar más directamente en la ejecución de los proyectos de cooperación conjunta que las Partes acuerden realizar con el patrocinio del Oiea.


Agrega el mensaje, que a diferencia de los arreglos tradicionales concertados al amparo del Oiea, como Arcal, el acuerdo en trámite institucionaliza en órganos permanentes las reuniones periódicas contempladas en los primeros, lo que permite una mayor continuidad al seguimiento de los proyectos.


Por último, indica que la participación de Chile en este nuevo acuerdo internacional no representa un desembolso adicional de recursos financieros, por cuanto se entiende que el aporte que los Estados hacen normalmente al Programa de Cooperación Técnica en el marco del Oiea es la contribución debida a la aplicación de este Acuerdo.

3.
Conforme a la ley Nº 18.302, sobre Seguridad Nuclear, corresponde a la Comisión Chilena de Energía Nuclear y al Ministerio de Minería, en su caso, ocuparse del cumplimiento de los acuerdos o convenciones internacionales sobre la materia en que Chile sea estado Parte, entre los que se deben considerar los acuerdos de cooperación técnica adoptados en el Oiea.

III. RESEÑA DEL CONTENIDO NORMATIVO DEL ACUERDO INTERNACIONAL EN TRÁMITE.


Este instrumento consta de un preámbulo y XIII artículos, cuyo contenido, en lo sustancial, se pasa a reseñar.


En el preámbulo los Estados Parte reconocen la importancia de la cooperación internacional para la promoción de la ciencia y tecnología nucleares y su utilización con fines pacíficos, particularmente la que impulsa que el Oiea entre sus Estados Miembros a través de la aplicación del concepto de “Asociados para el Desarrollo”, deciden con el patrocinio del Organismo celebrar este Acuerdo Regional.


En el articulado se regulan, principalmente, la estructura orgánica que se crea para el cumplimiento de Arcal; los compromisos que con tal objeto contraen los Estados Parte y el Oiea.

A)
La estructura orgánica que velará por la aplicación de Arcal.


A nivel intergubernamental, el “Órgano de Representantes de Arcal”, conocido por su sigla “ORA”, será el máximo cuerpo decisorio del Acuerdo, integrado por los Representantes Permanentes de cada Estado Parte, quienes se reunirán, al menos, una vez al año, para:


-Establecer las políticas, directrices y estrategias de Arcal; las normas jurídicas necesarias para la consecución de los objetivos del Acuerdo, incluido el Manual de Procedimientos para Arcal y las disposiciones financieras del Oiea;


-Examinar y aprobar anualmente los programas y proyectos de Arcal, incluyendo sus respectivas asignaciones de recursos, sometidos a su consideración por el Órgano de Coordinación Técnica de Arcal”, también denominado por su sigla Octa, y


-Fijar las relaciones de Arcal con Estados no Parte, otros organismos internacionales, organizaciones no gubernamentales y el sector privado (artículos II).


A nivel local, cada Estado designará un funcionario de rango superior para que con el título de “Coordinador Nacional” integre el Órgano de Coordinación Técnica del Arcal, cuya sigla será “Octa”, cuyas funciones serán, principalmente, ejecutoras de las decisiones del ORA y asesorar a éste en los aspectos técnicos de Arcal (artículo III).

B)
Los compromisos que contraen los Estados Parte de Arcal.

1.
El de coadyuvar a la debida ejecución de Arcal mediante la contribución de recursos financieros y/o en especie;

2.
A la puesta a disposición de instalaciones, equipos, materiales y conocimiento que se encuentren bajo su jurisdicción y que resulten pertinentes;

3.
A facilitar en su territorio, conforme a su orden jurídico interno, las actividades del personal designado por otro Estado Parte o por el Oiea para participar en un proyecto de Arcal;

4.
A presentar al Octa, a través del Oiea, un informe anual sobre el grado de ejecución del mismo, y

5.
A aplicar, conforme a su orden jurídico interno, las normas y reglamentos de seguridad de Organismo durante todo el tiempo que demande la ejecución del mismo (artículo IV).

C)
Los compromisos del Oiea.

1.
El de apoyar, según su disponibilidad de recursos, los programas y proyectos de Arcal, según los principios, normas y procedimientos propios de su cooperación técnica;

2.
El de desempeñar las funciones de Secretaría de Arcal, para lo cual coordinará las acciones entre los Estados Parte; asignará las contribuciones hechas por los Estados Parte y donantes externos entre los proyectos de Arcal; preparará el Plan de Actividades anuales; prestará apoyo administrativo a las reuniones del ORA y del Octa; preparará un informe anual sobre la ejecución de los programas y proyectos de Arcal, y proporcionará el apoyo administrativo al seguimiento de dichos proyectos (artículo V).

D)
Otros aspectos regulados por Arcal.


En primer término, se libera de responsabilidad civil al Oiea, a los Estados no Parte, a otros organismos internacionales, intergubernamentales o no gubernamentales, y al sector privado, por la ejecución segura de los proyectos y programas Arcal (artículo VI);


Enseguida, cada Estado Parte se compromete a utilizar, con fines exclusivamente pacíficos, la asistencia técnica que reciba en conformidad a Arcal, y a guardar la confidencialidad de la información que reciba con motivo de su participación en un proyecto Arcal (artículos VII y VIII).


Las cláusulas finales se refieren a la solución pacífica de las controversias que se originen por la interpretación o aplicación de Arcal; a la firma y adhesión de este Acuerdo, abierta a todos los Estados Miembros del Oiea pertenecientes a la región de América Latina y el Caribe; a su ratificación y a su depositario: el Director General del Oiea; a su vigencia, que se producirá después del depósito del décimo instrumento de ratificación y se mantendrá por un período de diez años, prorrogable por cinco años si los Estados Parte lo acuerdan, y a su denuncia (artículos IX a XII).


Informaciones proporcionadas por la Comisión Chilena de Energía Nuclear indican que este acuerdo internacional ha sido ratificado por Argentina, Costa Rica, Cuba, Ecuador, El Salvador, México, Panamá. Perú y Venezuela, y suscrito por Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Guatemala, Nicaragua, Paraguay, República Dominicana y Uruguay.


Finalmente, el acuerdo permite que los Estados de la Región que a su firma o adhesión estén participando en actividades de Arcal, puedan seguir haciéndolo durante el período necesario para adquirir la calidad de Estado Parte, el que no podrá exceder de los cinco años (artículo XIII).

IV. DECISIONES DE LA COMISIÓN.

A)
Personas escuchadas por la Comisión.


La Comisión escuchó a la Directora Ejecutiva de la Comisión Chilena de Energía Nuclear, señora Loreto Villanueva, y al Asesor Jurídico de la misma Comisión, abogado señor Luis Frangini.


La Directora Ejecutiva de la Comisión Chilena de Energía Nuclear informó que este acuerdo internacional es el resultado de una negociación que se llevó a cabo entre la Secretaría Técnica del Oiea y los 19 Estado de la Región participantes en los denominados Acuerdo Arcal, con lo cual se fortalece el programa de cooperación técnica del Oiea y se formaliza el compromiso de los Gobiernos de apoyar dicho programa.


Informó, además, que durante los últimos años los proyectos regionales de cooperación técnica promovidos por el Oiea han ido adquiriendo cada vez más importancia en América Latina y el Caribe y, en particular, en áreas de interés común, tales como información nuclear, protección radiológica, salud humana, agricultura, hidrología e industria.


Agregó que los proyectos Arcal han significado importantes aportes en especial en cuanto a capacitación de personal para diferentes instituciones del país. Señaló que además de la Comisión que dirige, han recibido esta capacitación el Hospital Clínico de la Universidad de Chile, el Hospital Clínico de la PUC, el Instituto del Cáncer, la Fundación Arturo López Pérez, el Hospital Regional de Valdivia, el Hospital San Juan de Dios, el Inta, la Universidad Austral, la Universidad de la Frontera y la Universidad de Chile.


Señaló que uno de los aspectos relevantes de Arcal es que ha permitido consolidar en la región redes de expertos en diferentes áreas y crear Centros Designados por Arcal reconocidos por el Oiea por sus capacidades de suministrar servicios analíticos, expertos y capacitación. 


Indicó que Chile cuenta con Centros Designados en Técnicas Analíticas Isotópicas, Radioisótopos y Radiofármacos, Técnicas Isotópicas en agricultura y en nutrición humana.


Por último, informó que los aportes valorados de los países, alcanzan actualmente al 50% del costo total del Programa. Que en recursos frescos aportan Ecuador, US$ 25.000; Nicaragua, US$ 1.000, y Chile, US$ 10.000. Que el aporte del Oiea, es de alrededor del 40%, y que para el bienio 2003-2004 alcanza a US$ 4.350.770.


El Asesor Jurídico de la Comisión Chilena de Energía Nuclear, sostuvo, respondiendo a consultas de los señores Diputados, que la legislación chilena no requiere mayores modificaciones para permitir la aplicación de este acuerdo internacional. No obstante, hace presente que en esa Comisión se encuentra en estudio un proyecto que apunta a modificar la legislación nacional en aspectos relativos al tránsito de naves portadoras de material radioactivo por aguas jurisdiccionales nacionales, conforme la autorización del país ribereño para el paso inocente por su mar territorial.


Frente a observaciones de los señores Diputados informó que con ocasión de la reciente presencia en Chile del portaviones Ronald Reagan, propulsado por energía nuclear, se efectuaron controles de radioactividad de las aguas donde estaba anclado, no habiéndose detectado problema alguno.


Por último, también respondiendo a consultas de los señores Diputados, manifestó que en Chile no se han registrado incidentes con naves nucleares comerciales o privadas; sólo incidentes menores con algunos instrumentos de medición utilizados en construcción de caminos, sustraídos, pero encontrados.

B)
Aprobación del proyecto de acuerdo.


Atendidos los antecedentes expuestos; considerando que los compromisos de Arcal permitirán formalizar y reforzar los vínculos de cooperación regional existente en el ámbito de los usos pacíficos de la energía nuclear, y visto que dichos compromisos se cumplirán conforme la legislación nacional lo permitan, sin imponer nuevas obligaciones financieras a los Estados Parte, la Comisión decidió, por unanimidad, recomendar a la honorable Cámara que preste su aprobación al artículo único del proyecto de acuerdo, con modificaciones formales de menor entidad que no se detallan por ser salvadas en el texto sustitutivo siguiente:


“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo de Cooperación para la Promoción de la Ciencia y la Tecnología Nucleares en América Latina y el Caribe”, adoptado en Viena, el 25 de septiembre de 1998.”.


Concurrieron a la unanimidad los votos de las honorables diputadas Isabel Allende Bussi (Presidenta de la Comisión) y Lily Pérez San Martín, y de los honorables diputados Francisco Bayo Veloso, Gonzalo Ibáñez Santa María, Carlos Abel Jarpa Wevar, Edgardo Riveros Marín y Edmundo Villouta Concha.

-o-


Discutido y despachado en sesión del 20 de julio de 2004, con asistencia de las honorables diputadas Isabel Allende Bussi (Presidenta de la Comisión) y Lily Pérez San Martín, y de los honorables diputados Francisco Bayo Veloso, Gonzalo Ibáñez Santa María, Carlos Abel Jarpa Wevar, Edgardo Riveros Marín y Edmundo Villouta Concha.


Sala de la Comisión, a 20 de julio de 2004.


(Fdo.): FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA, Abogado Secretario de la Comisión”.

9.
Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana sobre el proyecto de acuerdo que aprueba la “Convención sobre la pronta notificación de accidentes nucleares”, adoptada por la Conferencia General del Organismo Internacional de Energía Atómica, el 26 de septiembre de 1986. (boletín Nº 3571-10)

“Honorable Cámara: 


La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana informa sobre el proyecto de acuerdo indicado en el epígrafe, sometido a la consideración de la honorable Corporación, en primer trámite constitucional y sin urgencia, con el objeto de aprobar el tratado internacional denominado “Convención sobre la Pronta Notificación de Accidentes Nucleares”, adoptada por la Conferencia del Organismo Internacional de Energía Atómica (Oiea), con el objeto de fortalecer la cooperación internacional para el desarrollo y utilización sin riesgos de la energía nuclear mediante el establecimiento de un sistema de informaciones que los Estados deberán proporcionar, lo más pronto posible, sobre accidentes nucleares que se produzcan en su territorio, a fin de reducir al mínimo las consecuencias radiológicas transfronterizas (preámbulo de la Convención).

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS: QUÓRUM DE LEY COMÚN PARA SANCIONAR, SIN CONOCIMIENTO DE LA HONORABLE COMISIÓN DE HACIENDA Y DESIGNACIÓN DE DIPUTADO INFORMANTE.

Para los efectos reglamentarios correspondientes se hace constar que esta Convención no contiene disposiciones que requieran quórum especial para su aprobación por la honorable Cámara, y no es necesario que sea conocida por la honorable Comisión de Hacienda.


Diputado informante fue designado, por unanimidad, el honorable diputado Francisco Bayo Veloso.

II. ANTECEDENTES GENERALES.

1.
El Oiea es la organización internacional intergubernamental creada por las Naciones Unidas para promover la investigación, desarrollo y aplicación de la energía nuclear para usos pacíficos y seguros, reduciendo o eliminando los riesgos naturales o accidentales de su uso. Es como el Oiea tuvo una destacada intervención a raíz del accidente producido en la planta atómica de Chernobyl, en mayo de 1986, oportunidad en la que actuó como centro de informaciones y en la movilización internacional de expertos para enfrentar sus consecuencias.


Con tales propósitos, en el seno del Oiea se ha elaborado, en 1979, una Convención sobre la Protección Física de los Materiales Nucleares, mediante la cual se ha constituido un sistema de cooperación internacional para establecer medidas efectivas para la protección física de los materiales nucleares cuando dichos materiales sean objeto de utilización, almacenamiento, transporte nacional e internacional y transferencia de los mismos. De igual modo, dicha Convención tiende a prevenir los peligros que pueda plantear el uso o apoderamiento ilegal de los materiales nucleares e insta a que los Estados Partes adopten medidas apropiadas para asegurar la prevención, descubrimiento y castigo de los delitos que en tal ámbito puedan cometerse.


Posteriormente, en 1994, el Oiea aprobó la Convención sobre Seguridad Nuclear, cuyos objetivos son conseguir y mantener un alto grado de seguridad nuclear en todo el mundo a través de la cooperación internacional, incluida la cooperación técnica, necesaria para establecer y mantener defensas eficaces en las instalaciones nucleares contra los potenciales riesgos radiológicos y prevenir los accidentes con consecuencias radiológicas y mitigar éstas en caso de que se produjesen.


De ambas Convenciones nuestro país se ha hecho Estado Parte y las ha promulgado en el orden interno por decretos supremos del Ministerio de Relaciones Exteriores Nºs. 1121, de 1994, y 272, de 1997, respectivamente.


A mayor abundamiento, cabe señalar que Chile es Estado Miembro del Oiea y su Estatuto, concertado en Nueva York, el 26 de octubre de 1956, lo ha incorporado al orden interno mediante el decreto supremo del Ministerio de Relaciones Exteriores Nº 544, de 1960; publicado en el Diario Oficial del 20 de octubre de 1960.

2.
La Convención sobre la pronta notificación de accidentes nucleares viene a complementar las medidas de cooperación internacional frente a situaciones que ponen en riesgo la seguridad de la población y el medio ambiente. Este instrumento, aprobado por la Conferencia General del Oiea, en su reunión extraordinaria del 26 de septiembre de 1986, fue suscrito por Chile en igual fecha, y ya ha entrado en vigencia, el 27 de octubre del mismo año, después que tres Estados manifestaron su voluntad de obligarse definitivamente por sus disposiciones.

3.
En el orden normativo interno, la ley Nº 18.302, Ley de Seguridad Nuclear regula, por exigirlo el interés nacional, todas las actividades nacionales relacionadas con los usos pacíficos de la energía nuclear, con el objeto de proveer a la protección de la salud, la seguridad y el resguardo de las personas, los bienes y el medio ambiente y señala que corresponderán a la Comisión Chilena de Energía Nuclear y al Ministerio de Minería ocuparse de la regulación, supervisión, control y fiscalización de tales actividades, entre las que contempla, además, la función de asegurar el cumplimiento de los acuerdos o convenios internacionales sobre la materia en que Chile sea Estado Parte.

III. RESEÑA DEL CONTENIDO NORMATIVO DE LA CONVENCIÓN.


Este instrumento consta de diecisiete artículos.


Los diez primeros regulan aspectos sustantivos del régimen de pronta notificación de accidentes nucleares. En su comentario el número indicado entre paréntesis corresponde al del artículo respectivo.

a)
El ámbito de accidentes nucleares cubierto por la Convención (1). Se trata de aquellos relacionados con las instalaciones o actividades de un Estado Parte, o de personas o entidades jurídicas bajo su jurisdicción o control, que ocasione, o sea probable que ocasione, una liberación de material radiactivo, y que haya resultado, o pueda resultar, en una liberación transfronteriza internacional que pueda tener importancia, desde el punto de vista de la seguridad radiológica, para otro Estado.


El concepto de instalaciones o actividades abarca cualquier reactor nuclear, dondequiera que esté ubicado; cualquier instalación del ciclo del combustible nuclear; cualquier instalación de gestión de desechos radiactivos; el transporte y almacenamiento de combustibles nucleares o desechos radiactivos, y el empleo de radioisótopos con fines de generación de energía en objetos espaciales.


No obstante tal enumeración de accidentes, los Estados Partes podrán notificar cualquier otro distinto de los señalados (3).

b)
Los procedimientos de notificación e información que deberán observar los Estados Parte. Las notificaciones e informaciones sobre accidentes nucleares deberán hacerse o entregarse por conducto del Oiea, a los Estados que se vean o puedan verse físicamente afectados, y deberán indicar la naturaleza del accidente, el momento que en que se produjo y el lugar exacto (2).

c)
Las funciones de información inmediata a los Estados que cumplirá el Oiea (4).

d)
El contenido de la información relacionada con el accidente que los Estados deben proporcionar: momento, lugar, instalación o actividad involucrada, causa; liberación radiológica, condiciones meteorológicas o hidrológicas (5).

e)
La obligación de los Estados de acceder a las consultas solicitadas por un Estado Parte (6).

f)
La obligación de los Estados de designar las autoridades nacionales competentes para la transmisión y recepción de las notificaciones e informaciones a proporcionar (7).

g)
Las investigaciones que el Oiea podrá realizar sobre la viabilidad y el establecimiento de un sistema apropiado de vigilancia radiológica de las actividades nucleares de un Estado que tenga un activo programa nuclear pero que no sea Parte de la Convención y que sea limítrofe de un Estado Parte que no lleve a cabo actividades nucleares (8).

h)
La compatibilidad de este instrumento con los acuerdos bilaterales y multilaterales celebrados o que celebren los Estados Parte en materias de la Convención (artículos 9 y 10).


Los últimos siete artículos se refieren a los aspectos procesales propios de todo tratado multilateral. Entre éstos se dispone que para la solución de controversias que se originen por la interpretación o aplicación de la Convención los Estados Parte recurrirán a consultas o a cualquier otro medio pacífico de solución; pero si por estos medios no lograren resolverla podrán recurrir al arbitraje o a la Corte Internacional de Justicia. Los Estados Parte podrán, sin embargo, declarar que no se sentirán obligados por estos dos últimos recursos. Esta declaración podrán retirarla en cualquier momento (artículo 11).


La entrada en vigor se producirá después que tres Estados hayan expresado su consentimiento a quedar obligados por la Convención (Nº 3 de artículo 12). Este requisito se cumplió, según lo informa el mensaje, el 27 de octubre de 1987.


También se regulan la aplicación provisional de la Convención, su enmienda, denuncia y depósito (13, 14, 15 y 16).


Finalmente, se declaran textos, igualmente auténticos, los depositados ante el Director General del Oiea, en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso (17).

IV. DECISIONES DE LA COMISIÓN.

A)
Personas escuchadas por la Comisión.


La Comisión escuchó a la Directora Ejecutiva de la Comisión Chilena de Energía Nuclear, señora Loreto Villanueva, y al Asesor Jurídico de la misma Comisión, abogado señor Luis Frangini.


La Directora Ejecutiva de la Comisión Chilena de Energía Nuclear informó que como consecuencia de la ocurrencia del accidente de Chernobyl, en la ex-URSS, el año 1986, en que no se notificó de tal evento al Oiea, como tampoco a los Estados fronterizos u otros que podrían verse afectados por la radiación derivada del accidente, se vio la necesidad que esto no podía volver a ocurrir, para lo cual el Oiea convocó a una sesión extraordinaria a objeto de aprobar dos instrumentos internacionales: la Convención que la honorable Cámara considera en primer trámite constitucional, y la Convención sobre Asistencia en caso de Accidente Nuclear o Emergencia Radiológica, ya aprobada por el Congreso Nacional.


Señaló que la Convención en informe se fundamenta en la constatación de que cierto número de Estado llevan a cabo actividades nucleares que potencialmente podrían causar accidentes y consecuencias graves radiológicas transfronterizas.


En tal situación se estima indispensable fortalecer la cooperación internacional para el desarrollo y utilización sin riesgos de la energía nuclear, y reducir al mínimo los efectos radiológicos transfronterizos de accidentes, para lo cual es necesario que los Estados suministren lo más pronto posible la información pertinente.


El Asesor Jurídico de la Comisión Chilena de Energía Nuclear precisó que los accidentes nucleares se producen en instalaciones nucleares, tales como reactores combustibles, plantas de enriquecimiento y procesadores de desechos nucleares.


Agregó que la responsabilidad internacional del Estado en el cual se ha producido un accidente nuclear es objetiva, recayendo en el explotador y, en subsidio, en el Estado. Indicó que ella se encuentra limitada, en cuanto al monto de la indemnización, conforme a los seguros respectivos que alcanzan a 5000 millones de dólares por accidente en Europa. Chile es parte de la Convención de Viena sobre la materia y que la ley Nº 18.302, sobre seguridad nuclear contiene un capítulo que establece la responsabilidad objetiva.


Informó que del único accidente nuclear transfronterizo de que se tenga noticia fue el de Chernobyl, producido porque ese reactor no tenía recinto de contención. Agregó que el instrumento en estudio no tiene la posibilidad de aplicar sanciones que no sean de tipo moral.

B)
Aprobación del proyecto de acuerdo.


Atendidos los antecedentes expuestos; considerando la conveniencia de participar en sistemas de cooperación internacional para el desarrollo y utilización de la energía nuclear sin riesgos para la población y el medio ambiente, la Comisión decidió, por unanimidad, recomendar a la honorable Cámara que preste su aprobación al artículo único del proyecto de acuerdo, con modificaciones formales de menor entidad que no se detallan por ser salvadas en el texto sustitutivo siguiente:


“Artículo único.- Apruébase la “Convención sobre la Pronta Notificación de Accidentes Nucleares”, adoptada por la Conferencia General del Organismo Internacional de Energía Atómica, el 26 de septiembre de 1986.”.


Concurrieron a la unanimidad los votos de las honorables diputadas Isabel Allende Bussi (Presidenta de la Comisión) y Lily Pérez San Martín, y de los honorables diputados Francisco Bayo Veloso, Gonzalo Ibáñez Santa María, Carlos Abel Jarpa Wevar, Edgardo Riveros Marín y Edmundo Villouta Concha.

-o-


Discutido y despachado en sesión del 20 de julio de 2004, con asistencia de las honorables diputadas Isabel Allende Bussi (Presidenta de la Comisión) y Lily Pérez San Martín, y de los honorables diputados Francisco Bayo Veloso, Gonzalo Ibáñez Santa María, Carlos Abel Jarpa Wevar, Edgardo Riveros Marín y Edmundo Villouta Concha.


Sala de la Comisión, a 20 de julio de 2004.


(Fdo.): FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA, Abogado Secretario de la Comisión”.

10. Informe de la Comisión de Salud sobre el proyecto de ley que regula la investigación científica en el ser humano, su genoma y prohíbe la clonacion humana. (boletín N° 1993-11) (S).

“Honorable Cámara:


Vuestra Comisión de Salud pasa a informaros acerca del proyecto de ley del epígrafe, en segundo trámite constitucional y primero reglamentario, iniciado en una moción de los senadores señores Ruiz-Esquide, don Mariano; Páez, don Sergio; Zaldívar, don Andrés y de los ex senadores Díaz, don Nicolás, y Hamilton, don Juan.


Es menester consignar que, una vez despachado el proyecto por la Comisión, se acordó reabrir el debate, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 210 del Reglamento de la Corporación, oportunidad donde se presentaron numerosas indicaciones que modificaron el texto inicialmente aprobado.


En razón de lo anterior, el informe contiene un resumen del primer trámite constitucional (páginas 6 a 12), la discusión y votación en la Cámara de Diputados (páginas 13 a 41), así como la discusión y texto aprobado una vez que fue reabierta la discusión (páginas 46 a 67).


En virtud de la larga tramitación, se ha estimado necesario incluir un texto comparado que da cuenta de los textos aprobados en las distintas etapas, a fin de facilitar su comprensión, el que se anexa al final de este informe.

I. OBJETIVOS.


La iniciativa legal tiene por objeto establecer un marco jurídico para garantizar la protección de la vida, la integridad física y psíquica de las personas, su dignidad e identidad genética respecto de la investigación científica, sus aplicaciones y el ejercicio de la medicina.


Para estos fines, se regulan las siguientes materias:


-La investigación científica en seres humanos.


-La exploración relativa al genoma humano.


-La prohibición de la clonación humana.


-La creación de una Comisión Nacional de Bioética.

II. ANTECEDENTES GENERALES.


Los avances de la ciencia y la tecnología biomédica y su aplicación en la práctica de la medicina provocan cierto grado de inquietud pública, ya que plantean nuevos problemas éticos que preocupan a la sociedad por posibles abusos originados en la investigación científica y en la tecnología biomédica.


Se comienza con la elaboración de hipótesis, las que luego se someten a pruebas de laboratorio con animales experimentales. Para que las conclusiones sean clínicamente útiles, los experimentos deben realizarse en seres humanos. Ese tipo de investigación, aunque se la diseñe con el máximo de cuidado, entraña riesgo para las personas. Esto se justifica no porque signifique un beneficio personal para el investigador o para la institución investigadora, sino más bien porque favorece a las personas participantes por su posible contribución al conocimiento humano, al alivio del sufrimiento o a la prolongación de la vida.


La sociedad ha adoptado medidas para protegerse contra posibles abusos. Así es como se dictó el primer código internacional de ética para la investigación en seres humanos -el Código de Nüremberg-, que constituyó una respuesta a las atrocidades cometidas por los médicos investigadores nazis, reveladas en los juicios de Nüremberg sobre los crímenes de guerra. Surgió, entonces, la ética de la investigación en seres humanos, orientada a impedir toda repetición por parte de los médicos de tales ataques a los derechos y al bienestar de las personas. Este instrumento jurídico, que fue publicado en 1947, estableció las normas para llevar a cabo experimentos en seres humanos, y dio especial énfasis al consentimiento voluntario de la persona.


En 1964, la Asociación Médica Mundial dio un importante paso al adoptar la Declaración de Helsinki, cuya revisión más reciente tuvo lugar en 1989, la cual estableció pautas éticas para la investigación en seres humanos.


En 1966, la Asamblea General de las Naciones Unidas adoptó el Acuerdo Internacional sobre Derechos Civiles y Políticos, que entró en vigencia en 1976. Su artículo 7º señala que: “Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. En especial, nadie será sometido sin su libre consentimiento a experimentos médicos o será sometido sin su libre consentimiento a experimentos médicos o científicos”.


A través de esta declaración, la sociedad expresa el valor fundamental que ha de regir toda investigación en seres humanos; la protección de los derechos y el bienestar de todos los individuos que son objeto de experimentación científica.


A fines del decenio de 1970, considerando las circunstancias especiales de los países en desarrollo con respecto a la aplicabilidad del Código de Nüremberg y de la Declaración de Helsinki, el Consejo de las Organizaciones Internacionales de las Ciencias Médicas (Cioms) y la Organización Mundial de la Salud (OMS) realizaron un nuevo examen de esta materia y, en 1982, publicaron las Pautas Internacionales para la Investigación Biomédica en Seres Humanos. El objetivo fue señalar cómo aplicar en forma eficaz los principios éticos que deben regir la investigación biomédica en seres humanos, según se establece en la Declaración de Helsinki, especialmente en los países en desarrollo, dadas sus circunstancias socioeconómicas, ordenamiento jurídico y sus disposiciones ejecutivas y administrativas. 


La investigación en salud en Chile depende exclusivamente del Ministerio de Educación, a través de Conicyt y de Fondecyt, y está dirigida a lo que se denomina “investigación por curiosidad”, en contraposición a la “investigación por necesidad”, al tenor de la clasificación inglesa.


En su primera acepción, es aquélla en que el científico se pregunta que ocurrirá si hace tal o cual cosa, mientras que, en su segunda definición, responde a las necesidades de la población, de manera de dar solución a los problemas identificados por la comunidad o de resolver las dudas respecto a los equilibrios entre beneficio y perjuicio en los tratamientos que se prestan.

III. Ideas matrices del proyecto.


Los autores de la moción señalan que la iniciativa tiene por finalidad establecer un marco jurídico que garantice la autonomía y conocimiento de cada persona sobre los actos que en ellas se ejerzan, que asegure que la investigación científica será esencialmente benéfica para el hombre y legislar sobre dos temas emergentes, como son el genoma humano y la clonación.


La iniciativa se funda en los avances logrados en la clonación de mamíferos superiores, la espectacularidad de los resultados obtenidos en la manipulación genética y en sus eventuales aplicaciones en el ser humano, lo cual no cuenta con un marco regulativo de conductas que concilie el derecho a la investigación y la libertad que una sociedad moderna debe garantizar, así como las normas bioéticas que dan cuenta del consenso mayoritario existente hoy en el mundo.


En definitiva, los principales objetivos del proyecto son fijar un marco jurídico para la investigación científica y genética en seres humanos, sobre la terapia génica y sobre el genoma humano; prohibir la clonación de seres humanos, y crear una Comisión Nacional de Bioética.

IV. Marco jurídico internacional.

1.
El Código de Nüremberg, de 1947, establece 10 principios básicos para la experimentación científica en seres humanos. Constituye el primer intento por regular esta materia y ha servido de base a la dictación de los reglamentos de ética médica.

2.
La Declaración de Helsinki, de 1964, formula recomendaciones para las investigaciones biomédicas en las cuales se utilicen seres humanos.

3.
Declaración Universal sobre Genoma Humano y Derechos Humanos, aprobada por la Conferencia General de la Unesco del año 1997.


Contiene siete capítulos a través de los cuales se desarrollan los siguientes temas:


-La dignidad humana y el genoma humano.


-Derecho de las personas interesadas.


-Investigaciones sobre el genoma humano.


-Condiciones de ejercicio de la actividad científica.


-Solidaridad y cooperación internacionales.


-Fomento de los principios de la Declaración.


-Aplicación de la Declaración.

4.
El Proyecto Genoma Humano surgió el año 1990, como producto de un esfuerzo multinacional. Sus propósitos son identificar los 100.000 genes presentes en el ácido desoxirribonucleico (ADN) humano, determinar las secuencias de los 3.000 millones de pares base químicos que constituyen el ADN humano, almacenar esta información, desarrollar sistemas para el análisis de la misma, transferir las tecnologías relacionadas y dirigir los 
aspectos éticos, jurídicos y sociales que deriven del proyecto respectivo.


Al año 2003, se encontraba desarrollado en el 90% en cuanto a su etapa de identificación.

V. Normativa nacional.

1.
El Código Sanitario, en materia de investigación científica, sólo contiene un par de normas a propósito de la utilización de cadáveres, o parte de ellos, con fines científicos.


De esta forma, el artículo 146 dispone que toda persona plenamente capaz podrá disponer de su cadáver, o partes de él, con objeto de que sea utilizado en fines de investigación científica, para la docencia universitaria o para la elaboración de productos terapéuticos.


Asimismo, el artículo 147 prescribe que los cadáveres que no sean reclamados dentro de determinado plazo podrán ser destinados a estudios e investigación científica.

2.
El decreto Nº 1.876, de 1995, establece el reglamento del Sistema de Control de Productos Farmacéuticos, Alimentos de Uso Médico y Cosméticos. Su artículo 16 estatuye que el director del Instituto podrá autorizar, sin previo registro y mediante resolución fundada, la venta o uso provisional de productos farmacéuticos en los siguientes casos:


“c) Con fines de investigación científica y ensayos clínicos, previo informe del Comité Ético-Científico del Servicio de Salud u hospital correspondiente, conforme a las normas sobre ensayos clínicos realizados en seres humanos, utilizando productos farmacéuticos que apruebe el Ministerio de Salud mediante resolución.”

3.
El decreto Nº 42, de 1986, fijó el reglamento orgánico de los Servicios de Salud. Contiene diversas disposiciones relacionadas con los Comités de Ética. El artículo 19, establece que el director del Servicio de Salud será asesorado, entre otros, por un Comité de Evaluación Ético-Científico en materias referentes a las investigaciones que se efectúen con pacientes de hospitales públicos o privados ubicados en el territorio de competencia, utilizando medicamentos no registrados en el país.


El artículo 91 ordena que los hospitales tipo 1 y 2 deberán tener, entre otros, un Comité de Ética Médica y un Comité de Evaluación Ético-Científico. Los Comités de Ética Médica atenderán principalmente al bien del paciente y, supletoriamente, al del equipo de salud y al prestigio del hospital (artículo 92). El Comité de Evaluación Ético-Científico ha de pronunciarse acerca de las investigaciones por efectuarse con pacientes de dicho hospital con la utilización de medicamentos aún no registrados en el país (artículo 92 bis).


Entre las funciones de los servicios clínicos de los hospitales están las de investigación. Su artículo 107 preceptúa que dichas investigaciones serán aprobadas previo informe del Comité de Investigación y que, y cuando impliquen la utilización de medicamentos no registrados, deberán ser informadas por el Comité de Evaluación Ético-Científico del hospital o del Servicio de Salud, en su caso, y aprobadas por el Instituto de Salud Pública, antes de ponerlas en práctica.

4.
La resolución exenta N° 134, de 1994, del Ministerio de Salud, que aprueba la norma general técnica N° 2, sobre Comités de Ética de los Servicios de Salud, que regula su constitución y funcionamiento, indica que su función primordial es asesorar a los directores de los Servicios de Salud y de hospitales en la toma de decisiones que incidan en aspectos relacionados con la ética en el ejercicio de las profesiones de la salud y en los derechos de los enfermos, en relación con la investigación clínica o experimental, la utilización de tratamientos prolongados o respecto de la decisión de no indicar tratamiento.

5.
La resolución exenta N° 952, de 2001, del Ministerio de Salud, contiene la norma técnica para la regulación de ensayos clínicos que utilizan productos farmacéuticos en seres humanos.

6.
La ley Nº 19.451 fija normas sobre transplantes y donación de órganos, los cuales sólo podrán practicarse con fines terapéuticos.

7.
La ley Nº 19.628 regula la protección de datos de carácter personal.

VI. Primer trámite constitucional.


Durante la tramitación del proyecto en el Senado, se recibió la opinión de las siguientes personas:


-Representantes del Ministerio de Salud, señores Rodrigo Salinas, Jefe de la División Salud de las Personas; doctores Luis Martínez y Alfredo Avendaño; la asesora de dicho ministerio, doctora Marie Charlotte Bouesseau, y la asesora legal del mismo, doña Danae Frings.


-Presidente del Colegio Médico de Chile A.G., doctor Ricardo Vacarezza.


-Profesor de la Facultad de Filosofía y Humanidades de la Universidad de Chile, doctor Miguel Kottow.


-Representante del Centro de Bioética de la Facultad de Medicina de la Pontificia Universidad Católica de Chile, doctor Alejandro Serani.


-Representantes del Departamento de Biología Celular y Genética de la Universidad de Chile, doctores Jorge Allende y Carlos Valenzuela.


-Representante de la Universidad de Concepción, profesor señor Faruk Alay.


-Representante de la O.P.S. y Director del Programa Regional de Bioética para América Latina y el Caribe, doctor Julio Montt, y el consultor de dicha entidad, señor Roberto Mancini.


-Profesor de Genética Clínica de la Facultad de Medicina de la Universidad de Chile, doctor Ricardo Cruz-Coke.


-Profesor de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la Universidad de Chile, don Gonzalo Figueroa.


-Profesor de la Facultad de Ciencias Biológicas de la Pontificia Universidad Católica de Chile, doctor Rafael Vicuña.


En lo principal, las opiniones vertidas pueden resumirse en cuatro grandes áreas:


-El principal objetivo dice relación al vacío legal existente en materias relativas a la investigación en seres humanos y los principios éticos, dada la amplitud que ha alcanzado este tipo de experimentos, punto de vista que fue mayoritariamente compartido. Sin embargo, se planteó la inconveniencia de legislar sobre distintas materias en un solo texto legal, por los diferentes alcances de cada una de ellas. También se hizo presente la ausencia de sanciones.


-El segundo objetivo se refiere al tema del genoma humano y la investigación genética.


-El tercer objetivo se relaciona con la clonación humana y su prohibición.


-Los objetivos anteriores justifican de la creación de un Comité Consultivo de carácter ético.


Sobre los cuatro aspectos señalados, se recibieron variadas opiniones, de las cuales se incluye una síntesis.


-En general, todos se manifestaron contestes en la necesidad de legislar sobre la materia, con algunas precisiones, como se comentará a continuación.


-Se formuló una prevención en torno a las repercusiones del trabajo científico, por sus efectos en otros campos, como el social, el político y el moral, dadas la gran amplitud y proyección que pueden alcanzar dichos estudios.


En razón de lo anterior, se planteó que era imprescindible lograr un equilibrio entre la libertad de los investigadores y el respeto a la dignidad de las personas comprometidas en la investigación.


Asimismo, tanto la investigación del genoma humano como la genética presentan grandes complejidades y concitan el mayor interés en el ámbito internacional, por sus insospechadas posibilidades en el campo terapéutico y en la medicina, asunto que deberá ser suficientemente ponderado al dictar una normativa sobre el particular.


En este sentido, se valoró la norma que impide que alguien pueda atribuirse la propiedad del genoma, lo que debería extenderse, además, a parcialidades del mismo, para evitar de este modo el requerimiento de patentes de genes, a pretexto de proponer aplicaciones específicas de éstos, tales como las pruebas genéticas.


Por tratarse de asuntos en los cuales los principios éticos presentan una especial relevancia, la creación de una Comisión Nacional de Bioética adquiere una importancia vital. Su rol será esencial en todo lo que dice relación a la tutela de los principios bioéticos que entran en juego, lo que se gráfica, por ejemplo, en el tema de la clonación humana, la cual ofrece una compleja situación ética y de consecuencias inciertas, con lo que se estaría afectando la dignidad del ser humano.


Por otra parte, se señaló que la creación de una Comisión Nacional de Bioética podría no resultar tan fructífera a la luz de otras experiencias, por lo que sería preferible crear comisiones ad hoc. En torno a lo anterior, se recomendó revisar la realidad chilena y las experiencias de otros países para determinar cuál sería el sistema más idóneo. De todos modos, este organismo debería tener un carácter bien fundado y establecerse también de manera local.


Otro tema ampliamente discutido fue el que se refiere al consentimiento informado, sobre el cual hubo consenso en la necesidad de establecerlo.


Aspectos concernientes a la intervención genética, como la prohibición de dar a conocer los resultados de estas investigaciones, en términos de no discriminar por patrimonio genético, también ocuparon parte importante de la discusión, por lo que se sugirió regular el flujo informativo de la genética. Por ejemplo, se mencionó la información sobre exámenes genéticos, caso en el cual quien los practica no podrá ponerla en conocimiento de terceros, a fin de evitar posibles discriminaciones.


Este tipo de información puede ser utilizada no solamente en salud, sino también para saber si se es portador de alguna enfermedad y de esta manera evitar tener hijos.


Donde se presentaron algunas discrepancias fue en lo relativo a la clonación en seres humanos. La mayoría de los participantes se manifestaron de acuerdo en prohibirla, pero estuvieron de acuerdo en establecerla en su sentido terapéutico, es decir, la clonación de ciertas parcelas del organismo humano para dar ciertos beneficios terapéuticos al hombre. Asimismo, se expresaron dudas en cuanto a la definición del concepto.


Se discutió, además, sobre las intervenciones del genoma humano de células germinales, ya que en lo futuro podrían eliminarse enfermedades a través de este mecanismo genético, aislando ciertos factores, o modificándolos, para evitar la transmisión de esas enfermedades a la descendencia de un individuo.


Por otra parte, se señaló que la prohibición de aplicar técnicas de fecundación asistida para determinar el sexo de un niño debería extenderse a la fecundación in vitro, por cuanto en ambos casos concurren las mismas objeciones éticas.


Se enumeraron, asimismo, otros puntos que no contemplaba la iniciativa en estudio y que deberían ser considerados:

1)
La calificación profesional y científica de los investigadores.

2)
La actitud frente a los riesgos.

3)
La responsabilidad ante los accidentes.

4)
Las instancias con competencia para evaluar los protocolos.

5)
La falta de precisión en la regulación de las investigaciones practicadas en personas ética y jurídicamente incompetentes o incapaces, para lo cual se citó, a vía ejemplar, a los menores de edad, enfermos con padecimientos neurológicos y psiquiátricos, congénitos o adquiridos.


En este sentido, se hizo presente que la ley N° 19.451 no permite efectuar transplantes de ninguna especie en incapaces, ya que donde existe la misma razón debe existir la misma disposición.


Como una solución, se planteó requerir la autorización especial otorgada por un Comité o Comisión Bioética autónoma.

6)
Desde el punto de vista jurídico, se advirtió que algunos términos presentaban ambigüedades, como, por ejemplo “comunidades vulnerables”, “algún documento”, “adecuada”, “examen independiente”, “instancia competente”, “intervención con fines preventivos” o “intervención con fines de diagnóstico”.

7)
La ausencia de precisión en la definición del procedimiento de clonación humana, a fin de diferenciarlo del simple cultivo celular humano, el cual, por lo general, no presenta mayores objeciones éticas. 


Sobre esta materia, se sostuvo que la definición era vaga, que partía de conceptos errados. Al respecto, se precisó que la clonación nunca produce individuos idénticos. Lo que la ley debería prohibir es la clonación realizada mediante implante de núcleo de célula adulta en huevo u ovocito activado previamente enucleado y su posterior instalación en un útero preparado para la anidación.

8)
Las aprensiones sobre la manipulación de embriones humanos, la eventual clonación o la aplicación de transgénicos en seres humanos, procesos que atentarían contra la individualidad y la dignidad humana.

VII. TEXTO APROBADO POR EL SENADO.


El Senado tomó en consideración muchas de las propuestas que se plantearon y reformuló el proyecto, en su segundo trámite reglamentario, en los términos siguientes:


El artículo 1° señala que la finalidad del proyecto es proteger la vida, la integridad física y psíquica de las personas, su dignidad e identidad genética respecto a la investigación científica y sus aplicaciones y al ejercicio de la medicina.


El artículo 2° establece que el genoma humano es la base de la unidad fundamental de todos los miembros de la familia humana y del reconocimiento de su identidad, dignidad y diversidad.


El artículo 3° impide toda práctica eugenésica. Asimismo, dispone que sólo se podrán modificar las características genéticas humanas que incidan en la herencia en los casos y en la forma prevista por la ley.


El artículo 4° prohíbe toda forma de discriminación basada en el patrimonio genético de las personas.


El artículo 5° prescribe que sólo podrán realizarse estudios e indagaciones para determinar la identidad genética de una persona con su consentimiento o con autorización judicial en una causa en que ese hecho sea relevante.


El artículo 6° precisa que la libertad para realizar actividades de investigación científica tiene como límite el respeto a los derechos y libertades esenciales de la naturaleza humana reconocidos por la Constitución.


El artículo 7° estatuye que toda acción científica en un ser humano que involucre algún tipo de intervención física o psíquica en el sujeto debe ajustarse a lo dispuesto en esta ley. Asimismo, indica que debe contar con el consentimiento libre e informado del sujeto y las formas en que éste debe ser prestado.


Preceptúa, además, que la revocación del consentimiento procederá siempre y no generará responsabilidad de ninguna especie.


El artículo 8° señala los deberes especiales del investigador, a saber:

1)
Transmitir al sujeto, en lenguaje comprensible, toda la información que necesite para prestar su consentimiento informado.

2)
Ofrecer la oportunidad para que el sujeto pueda hacer preguntas e instarlo a que las haga.

3)
Excluir toda posibilidad de engaño, influencia indebida o intimidación.

4)
Recabar el consentimiento por escrito del sujeto una vez que éste tenga pleno conocimiento de los siguientes aspectos:

a)
Naturaleza de la investigación, procedimientos por seguir y duración aproximada de la misma.

b)
Riesgos e incomodidades asociados a la investigación.

c)
Beneficios potenciales de la investigación, y

d)
Procedimientos o tratamientos alternativos que podrían ser beneficiosos.

5)
Renovar el consentimiento informado si las condiciones o los procedimientos de la investigación sufren modificaciones.


El artículo 9° dispone que los exámenes genéticos y los análisis predictivos sólo podrán efectuarse por motivos terapéuticos o de investigación científica, de acuerdo con las normas de esta ley.


El inciso segundo establece que, en la realización de estos exámenes, se deberá dar cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 7°, 8° y 13.


El artículo 10 puntualiza que la terapia genética en células somáticas está destinada al tratamiento de enfermedades o a impedir su aparición.


El artículo 11 prohíbe la clonación de seres humanos y por tanto cualquier intervención en personas que dé por resultado la creación de un ser humano genéticamente idéntico a otro, vivo o muerto.


El inciso segundo ordena que sólo procederá la clonación de tejidos y órganos con una finalidad terapéutica y que en ningún caso podrán usarse para tales fines embriones humanos.


El artículo 12 establece que el conocimiento del genoma humano es patrimonio común de la humanidad y que nadie puede atribuirse ni constituir propiedad sobre el mismo o sobre parte de él. Asimismo, señala que el conocimiento de la estructura de un gen y de las secuencias de ADN no son patentables.


El inciso segundo dispone que los procesos biotecnológicos derivados del conocimiento del genoma humano, así como los productos obtenidos de ellos, como los medicamentos, son patentables, según la reglas generales.


El artículo 13 estatuye que la información genética de una persona será reservada, salvo que ella misma la revele o un juez lo autorice, todo ello sin perjuicio de las normas del secreto profesional.


El artículo 14 dispone que la recolección, almacenamiento, tratamiento y difusión de datos genéticos de las personas se ajustará a las normas de la ley N° 19.628, sobre Protección de Datos de Carácter Personal.


El artículo 15 prescribe solicitar, recibir, poseer y utilizar información genética relativa a una persona determinada e identificable, así como indagar si se ha realizado un examen o análisis de carácter genético, salvo autorización legal expresa.


El inciso segundo precisa que estas prohibiciones no afectan a la recolección y procesamiento de la información genética de carácter estadístico y nominativa.


El artículo 16 preceptúa que los datos genéticos que permitan la identificación de una persona deberán ser encriptados para su almacenamiento y transmisión, pero que ello podrá omitirse temporalmente por razones de salud pública, según lo dispuesto por el inciso segundo.


El artículo 17 crea la Comisión Nacional de Bioética, la que estará integrada por cuatro académicos designados por el Consejo de Rectores y que pertenezcan a las Facultades de Medicina, Derecho, Ciencias y Filosofía de las universidades que lo integran.


Asimismo, la compondrán tres personas designadas por el Instituto de Chile y que formen parte de las Academias de Medicina, de Ciencias y de Ciencias Sociales, Políticas y Morales, una persona designada por el Senado y una nombrada por el Presidente de la República.


Las personas designadas permanecerán en sus funciones por el plazo de tres años, pudiendo ser reelegidas y servir dichas funciones ad honórem.


El artículo 18 fija las funciones de la Comisión, entre las que se encuentran las de asesorar al Presidente de la República, elaborar los informes que se le soliciten, promover el estudio y conocimiento de la bioética en el nivel académico, asistencial, normativo, y proponer las normas que sean necesarias para la aplicación de la ley y otras relacionadas con la bioética.


El artículo 19 señala que la Comisión tendrá una Secretaría Ejecutiva y estará conformada por el personal que al efecto le asigne el Ministerio de Salud, entre el cual deberán incluirse un profesional experto en bioética y un abogado.


El artículo 20 dispone que los establecimientos que deseen participar en proyectos de investigación científica en seres humanos deberán contar con un Comité de Bioética, el cual autorizará las investigaciones de acuerdo con las normas establecidas a propuesta de la Comisión Nacional de Bioética.


El artículo 21 sanciona la violación de reserva de la información genética de una persona con las penas establecidas en el artículo 247 del Código Penal, esto es, reclusión menor en sus grados mínimo a medio y multa de seis a diez unidades tributarias mensuales.


La omisión de encriptación de la información sin que ello implique violación del secreto de la información, será sancionada con multa de tres a cinco unidades tributarias mensuales.


El artículo 22 indica que la omisión del acta a que se refiere el artículo 7°, o su confección en forma incompleta o sustancialmente falsa, será penada con una multa de diez a veinte unidades tributarias mensuales.


El artículo 23 establece que el que clonare o iniciare un proceso de clonar seres humanos será sancionado con la pena de presidio menor en su grado medio.

VIII. Segundo trámite constitucional.


El estudio de la iniciativa en la Cámara de Diputados se inició en septiembre del año 2001, fecha desde la cual se ha recibido gran cantidad de opiniones de expertos.

1)
Consideraciones generales sobre la materia.


Dentro de las consideraciones de carácter general, se planteó que la implementación tecnológica en la sociedad actual tiene una velocidad muy grande, lo cual origina dilemas que es necesario enfrentar, ya que lo que regula la velocidad de su aplicación son, por una parte, los requerimientos de los pacientes y del mercado y, por la otra, la seguridad y la eficiencia.


Antes de entrar en el análisis de las alternativas terapéuticas y de la investigación en embriones preimplantacionales, se debe tener presente que, cuando el espermatozoide entra en el óvulo y entrega su material cromosómico, se forman dos pronúcleos, proceso que llega hasta la formación del nuevo individuo.


Este desarrollo preimplantacional tiene varias características. La primera es que cada célula, si bien tiene su genoma propio, es igual a la del lado. Son células que se denominan totipotencionales. No hay especialización, de manera que se puede sacar una célula y el embrión la repone de inmediato. La célula que se extrae representa a todo el resto de las células. De aquí deriva el tema de las células troncales para hacer clonación o para construir órganos a partir de células embrionarias.


La segunda característica es que, si se cultivan estas células, se pueden multiplicar hasta el infinito, puesto que una célula se envejece cuando se diferencia o se especializa; pero, si permanece indiferenciada, se puede mantener.


Esta característica está relacionada con visiones filosóficas, religiosas y morales de lo que es el embrión preimplantacional. En el pensamiento católico se es persona desde el momento en que se completa la fecundación. Así lo expresa un documento emanado del Vaticano, del año 1986, que dice: “En el cigoto ya está aquel que va a ser”. El criterio que prima en el pensamiento católico es el geneticista; es decir, una vez que se establece el genoma, existe unidad en el desarrollo. Siempre va a ser lo mismo, de hecho, cada uno de nosotros pasó por estas etapas en algún minuto: lo mismo que somos ahora, o muy parecidos, fuimos cuando éramos embriones. La pregunta es si lo inverso es también valedero. Esto es, si nos situamos en alguna de las etapas antes del cigoto, eso significa que se va a ser o no ser una persona.


Lo que se ha aprendido de este proceso es que, en primer lugar, un embrión de cuatro o de ocho células puede ser una persona. La posibilidad de serlo no supera del 28% al 30%, por cuanto el resto se pierde. Pero este embrión puede ser un tumor que se incorpora en el ovario, por ejemplo, de un mellizo. El embrión se puede separar en dos: uno de ellos pasa a ser persona y el otro pasa a ser un tumor.


El tercer camino que puede tener este embrión es transformarse en sí mismo en un cáncer y nunca llegar a ser persona, sino a ser una molécula cancerosa. Es decir, todas sus células se comienzan a multiplicar y nunca se diferencian y pasan a invadir a su madre.


Por ello, cuando se analiza el proceso a la inversa, se puede concluir que todas las personas fueron blastocitos, pero no todos los embriones de cuatro u ocho células llegan a ser personas.


Por último, en esta etapa, el blastocito, que está conformado por 150 células, tiene, además, un grupo de ellas que se denomina masa celular interna, que está compuesta por alrededor de doce células. Las células restantes son las que se convertirán en persona; todo el resto de ellas serán placenta, líquido amniótico, cordón umbilical, etc.


Referirse a unidad es, en cierta forma, erróneo. En razón de ello, la Iglesia de Gales, en Inglaterra, habla de persona o de embrión desde que se ha producido la división y se ha implantado en el útero de la mujer. Para el mundo musulmán, se es embrión desde el día cuadragésimo después de la fecundación, sin que exista una razón para ello. Para Confucio, se es embrión desde el momento de nacer y se deja de serlo con la muerte. En el pensamiento de la Iglesia Reformada o Calvinista, se es embrión desde el momento de la implantación.


Todo esto obliga a definir qué significa ser un embrión de la especie humana. La primera pregunta que uno debe hacerse es si el embrión es o no es un ser moral. Si el embrión es un ser moral, debe ser tratado con el mismo rigor que todos los otros seres morales, como las personas. El ser moral implica ser capaz de ejercer juicios morales y el embrión no es capaz de ello.


El embrión no es un ser ni un sujeto moral, sino un objeto de la moralidad de la sociedad. En este contexto, se dan distintas concepciones religiosas respecto a cuándo se es persona, lo cual hace que en algunas sociedades el embrión de ocho células sea objeto de cierta moralidad y en otras sea sujeto moral igual al humano como sucede en la católica.


Dependiendo de si el embrión es considerado un sujeto moral o un objeto de la moralidad, lo que se haga con el embrión preimplantacional requerirá ponderar los derechos del mismo, por ejemplo, en relación con los derechos de la mujer que lo lleva y los derechos de las personas enfermas en relación con la clonación terapéutica.


Este dilema se presenta cuando el embrión se implanta fuera del útero, como en la trompa, en que se requiere usar químicos para destruirlo con objeto de que se salve la mujer o sacar la trompa para que ella se salve. Este dilema se da todos los días en donde, de una o de otra manera, se aplican ciertos juicios de valor, en orden a los derechos del embrión o a los de la mujer.


El tema más complejo, que aparece sobre todo con la clonación terapéutica y las células troncales, es el derecho de las personas enfermas en relación con los del embrión. Es decir, si las personas que hoy en día, por ejemplo, sufren de rupturas medulares se podrían beneficiar de la formación de nuevas neuronas en base a embriones y de si se justifica o no se justifica matar embriones para esos fines.


Por otra parte, el diagnóstico genético se puede hacer en el óvulo o en el embrión de ocho células, en que se saca una célula, la que es repuesta de inmediato. En doce horas, se pueden estudiar en ella alrededor de 12 cromosomas actualmente y más o menos 150 genes que dan origen a enfermedades. Así, en tres horas, se puede tener un mapa casi completo de estas características y la madre puede saber si el embrión presenta alteraciones genéticas o cromosómicas. El problema en la ejecución de estas tecnologías, el cual es muy simple como tal, es que, para hacerla, requiere que la pareja que solicita este examen tenga autonomía para decidir qué es lo que va a hacer con el embrión y considerar si no es posible o no es razonable usar este método.


Por eso, esta técnica no se utiliza, ya que no existen desechos embrionarios. No tiene ningún sentido decirle a una mujer que tiene un hijo con defectos genéticos serios y obligarla a transferírselos al útero, por lo que se crea una situación de perplejidad que no tiene solución.


Debido a ello, se inventó un método para mirar los cromosomas en el óvulo antes de inyectarle un espermatozoide, a fin de saber cuáles son los que tienen defectos cromosómicos. En un futuro muy cercano, se podrá dibujar la totalidad de los cromosomas y toda la tecnología del genoma permitirá que en pocas horas se conozca el mapa completo de los cromosomas de un óvulo o de un embrión para adoptar decisiones. La eficacia de este método es del 98% de sincronía y concordancia entre el diagnóstico genético y la realidad.


Respecto de la clonación reproductiva como alternativa del tratamiento de la infertilidad, se expresó que la clonación es la transferencia del núcleo de una célula somática de cualquier órgano a un ovocito en que se ha extraído el núcleo. La fusión de estos dos materiales forma un embrión que replica el genoma de la célula somática. Es decir, si se toma una célula de un hígado, se le saca el núcleo a esa célula y se pone en un óvulo vacío, si éste se fecunda, responderá a lo que le ordene el núcleo de esa célula y, por lo tanto, va a ser una réplica.


La clonación humana reproductiva se llama así porque genera embriones a partir de un genoma ya existente destinado a producir personas. El objetivo terapéutico en la genación de embriones a partir de un genoma ya existente es lo mismo, pero está destinado a producir células troncales, las de la masa celular interna, para desarrollar lo que se llama actualmente medicina regenerativa.


La pregunta que surge es si en la clonación reproductiva, ser persona es o no es una alternativa del tratamiento para la infertilidad, ya que así se ha promovido en la opinión pública. Para dar respuesta a esta consulta, lo importante es definir qué se entiende por tratamiento de infertilidad.


Un tratamiento de infertilidad es una intervención médica, tecnológica y psicológica que hace posible que una mujer sea madre y que un hombre sea padre. La aplicación de la clonación reproductiva como tratamiento podría ser usada cuando no existan gametos en uno o en ambos miembros, es decir, cuando no existan espermatozoides o no haya óvulos, o en parejas en que exista el riesgo de transmitir graves enfermedades a su descendencia, por lo que podrían clonar. Pero, actualmente, todas estas anomalías pueden ser resueltas a través de la donación de gametos.


Los argumentos médicos en contra de la clonación de seres humanos se fundan en el hecho de que existe un alto riesgo de aborto; pero esta razón por sí sola no es argumento en contra de la clonación. Además, debe tenerse presente el alto riesgo de malformaciones, lo que ha quedado demostrado en la clonación de otras especies mamíferas que se han clonado. Aún más, existe una frecuencia muy alta de anomalías que jamás se han visto antes como malformaciones cardíacas, pulmonares y de los más variados tipos, que incluso han causado la muerte de las madres, como ha sucedido en el caso de la clonación de gatos.


Estas causas hacen que la clonación reproductiva no sea ética, más aun cuando no existen experimentos con monos o primates.


Estas malformaciones pueden dar lugar al envejecimiento de la célula en forma más rápida que el de la normal. Existen órganos que crecen a velocidades distintas que otros y terminan en anormalidades estructurales.


Las argumentaciones psicosociales en contra de este tipo de clonación afirman que constituye un atentado en contra de la dignidad humana.


Uno de los principios que inspiran al proyecto es, precisamente, el resguardo de la dignidad.


Resulta muy difícil definir la dignidad frente a interrogantes como ¿cuál es la esencia?, ¿cómo se estructura la dignidad humana?, ¿dónde reside?


Si la dignidad humana reside en la materia de la cual estamos constituidos, por ejemplo, el genoma, se tendría que ver cuál es la diferencia entre la materia de un ratón y la de un humano o de un bovino, por ejemplo. Pero, cuando se observan embriones de dos células de cada una de estas especies, se puede concluir que se ven exactamente iguales, por lo que es difícil sustentar que la dignidad se da en la materia.


La dignidad no se da en la materia, sino en la concepción de lo que se hace con la materia. Aquello que ocurre con ella es lo que constituye la dignidad. Es la manera como la materia se proyecta en forma divina y espiritual lo que confiere la dignidad a la especie humana, que es distinta de la dignidad de otras materias, que en lo molecular son exactamente iguales a la humana.


Si bien hubo consenso en que la clonación humana reproductiva debe ser abolida, a contrario sensu, la investigación y el desarrollo de células troncales debe, ser incentivados y son necesarios para el desarrollo de la medicina regenerativa.


Un asunto que es necesario resolver es la clonación de células troncales. Esto es, si existe un problema de diabetes, por ejemplo, y hay que “fabricar” un nuevo páncreas, es más fácil que se genere uno de un embrión, que es genéticamente igual a la persona, a que se tengan que extraer células troncales de otro embrión. La clonación terapéutica tiene por objeto resolver el problema de la incompatibilidad genética, pero lo mismo se puede lograr mediante un “knock out” génico. Actualmente, existen, más o menos doscientos mil genes que dan la diferencia entre cada una de las personas. Podría crearse perfectamente, con recursos mundiales y con la colaboración de todos los países, igual como se hizo con el estudio del genoma, un banco de células que tenga la diversidad de estos doscientos mil genes, donde cada uno pueda ir y tomar la línea central que le corresponda para hacer una renovación de tejidos.


El embrión, al ser usado en la clonación, hoy en día, efectivamente se destruye. De las células troncales, que son infinitas, se pueden formar tejidos completos de células que provienen de un embrión de quinto día. Más aun, estas células se pueden transfectar. Es decir, se puede cambiar un gen o inyectar uno. Si esa célula logra reproducir ese gen, entonces se tiene una línea troncal manipulada y esto constituye uno de los peligros más grandes de esta tecnología.


El único problema que existe para el uso de embriones preimplantacionales es que, actualmente, éstos se destruyen; pero, ¿qué ocurriría si se pudieran sacar células como se hace para el estudio genético o cromosómico sin destruirlos?. Se tendría una fuente inagotable e infinita de células primordiales, totipotenciales, capaces de generar toda la diversidad de órganos para todas las personas de este planeta.


Existe, eso sí, un principio de subsidiariedad, el cual consiste en que el material biológico de alto valor no debe ser usado si el mismo resultado se puede obtener con material biológico de menor valor. Esto es, si las mismas células troncales se pudieran obtener, por ejemplo, de la médula ósea, sería un crimen destruir un embrión. Las células troncales embrionales, sin embargo, sólo deben usarse si las adultas no son útiles.


En todo caso, cabe preguntarse si el uso de células troncales es realmente necesario para el desarrollo de la medicina actual o futura. Para contestar esta pregunta, se debe definir qué es necesario ¿Es necesario lo que es factible? Tal vez, en un tiempo más será posible hacer lo mismo con otro tipo de células.


Estas interrogantes presentan un dilema entre el derecho al conocimiento y el derecho a la ignorancia. Desde el tema del genoma, de la clonación, de la fecundación in vitro y de todo lo que se ha desarrollado en genética, pareciera ser que el hombre tiene derecho a conocer, a saber; pero, también, la clonación pone en tela de juicio el derecho a la ignorancia, a no saber lo que fui antes de ser lo que soy ahora.


De manera tal que, si bien el genoma nos pone en la disyuntiva del conocimiento, la clonación nos coloca en la de la ignorancia. Ese es el dilema que se va a vivir en los próximos tiempos.


Existen muchos años de experiencia de transferencia de células primordiales, troncales, de médula ósea para tratamiento de enfermedades hematológicas, por lo que es difícil pensar que de una célula inmadura se originen problemas de malformaciones en el caso de la clonación terapéutica.


En todo caso, se ha pensado que la investigación de la clonación terapéutica puede llevar al avance de la reproductiva y ello ha motivado que países como Estados Unidos de América y España, entre otros, se opongan a la clonación terapéutica. Asimismo, estas dudas han llevado a obstaculizar la aprobación de una Convención de Naciones Unidas para prohibir la clonación con fines reproductivos.


La negativa para la clonación reproductiva se basa, por una parte, en la destrucción de embriones, lo que no es aceptable ni con fines de diagnóstico ni con propósitos de investigación. Sin embargo, si bien la investigación en embriones no debe ser restringida, sí debe limitarse a la eliminación o la muerte de ellos, así como cualquier procedimiento que altere su destino puro o su capacidad de expresarse como persona y no como principio previo.


En el aborto terapéutico, se plantea de qué manera se ejerce un juicio de valor en que la voluntad de la madre prime por sobre la voluntad individual o en que el embrión en sí mismo no tenga la normalidad o percepción propia del común de las personas. Se podría pensar que, si una persona tiene una alteración cromosómica que le significará la muerte dentro de los primeros quince días de su vida, cabe preguntarse si es razonable obligar a la mujer a pasar nueve meses de preñez para luego saber que tendrá un niño que morirá de todas maneras, si ello se ha detectado antes de implantarlo o en su primera semana de vida, tal como se puede hacer hoy con diagnósticos genéticos una vez que el embrión está implantado en el útero. Esto constituye un juicio de valor.

2)
Personas que concurrieron a la Comisión.


Formuladas estas consideraciones generales, se dará cuenta de las principales opiniones vertidas sobre el proyecto.

a)
La ministra de Salud de la época, señora Bachelet, expresó que las materias que contiene la iniciativa encierran un alto contenido valórico y filosófico, que debe encuadrarse dentro de un marco jurídico que dé protección a los derechos fundamentales de las personas. En otras palabras, se trata de fijar el marco legal que garantice los derechos de las personas que participan en ensayos clínicos, cautelando el respeto a su dignidad, el derecho a recibir información que les permita adoptar decisiones en torno a su propia salud y también de lograr un equilibrio entre la investigación científica y los objetivos sanitarios del país.


Como antecedente, agregó que en Chile se realizan alrededor de 100 ensayos clínicos al año con productos no registrados.


La única regulación consiste en una norma que establece las pautas generales para la investigación, en la cual se recogen, básicamente, las recomendaciones internacionales sobre el tema.


Los representantes del ministerio señalaron que era necesario contar con una “ley marco” que rija estas actividades en el sector privado. También se pronunciaron sobre la conveniencia de dictar un reglamento que regule las funciones de los comités de ética de investigación.


Respecto de la investigación del genoma humano, la Ministra señaló que ésta no debe tener otros fines que la salud y el progreso de los conocimientos en genética, antropología y evolución humana. Su limitante dice relación al respeto a la dignidad humana, a los derechos y libertades, motivos por los cuales la creación de un Comité de Bioética parece justificarse plenamente y adquirir gran relevancia, pues constituirá el máximo órgano asesor del Gobierno en estas materias. Por ese motivo, además, debe estar integrado de manera pluridisciplinaria y en él se ha de incorporar la participación ciudadana a través de la sociedad civil organizada.


Sobre esta materia, la personera planteó la necesidad de que este Comité cuente con una Secretaría Ejecutiva, bajo la dependencia del Ministerio.


Sobre la prohibición de clonación en seres humanos, se manifestó plenamente de acuerdo con ella, sin perjuicio de considerar algunos aspectos relacionados con la clonación terapéutica para que sean analizados por la Comisión de Bioética, dada su alta complejidad.


En lo que dice relación a la creación de la Comisión Nacional de Bioética, recalcó que su finalidad es asegurar que el proceso de consentimiento sea libre e informado por parte de los pacientes involucrados, y que el protocolo de investigación sea válido. También, debe garantizarse el manejo confidencial de los datos personales.


Legislar sobre todo lo relativo a la investigación en seres humanos permitirá a nuestro país tener una posición clara en los foros internacionales sobre materias que acaparan la atención de modo creciente.

b)
También concurrieron a la Comisión el senador señor Mariano Ruiz-Esquide; el doctor Jorge Allende, director del Instituto de Ciencias Biomédicas de la Facultad de Medicina de la Universidad de Chile; el doctor Sergio Zorrilla, asesor externo del Programa de Bioética de la Universidad de Santiago; la señora Amnie Langlois, filósofa, integrante de un Comité Consultivo de Protección de las Personas en la Investigación Biomédica, de Francia; el doctor Hernán Monasterio, Jefe de la Unidad de Bioética del Ministerio de Salud; la doctora Marie Charlotte Bouesseau y el señor Sebastián Pavlovic, ambos asesores del Ministerio de Salud; el doctor Rodrigo Salinas, director del Instituto de Salud Pública; el doctor Julio Montt, Presidente de la Comisión de Bioética del Colegio Médico de Chile; el doctor Carlos Valenzuela, especialista en genética; el presbítero Fernando Chomalí, profesor del Centro de Bioética de la Facultad de Medicina de la Pontificia Universidad Católica de Chile; el doctor Fernando Zegers, experto en reproducción asistida de la clínica Las Condes. Todos ellos dieron a conocer su importante visión sobre la problemática que plantea la iniciativa en estudio.


En general, los participantes concordaron en la necesidad de fijar un marco jurídico que considere los valores que deben regir la investigación científica y regular el quehacer en este campo, dadas sus grandes potencialidades.


Una opinión disidente advirtió que no era conveniente mezclar materias distintas, como son la clonación y la creación de una Comisión Nacional de Bioética, puesto que esta última tiene una existencia propia y anterior a la clonación.


A continuación, se analizarán los aspectos más relevantes de la discusión de cada una de las materias que comprende la iniciativa.

3)
Consideraciones particulares.

a)
Clonación en seres humanos.


Las opiniones vertidas fueron coincidentes en torno a la prohibición de la clonación en seres humanos. No así respecto de la clonación terapéutica, tema en el cual se esgrimieron argumentos a favor y en contra de la misma.


Se plantearon dudas respecto de la conveniencia de regular la clonación de tejidos y órganos, tomando en cuenta que el aislamiento de células troncales es una terapia celular más que una clonación propiamente tal, motivo por el cual se sostuvo que debería ser una de las materias que debería analizar la Comisión de Bioética.


Uno de los aspectos más debatidos se refiere al uso de embriones humanos para obtener células troncales, lo que ha sido objeto de intensas discusiones, puesto que tiene directa relación con el inicio de la vida humana.


Al analizar el primer aspecto, las consideraciones formuladas atendieron a aspectos valóricos, puesto que todos compartieron el hecho de que no puede haber clonación de seres humanos para la reproducción, como tampoco puede existir apropiación, por cuanto los genes son patrimonio de la humanidad, ni uso de embriones humanos.

b)
Genoma humano.


El descubrimiento del genoma humano ocasionó un importante debate en el ámbito internacional, el cual concluyó con la declaración por parte de la Unesco en el sentido de que forma parte del patrimonio de la humanidad.


Esto trajo consigo grandes interrogantes, especialmente en medicina y específicamente en la ingeniería genética y en la posibilidad de encontrar genes que puedan ser utilizados para prevenir o curar enfermedades aún indeterminadas.


Otro tema ampliamente debatido fue el de las patentes, en cuanto se sostuvo que el genoma humano es patrimonio de la humanidad y nadie puede atribuírselo ni constituir propiedad sobre el mismo o sobre parte de él. Bajo este predicamento, no es posible patentar el conocimiento de la estructura de un gen y de las secuencias del ADN, pero sí se tolera la posibilidad de obtener productos derivados de ellos, como son los medicamentos.


Sobre esta materia, se hizo presente que la terapia génica en células somáticas está relacionada con algunas enfermedades que el mapa del genoma ha encontrado, ya que se han comprobado algunas constantes en pacientes con patologías mortales e, inevitablemente, con alteraciones de cuadros neurológicos. Se pretende que, a través de ciertas terapias, se pueda diagnosticar precozmente la enfermedad.


Otras opiniones plantearon que la redacción del artículo 2°, sobre la definición de clonación humana, basada en la Declaración de la Unesco, debería ser modificada en cuanto señala que el genoma humano es la base de la unidad fundamental de la diversidad de los seres humanos y no considera otros factores, como los culturales, sociales, jurídicos y políticos, los cuales también influyen en la diversidad.


Respecto de la práctica eugenésica, el proyecto sólo permite la modificación de características genéticas humanas que incidan en la herencia en los casos y formas que establezca la ley, sobre la base de que esta materia bien pudiera quedar sujeta a la competencia de la Comisión Nacional de Bioética.


Desde el punto de vista de la patentabilidad, se adujo que, por una parte, se prohíbe que el conocimiento de la estructura de un gen y de las secuencias de ADN sean patentables, mientras que, respecto de los procesos biotecnológicos derivados del conocimiento del genoma humano, así como de los productos obtenidos directamente de ellos, como los medicamentos, sí pueden ser patentables, de acuerdo con las reglas generales. Sobre el particular, se advirtió que era importante recoger la tendencia del derecho comparado, puesto que, si la mayoría de los países adoptan la tesis contraria, es decir, la de otorgar patentes, no tendría sentido la norma, por cuanto no se podría aplicar.


Desde otro punto de vista, en lo concerniente a la prohibición de solicitar, recibir, poseer y utilizar información genética relativa a una persona determinada e identificable, salvo autorización legal expresa, se sugirió establecer una sanción severa, puesto que pueden existir interesados en asumir costos para obtener información.

c)
Creación de una Comisión de Bioética.


Sobre el particular, se manifestaron distintas opiniones, que se reseñan a continuación.


-Las funciones de la Comisión no deben dirigirse a resolver casos específicos, sino a realizar estudios y formular planteamientos generales que puedan servir de base a las comisiones de ética que deberían existir en cada centro de investigación.


-Su regulación, composición y representatividad merecieron reparos.


-Asimismo, se objetó la contratación adhonórem de sus integrantes.


-En relación con la experiencia francesa, se reseñó que los Comités son de carácter regional y que, además, existe una Comisión Nacional de Bioética que posee funciones distintas de las regionales. Entre ambos organismos no existe ninguna vinculación.


La Comisión Nacional da su opinión sobre materias relacionadas con las ciencias biológicas, con alguna connotación importante en la sociedad. Sus observaciones constituyen meras recomendaciones. Está compuesta por 40 miembros, que representan a las distintas corrientes de pensamiento. Algunos son designados por el Presidente de la República, mientras que otros lo son por el Parlamento y por el Gobierno propiamente tal.


Los Comités Regionales, a su vez, tienen, entre sus funciones la de autorizar los protocolos de investigación clínica. Poseen carácter ético-científico. Sus informes son obligatorios e inciden directamente en el otorgamiento de seguros, puesto que constituyen un requisito indispensable para su otorgamiento.


El principal alcance de estos Comités es que deben participar en toda investigación en que exista intervención en seres humanos. Una vez que han emitido opinión, aun cuando sea desfavorable, no puede volver a plantearse ningún requerimiento ante el Comité respectivo ni ante otro distinto. No existe la instancia de apelación.


Estos Comités están integrados por 12 titulares y 12 suplentes y corresponden a profesionales que abarcan las distintas áreas de la ética. Los profesionales actúan en forma gratuita. Distinta es la situación de los requirentes, que sí deben pagar una suma de dinero, que es destinada al mantenimiento de tales entidades.


Los Comités son eminentemente consultivos y carecen de facultades reguladoras, puesto que se ha estimado que, de tenerlas, podrían invadir competencias de otros órganos del Estado. Tampoco tienen injerencia en los establecimientos hospitalarios ni en la práctica clínica, ni en el Ministerio de Salud, puesto que son órganos autónomos.


Los Comités tampoco responden por eventuales daños que pueda sufrir una persona a la que se le aplique un procedimiento sobre el cual ellos hayan informado. La responsabilidad, en estos casos, es del investigador, quien debe contratar un seguro por los eventuales daños que puedan sufrir las personas que son objeto de investigaciones.

IX. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN GENERAL.

Tras recibir una nutrida información sobre las materias que comprende el proyecto de ley, la Comisión aprobó en general la idea de legislar por la unanimidad de los Diputados señores Aguiló, don Sergio; Cornejo, don Patricio; Masferrer, don Juan; Melero, don Patricio, y Olivares, don Carlos.

X. PRIMERA DISCUSIÓN EN PARTICULAR.


Con ocasión del inicio de la discusión en particular, el Ejecutivo envió una indicación que introduce modificaciones en el articulado del proyecto, que se detallarán en cada caso en particular.

ARTÍCULO 1º.


“Artículo 1º.- La presente ley tiene por finalidad proteger la vida, la integridad física y síquica de las personas, así como su dignidad e identidad genética, con respecto a la investigación científica y sus aplicaciones y al ejercicio de la medicina.”

Indicación del Ejecutivo.


-Para agregar, a continuación de la palabra “científica”, el vocablo “biomédica” y reemplazar la frase “y al ejercicio de la medicina” por la palabra “clínicas”.


El Ejecutivo argumentó que, al añadirse el término “biomédica”, se pretende restringir la aplicación de la ley al ámbito original, cual es la investigación científica aplicada a la medicina, ya que, al hablarse solamente de investigación científica, se amplía mucho el espectro, abarcando actividades que están fuera del ámbito de la ley.


Asimismo, al reemplazarse la frase “y al ejercicio de la medicina” por la palabra “clínicas”, se aclara que el proyecto no pretende regular el ejercicio de la medicina, sino sólo las aplicaciones clínicas de la investigación científica, lo que es más concordante con la intención original de los autores de la moción. Del mismo modo, se indicó que de esta forma se guarda mayor relación con la nomenclatura utilizada internacionalmente.


-Puesto en votación el artículo 1º, con la indicación del Ejecutivo, fue aprobado por unanimidad.

ARTÍCULO 2º.


“Artículo 2º.- El genoma humano es la base de la unidad fundamental de todos los miembros de la familia humana y del reconocimiento de su identidad, dignidad y diversidad.”


En relación con esta materia, se cuestionó si efectivamente debía considerarse al genoma humano como base fundamental de todos los miembros de la familia humana, ya que de ello pudiera inferirse que también sería la base fundamental de la vida, incluso desde el momento en que el genoma humano se estructura, determinando así que ese sería el momento en que comenzaría la vida humana, desde un punto de vista legal.


Se hizo presente que, a propósito del tema del aborto, se había señalado que no existe una norma que establezca desde cuando existe la vida. En razón de lo anterior, se recalcó la importancia que podría tener el artículo 2°, en cuanto a las consecuencias que podrían derivarse de su aplicación. Asimismo, se requirió precisar si el término familia se estaba utilizando en forma taxonómica o de asociación.


Al respecto, el Ejecutivo precisó que esta norma tiene un carácter declarativo y que corresponde, en forma casi textual, al primer artículo de la Declaración sobre Genoma de la Organización de Naciones Unidas
.


En general, los diputados concordaron con la necesidad de modificar esta norma, en el sentido de darle un alcance más científico, puesto que, con la definición actual, se señalan características. Desde otro punto de vista, también se indicó que era imprecisa y vaga, por lo que se planteó la inconveniencia de establecer esta definición en la ley, dado que el Código Civil, en su artículo 20, establece claramente que “las palabras de la ley se entenderán en su sentido natural y obvio, según el uso general de las mismas palabras”, y, por lo tanto, al no definirse el concepto en la ley, éste debiera entenderse según su definición científica. Además, de este modo, el concepto científico podría experimentar variaciones, de acuerdo con los avances de la ciencia, motivo por el cual no sería conveniente establecer una definición en la ley. A modo de ejemplo, se citó el caso del descubrimiento del mapa genético en el año 2001, en circunstancias que tres años después ya existen muchos avances en la materia.


Sobre el particular, la legislación comparada define la expresión genoma como el conjunto global de información genética contenida en las moléculas de ácido nucleico. En el caso de los organismos pluricelulares, con reproducción sexual, como ocurriría en el caso del ser humano, sería el conjunto global de la información genética que existe en una célula inicial, el cigoto, formado tras la fecundación, que se conserva invariable, salvo mutación somática, en todas y cada una de las células del individuo.


-Finalmente, tras un largo debate, se acordó rechazar el artículo 2°, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión.

ARTÍCULO 3º.


“Artículo 3º.- Se prohíbe toda práctica eugenésica. Sólo se podrán modificar características genéticas humanas que incidan en la herencia en los casos y en la forma previstos por la ley.”


Se puntualizó que el término “eugenesia” implica una manipulación del material genético con fines positivos.


Sobre el particular, se señaló que las prácticas eugenésicas deberían ser permitidas, en cuanto cada persona es dueña de su genoma, y podría requerir de una modificación tendente a obtener un fin terapéutico.


El Ejecutivo mantuvo la idea original, con objeto de resguardar la posibilidad de que cada persona pueda decidir la práctica de una intervención en su propia carga genética. Del mismo modo, las restricciones que establece esta norma persiguen enmarcar esta facultad dentro de un criterio positivo, evitando su utilización para fines discriminatorios.


Asimismo, se hizo presente que era necesario precisar qué debe entenderse por práctica eugenésica. Al respecto, el Diccionario de la Real Academia Española consigna la siguiente definición: “Aplicación de las leyes biológicas de la herencia al perfeccionamiento de la especie humana”.


Se explicó que comúnmente existe la tendencia a entender que las prácticas eugenésicas tienen por objeto un efecto negativo, como es la manipulación de la especie y como pudiera ser el manejo de características determinadas, razón por la cual se insistió en la necesidad de precisar muy claramente el sentido de esta norma. A vía ejemplar, desde un punto de vista positivo, se citó el caso de los alimentos genéticamente modificados y el de las eventuales modificaciones genéticas para el perfeccionamiento de la especie humana, en el sentido de eliminar algunas enfermedades.


Uno de los autores de la moción, el senador señor Mariano Ruiz-Esquide, aclaró los alcances de la norma, recordando que este proyecto se comenzó a trabajar inmediatamente después del “destape” mundial en el tema de los cambios genéticos y de la clonación, siendo su sentido original establecer qué se podía hacer y qué no se podía hacer en esta materia, ya que el gran temor existente era la posibilidad de cometer abusos en las intervenciones genéticas. Añadió que los autores de la moción se habían situado en dos grandes escenarios, siendo el primero el descrito por Aristóteles, en el sentido de que el mal uso no debiera restringir el uso de una cosa, y que, al mismo tiempo, no se deseaba permitir que se avanzara en una línea distinta de lo considerado normal dentro de la especie humana. De esta manera, al prohibirse toda práctica eugenésica, se buscaba evitar que el mejoramiento de la especie humana pudiera llegar a prácticas aberrantes y con fines discriminatorios. Sobre el particular, precisó que el mejoramiento genético de la raza humana y la intervención sobre su gen con objeto de cambiar la naturaleza profunda del ser humano, no eran positivos.


Agregó que mejorar la raza humana a través de un terapia genética pudiera significar intervenir un gen como el del cáncer, llegándose así a modificar de tal manera las características del ser humano que lo alejaran de las particularidades esenciales propias de su natura. Precisó que la discusión se había centrado en establecer en qué medida se podía intervenir para mejorar la raza, evitando la repetición de hechos que han sido repudiados por la humanidad.


Explicó que la redacción del artículo puede parecer contradictoria, puesto que, en su primera oración, prohíbe derechamente toda práctica eugenésica, entendida en su sentido negativo, dejando abierta la posibilidad, a través de la oración siguiente, de que por medio de otro cuerpo legal se establezcan los casos y formas en que esto pueda efectuarse, de acuerdo con los avances que experimente la genética, descartando así cualquier eventual contradicción en la norma.


-Puesto en votación el artículo 3°, fue aprobado por cinco votos a favor y una abstención.

ARTÍCULO 4º.


“Artículo 4º.- Se prohíbe toda forma de discriminación basada en el patrimonio genético de las personas.”


-Puesto en votación el artículo, sin discusión, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión.

ARTÍCULO 5º.


“Artículo 5º.- Sólo podrán realizarse estudios e indagaciones para determinar la identidad genética de una persona con su consentimiento, o por orden de tribunal competente en causa en que tal hecho sea relevante.”

Indicación del Ejecutivo.


-Para intercalar, a continuación de la palabra “consentimiento” y la coma (,) que le sigue, la frase “el de su representante conforme a esta ley”, seguida de una coma (,).


Con respecto a esta materia, se objetó que la indicación incorpora una forma de representación específica para esta ley, en circunstancias que el Código Civil contempla dicha normativa, por lo cual resultaría improcedente.


Sobre el particular, el representante del Ejecutivo precisó que esta indicación tenía directa relación con otra presentada respecto al artículo 7°, mediante la cual se otorga una solución para aquellos casos en que el representante legal de una persona no pueda ser consultado ante la urgencia de administrar alguna terapia genética.


Agregó que esta forma de representación busca solucionar un tema específico de esta ley, sin modificar las normas generales de representación contempladas en la legislación chilena.


Con respecto a estas explicaciones, se planteó una opinión discrepante, por cuanto el artículo 3° se refiere a la realización de estudios e indagaciones para determinar la identidad genética de una persona, caso en el cual no parece justificarse la urgencia, que sí existe en la administración de una terapia, por lo que bien pudieren aplicarse las normas generales.


Profundizando sobre lo anterior, se puntualizó que los artículos 5° y 7° consideran situaciones distintas, puesto que el primero se refiere a estudios e indagaciones, mientras que el segundo trata de toda investigación científica en seres humanos que involucre una intervención física o psíquica, por lo cual se concluyó que el ámbito de aplicación de ambos preceptos es diferente.


En razón de lo anteriormente expuesto, se acordó reemplazar la citada indicación por la siguiente:


-”Para intercalar, a continuación de la palabra “consentimiento” y de la coma (,) que le sigue, la frase “el de su representante legal”, seguida de una coma (,).”


-Puesto en votación el artículo 5°, con la citada indicación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes.

ARTÍCULO 6º.


“Artículo 6º.- La libertad para llevar a cabo actividades de investigación científica tiene como límite el respeto a los derechos y libertades esenciales que emanan de la naturaleza humana, así reconocidos por la Constitución Política de la República.”

Indicación del Ejecutivo.


-Para intercalar, a continuación de la palabra “científica”, la locución “biomédica en seres humanos”; eliminar la palabra “así”, y agregar, a continuación del vocablo “República”, la frase “así como por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes”, precedida por una coma (,).


-Puesto en votación el artículo 6°, con la indicación presentada, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes.

ARTÍCULO 7º.


“Artículo 7º.- Toda investigación científica en un ser humano que involucre algún tipo de intervención física o psíquica en el sujeto debe ajustarse a lo dispuesto en la presente ley, además de a otras normas que resulten aplicables, según el caso.


Deberá contar con el consentimiento libre e informado del sujeto, otorgado personalmente, o por su representante legal, cuando aquél carezca de capacidad para obrar por sí mismo.


La prestación del consentimiento deberá constar en un acta firmada también por el director responsable del proyecto respectivo y por el director del establecimiento donde se realizará la investigación, quien actuará como ministro de fe.


La revocación del consentimiento procederá siempre y no generará responsabilidad de ninguna especie, cualesquiera sean los efectos que ella produzca.”

Indicaciones del Ejecutivo.

1.
Para suprimir, en el inciso primero, la frase “en el sujeto” y reemplazar la locución “además de a otras” y la coma (,) que le precede, por la frase “y en las demás”.

2.
Para reemplazar el inciso segundo por el siguiente:


“Deberá contar con el consentimiento libre e informado otorgado personalmente, o por el representante cuando la persona carezca de capacidad para obrar por sí misma.”

3.
Para agregar el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando los actuales incisos tercero y cuarto, a ser incisos cuarto y quinto, respectivamente:


“Para los efectos de esta ley el representante de una persona será quien sea el representante legal, en caso que éste no exista o no pueda ser consultado y se trate de una situación de urgencia para la persona, será considerado representante quien a cuyo cuidado la persona se encuentre o, en caso de pacientes psiquiátricos, quien haya sido designado su apoderado para efectos del tratamiento.”

4.
Para intercalar, en el actual inciso tercero, que ha pasado a ser inciso cuarto, a continuación de la palabra “investigación”, la frase “o por quien éste designe”.

5.
Para intercalar, en el actual inciso cuarto, que ha pasado a ser inciso quinto, después de la palabra “siempre”, la frase “y en cualquier momento”.

Indicaciones parlamentarias.


-El diputado señor Ojeda presentó una indicación para agregar, en el inciso segundo del artículo 7°, entre las expresiones “consentimiento libre” e “informado”, la palabra “expreso”, antecedida de una coma (,), a fin de que no quede ninguna duda sobre el particular, recalcando que es menester contar con una manifestación concreta de la voluntad.


-Asimismo, para guardar concordancia con el artículo 6°, se agregó la palabra “legal” después de la expresión representante.


Desde otro punto de vista, se planteó un debate acerca del significado de las expresiones ser humano y persona humana, puesto que la primera acepción podría comprender incluso al ser en su vida intrauterina, mientras que el concepto de persona, al tenor de lo que señala el artículo 55 del Código Civil, es todo individuo de la especie humana, cualquiera que sea su edad, sexo, estirpe o condición, siendo así un concepto más restringido, por lo que, al hablar de ser humano, se excluiría cualquier posibilidad de realizar investigaciones en embriones humanos. En razón de lo anterior, tras un arduo debate, se acordó mantener el término ser humano, por ser un concepto internacionalmente empleado, que no restringe el ámbito de aplicación de esta ley.


El representante del Ejecutivo aclaró el sentido y alcance de las indicaciones presentadas, las cuales tienen por objeto introducir algunas modificaciones de redacción menor. Añadió que la inclusión de una norma que determine qué debe entenderse por “representante” para efectos de esta ley, busca precaver situaciones inesperadas que podrían suscitarse y que requirieran de una autorización rápida.


-Puesto en votación el artículo 7°, con las indicaciones presentadas por el Ejecutivo y por el Diputado Ojeda, fue aprobado por unanimidad, con la sola excepción de la tercera indicación, que agrega un nuevo inciso tercero, la cual fue aprobada por cinco votos a favor y dos en contra.

ARTÍCULO 8º.


“Artículo 8º.- Sin perjuicio de las exigencias establecidas en las demás normas de esta ley, son deberes especiales del investigador:

1)
Transmitir al sujeto, en un lenguaje comprensible para él, toda la información que necesite para prestar un consentimiento informado, incluida la posibilidad de negarse a participar en la investigación antes de su inicio y durante el curso de la misma, sin incurrir en responsabilidades o sanciones ni en pérdida de beneficios.

2)
Ofrecer al sujeto amplia oportunidad de hacer preguntas e instarlo a que las haga.

3)
Excluir toda posibilidad de engaño, influencia indebida o intimidación.

4)
Recabar el consentimiento escrito del sujeto una vez que éste tenga pleno conocimiento de los siguientes aspectos:


-naturaleza de la investigación, procedimientos a seguir y duración aproximada;


-riesgos e incomodidades asociadas a la investigación;


-beneficios potenciales de la investigación, y


-procedimientos o tratamientos alternativos que podrían ser beneficiosos.

5)
Renovar el consentimiento informado si las condiciones o los procedimientos de la investigación sufren modificaciones importantes.”

Indicaciones del Ejecutivo.

1.
Para reemplazar, en el numeral 1), la expresión “al sujeto” por la frase “a la persona que participará en la investigación”, y el pronombre “él” por “ella”.

2.
Para suprimir, en el numeral 2), la expresión “al sujeto” y reemplazar la palabra “instarlo” por la frase “instar a la persona”.

3.
Para suprimir, en el numeral 4), la expresión “del sujeto” y reemplazar la palabra “éste” por la expresión “la persona”.

4.
Para agregar, en la letra b) del numeral 4), a continuación de la palabra “investigación”, la siguiente oración, precedida de un punto seguido (.): “En caso que la investigación involucre un medicamento o dispositivo médico no registrado en Chile o cuya indicación no esté registrada, el investigador deberá hacer indicación expresa de ello”.

5.
Para agregar, en el numeral 5), después de la palabra “importantes”, la frase “según lo califique el Comité Ético Científico que haya informado y aprobado el proyecto de investigación”, precedida de una coma (,).

Indicaciones parlamentarias.


-La diputada señora Ibáñez, y los Diputados señores Accorsi, Cornejo, Ojeda, Palma y Robles, presentaron una indicación para reemplazar, en el N° 1 del artículo 8°, la frase “a la persona que participará en la investigación” por “a la persona que será objeto de la investigación”.


-Los diputados señores Ojeda y Robles presentaron una indicación para agregar, en el numeral 1 del artículo 8°, después de la palabra “transmitir”, la frase “por escrito y verbalmente”, y reemplazar la expresión “al sujeto”, por la oración “a la persona que será objeto de la investigación o a su representante legal”.


En términos generales, las indicaciones formuladas por el Ejecutivo tienen por objeto introducir cambios formales, destinados a armonizar el texto legal en su conjunto.


Asimismo, las indicaciones presentadas por los parlamentarios buscan precisar algunos aspectos, en el sentido de que quien sea sometido a una investigación tenga pleno conocimiento de todos los aspectos involucrados en ella, a fin de que pueda prestar un consentimiento informado, motivo por el cual proponen que dicha información sea transmitida tanto en forma escrita como verbal, a fin de evitar cualquier duda al respecto.


-Puesto en votación el artículo 8°, con las indicaciones del Ejecutivo y las de los parlamentarios, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

ARTÍCULO 9º NUEVO.

Indicación del Ejecutivo.


Para intercalar, a continuación del artículo 8º, los siguientes artículos 9º y 10, nuevos, modificándose la numeración correlativa siguiente:


“Artículo 9º.- En cada Secretaría Regional Ministerial de Salud existirá un Comité Ético Científico destinado a informar y autorizar los proyectos de investigación científica biomédica que se pretendan desarrollar en el territorio de su competencia.


El Reglamento establecerá los casos especiales en los que por afectar a dos o más regiones del país, o por la importancia nacional de la investigación biomédica propuesta, el Ministerio de Salud pueda constituir un Comité Ad hoc para informar y autorizar dicha investigación. Asimismo, la forma de integración, funcionamiento y los procedimientos a que deberán ceñirse dichos Comités se establecerán mediante Reglamento.


Los Comités Ético Científicos no podrán autorizar ninguna investigación o proyecto científico en el cual detecten la omisión de las obligaciones que los artículos 7º y 8º de esta ley imponen al investigador.”.


El representante del Ejecutivo explicó que esta indicación obedece al cambio introducido en el honorable Senado, mediante el cual se introdujeron Comités de Bioética en cada establecimiento, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 20.


La propuesta del Gobierno consiste en suprimir los Comités de Bioética en cada establecimiento, puesto que, para guardar concordancia con las reformas contempladas en el proyecto de autoridad sanitaria, dichos Comités deberían quedar radicados en la Secretaría Regional Ministerial de Salud de cada región, por lo que no tendría sentido mantener en los servicios de salud, que tendrían una función principal de prestadores, una función propia de la autoridad sanitaria.


Sobre el particular, se abrió un breve debate en torno a los beneficios que pudieren derivarse de este proceso de descentralización y, desde otro punto de vista, se hizo hincapié en que esto generaría algún grado de discrecionalidad, por cuanto imperarían distintos criterios, motivo por el cual se sostuvo que era preferible que este tipo de investigaciones se radicara en una sola instancia.


-Puesta en votación la indicación presentada, fue aprobada por seis votos a favor y una abstención.

Indicaciones parlamentarias.


La diputada señora Ibáñez, y los diputados señores Accorsi, Ojeda, Olivares, Palma y Robles, presentaron una indicación para agregar otro inciso final al nuevo artículo 9°, del siguiente tenor:


“Los Comités Ético Científicos, al informar y autorizar los proyectos de investigación científica biomédica que se le presenten, deberán considerar la adecuación de dichos protocolos a las pautas ético científicas de la investigación científica en seres humanos, validadas y reconocidas internacionalmente.”


-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por unanimidad.

ARTÍCULO 10 NUEVO.


“Artículo 10.- Los responsables del proyecto de investigación que utilicen medicamentos no registrados o con indicación no registrada deberán contratar en el país seguros de responsabilidad para cubrir los perjuicios que durante el proyecto de investigación, y con motivo de él, sufran las personas que participaren en la investigación.”.

Este artículo tiene por finalidad establecer la obligación, para los responsables del proyecto de investigación en que se utilicen medicamentos no registrados, o con indicación no registrada, de contratar un seguro de responsabilidad, de manera de prever los efectos que pudieren sufrir las personas que son objeto de la investigación.

Dada la naturaleza de las investigaciones, los parlamentarios fueron de la opinión de no restringir la aplicación de este seguro al uso de medicamentos no registrados, ampliándola a toda investigación científica biomédica.

Indicaciones parlamentarias.


La diputada señora Ibáñez, y los diputados señores Accorsi, Cornejo, Olivares, Palma y Robles, presentaron una indicación para eliminar, en el artículo 10, la frase “que utilicen medicamentos no registrados o con indicación no registrada”.


-Puestas en votación ambas indicaciones, fueron aprobadas por unanimidad.

ARTÍCULO 9º.


“Artículo 9°.- Los exámenes genéticos y los análisis predictivos de la misma naturaleza sólo podrán hacerse por motivos terapéuticos o de investigación científica, de acuerdo a las normas de esta ley.


En la realización de estos exámenes y análisis se deberá dar cumplimiento a lo establecido en los artículos 7º, 8º y 13 de esta ley.”


Este artículo tiene que ver con la posibilidad de que, con los análisis genéticos, se pueda saber qué pasará con una enfermedad determinada más adelante, lo que hoy no se da. 

Indicaciones del Ejecutivo.


-Para intercalar, en el inciso primero del actual artículo 9°, que ha pasado a ser artículo 11, entre las palabras “motivos” y “terapéuticos”, la palabra “diagnósticos”, seguida de una coma (,).


-Para sustituir, en el inciso segundo, el guarismo “13” por “15”, a fin de guardar concordancia con las otras modificaciones introducidas.


-Puesto en votación el artículo con las indicaciones señaladas, fue aprobado por unanimidad.

ARTÍCULO 10.


“Artículo 10.- La terapia génica en células somáticas está destinada al tratamiento de enfermedades o a impedir su aparición.


Será aplicable en estos casos lo dispuesto sobre consentimiento informado en los artículos 7º y 8º de esta ley.”

Indicación del Ejecutivo.


-Para reemplazar, en el inciso primero del actual artículo 10, que ha pasado a ser artículo 12, la contracción ilativa “al” por la frase “a la detección, diagnóstico y”.


-Puesto en votación el artículo con la indicación, sin discusión, fue aprobado por unanimidad.

ARTÍCULO 11.


“Artículo 11.- Se prohíbe la clonación de seres humanos y por tanto cualquier intervención a persona que dé por resultado la creación de un ser humano genéticamente idéntico a otro, vivo o muerto.


La clonación de tejidos y órganos sólo procederá con una finalidad terapéutica. En ningún caso podrá usarse para tales fines embriones humanos.”


Se recordó lo sostenido por el doctor Zegers, quien planteó que si la clonación se limitaba a la acción terapéutica, la investigación en tejidos quedaría restringida en el país, motivo por el cual se acordó ampliar el sentido de esta norma para permitir la investigación científica en esta área. Para estos efectos, se presentó la siguiente indicación.

Indicación parlamentaria.


-De los diputados señora Ibáñez y señores Ojeda, Olivares, Palma y Robles, para reemplazar, en el inciso segundo, la frase “con una finalidad terapéutica” por “con fines terapéuticos o de investigación científica”, para guardar armonía con la nomenclatura normalmente empleada y con el resto del proyecto.


-Puesto en votación el artículo con la indicación señalada, fue aprobado por unanimidad.

ARTÍCULO 12.


“Artículo 12.- El conocimiento del genoma humano es patrimonio común de la humanidad. Nadie puede atribuirse ni constituir propiedad sobre el mismo o sobre parte de él. Por lo tanto, el conocimiento de la estructura de un gen y de las secuencias de ADN no son patentables.


Los procesos biotecnológicos derivados del conocimiento del genoma humano, así como los productos obtenidos directamente de ellos, como los medicamentos, son patentables según las reglas generales.”


Respecto de esta materia, se recordó el acuerdo adoptado entre Estados Unidos e Inglaterra, mediante el cual se estableció que el conocimiento de la estructura de un gen y de las secuencias de ADN no son patentables, puesto que el genoma humano es patrimonio de la humanidad.


Sobre la misma materia, se hizo presente que el inciso segundo señala que los procesos biotecnológicos derivados del conocimiento del genoma humano, así como los productos obtenidos de ellos, como los medicamentos, son patentables de acuerdo con las normas generales.


En el nivel internacional, las patentes tienen un tiempo de duración, al cabo del cual los productos protegidos por esas patentes pueden ser utilizados en forma liberada.


-Puesto en votación el artículo, sin discusión, fue aprobado por cinco a favor y dos abstenciones.

ARTÍCULO 13.


“Artículo 13.- La información genética de una persona será reservada, salvo que ella la revele o que el juez lo autorice, todo ello sin perjuicio de las normas sobre secreto profesional.”

Indicación parlamentaria.


-Con objeto de adecuar esta norma al artículo 5°, y especificar que debe tratarse de un hecho relevante, los Diputados señora Ibáñez y señores Olivares, Palma y Robles formularon una indicación para sustituir la frase “que el juez lo autorice” por “o por orden de tribunal compentente en causa en que tal hecho sea relevante”.


-Puesto en votación el artículo con la indicación consignada, fue aprobado por unanimidad.

ARTÍCULO 14.


“Artículo 14.- La recolección, almacenamiento, tratamiento y difusión de datos genéticos de las personas se ajustará a las normas de la ley Nº 19.628, sobre Protección de Datos de Carácter Personal.”


-Puesto en votación el artículo, sin discusión, fue aprobado por unanimidad.

ARTÍCULO 15.


“Artículo 15.- Queda prohibido solicitar, recibir, poseer y utilizar información genética relativa a una persona determinada e identificable, así como indagar si una persona se ha realizado un examen o análisis de carácter genético, salvo autorización legal expresa.

Estas prohibiciones no afectan a la recolección y procesamiento de información genética de carácter estadístico y no nominativa.”

Indicación del Ejecutivo.


-Para suprimir, en el inciso primero del actual artículo 15, que ha pasado a ser artículo 17, la palabra “legal” y agregar, a continuación de la palabra “expresa”, la frase “de la persona o su representante o por orden de tribunal competente en causa en que tal hecho sea relevante”.


-Puesto en votación el artículo con la indicación, sin discusión, fue aprobado por unanimidad.

ARTÍCULO 16.


“Artículo 16.- Los datos genéticos que permitan la identificación de una persona deberán ser encriptados para su almacenamiento y transmisión.


La encriptación podrá omitirse temporalmente por razones de salud pública.”


-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por unanimidad.

ARTÍCULO 17.


“Artículo 17.- Créase una Comisión Nacional de Bioética que estará integrada por las siguientes personas:


Cuatro académicos designados por el Consejo de Rectores, que pertenezcan respectivamente a las Facultades de Medicina, Derecho, Ciencias y Filosofía de las universidades que lo integran.


Tres personas designadas por el Instituto de Chile, que pertenezcan a las Academias de Medicina, de Ciencias y de Ciencias Sociales, Políticas y Morales, respectivamente.


Una persona designada por el Senado.


Una persona designada por el Presidente de la República, quien la presidirá.


Las personas designadas permanecerán en sus funciones por el plazo de tres años, pudiendo ser reelegidos. Servirán dichas funciones ad-honorem.”

Indicación del Ejecutivo.


-Para sustituir el actual artículo 17, que ha pasado a ser artículo 19, por el siguiente:


“Artículo 19.- Créase una Comisión Nacional de Bioética que estará integrada por las siguientes personas:


Ocho académicos universitarios expertos en bioética: dos de Facultades de Medicina, dos de Facultades de Derecho, dos de Facultades de Ciencias y dos de Facultades de Filosofía, nombrados por el Presidente de la República a partir de cuatro quinas únicas propuestas por el Consejo de Rectores.


Dos personas designadas por el Senado.


Dos personas designadas por la Cámara de Diputados.


Una persona designada por la Corte Suprema.


Una persona designada por el Presidente de la República, quien la presidirá.


Las personas designadas permanecerán en sus funciones por el plazo de tres años, pudiendo ser reelegidos. Servirán dichas funciones ad-honorem.”

Indicación parlamentaria.


-La diputada señora Ibáñez, y los diputados señores Accorsi, Olivares, Palma y Robles, presentaron una indicación con respecto al artículo 17, para complementar los requisitos que deben cumplir los académicos universitarios, introduciendo, a continuación de la palabra “bioética”, la siguiente frase: “que serán designados mediante un proceso de selección nacional de antecedentes”.


El representante del Ejecutivo explicó que la indicación formulada tenía por objeto aumentar el número de integrantes de la Comisión Nacional de Bioética, para guardar relación con las funciones que se establecen en el artículo siguiente. Algunos parlamentarios fueron del parecer de incluir algunos elementos de discriminación positiva, permitiendo mantener el equilibrio entre los distintos géneros y confesiones, de manera de tener la mayor diversidad posible de opiniones representadas en el seno de la Comisión, lo que fue desechado, dado el amplio espectro que representan los integrantes de dicha entidad.


-Solicitada la división de la votación, se pusieron en votación las indicaciones del Ejecutivo y de los parlamentarios, salvo la relativa a la persona designada por el Presidente de la República, y fueron aprobadas por 7 votos a favor y 1 en contra.

Con la misma votación, fue aprobada la oración referida a la persona designada por el Presidente de la República.

ARTÍCULO 18.


“Artículo 18.- La Comisión tendrá las siguientes funciones:


Asesorar al Presidente de la República en materias propias de su competencia.


Elaborar los informes de su especialidad que le soliciten los órganos del Estado y los establecimientos de educación superior.


Promover el estudio y conocimiento de la bioética en el nivel académico y asistencial y normativo.


Proponer las normas que sean necesarias para la aplicación de esta ley u otras relacionadas con la bioética, las que deberán ser sancionadas mediante los actos administrativos que procedieren para su debida exigibilidad.”

Indicación del Ejecutivo.


-Para sustituir el actual artículo 18, que ha pasado a ser artículo 20, por el siguiente:


“Artículo 20.- La Comisión tendrá las siguientes funciones:


-Asesorar a los Poderes del Estado en los asuntos éticos que surgen de los avances científicos y tecnológicos en biomedicina.


-Asesorar al Ministerio de Salud en materias relacionadas con la investigación científica en seres humanos, y recomendar la dictación, modificación o supresión de las normas que regulen la actividad científica en Chile.


-Promover el estudio, conocimiento y debate de la bioética en la sociedad y especialmente en los sectores académicos, medios de comunicación y asistenciales. 


Las recomendaciones y acuerdos de la Comisión podrán ser fruto de consensos o votaciones, y deberán dejar siempre constancia de las diferencias o disidencias que en su seno se produzcan.”


El representante del Ejecutivo argumentó que se debe tener presente que el proyecto constituye una ley de carácter “marco”, puesto que se trata de una materia que no se encuentra totalmente acotada, por tratarse de una ciencia bastante nueva, motivo por el cual las funciones de asesoría que se encomiendan a la Comisión adquieren una relevancia especial.


-Puesta en votación la indicación del Ejecutivo, sin discusión, fue aprobada por 7 votos a favor y 1 en contra.

ARTÍCULO 19.


“Artículo 19.- La Comisión tendrá una Secretaría Ejecutiva que coordinará su funcionamiento y cumplirá los acuerdos que aquélla adopte. Estará conformada por el personal que al efecto asigne el Ministerio de Salud, entre los cuales deberá incluirse un profesional experto en bioética y un abogado.”

Indicación parlamentaria.


-Del diputado señor Accorsi para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 19.- La Comisión tendrá una Secretaría Ejecutiva que coordinará su funcionamiento y cumplirá los acuerdos que aquélla adopte. Estará conformada por el personal que designe el Ministro de Salud, entre los cuales se incluirán un médico y un abogado, ambos expertos en bioética.”


-Puesta en votación la indicación, sin discusión, fue aprobada por 7 votos a favor y 1 abstención.

ARTÍCULO 20.


“Artículo 20.- Los establecimientos que deseen participar en proyectos de investigación científica en seres humanos, deberán contar con un Comité de Bioética conforme al reglamento.


Los Comités de Bioética autorizarán las investigaciones que sean sometidas a su consideración, de acuerdo con las normas establecidas a propuesta de la Comisión Nacional de Bioética.”

Indicación del Ejecutivo.


Para suprimirlo.


El representante de Gobierno expuso que tal supresión obedece a la necesidad de adecuar estas normas a la nueva institucionalidad sanitaria, donde los Comités Éticos Científicos se radican en las Secretarías Regionales Ministeriales, por cuanto la función de informar es propia de la autoridad sanitaria.


Asimismo, se pretende evitar que estos intereses influyan en la autorización de un proyecto determinado, cuando tal investigación pudiere beneficiar a la misma entidad que lo autoriza. 


-Puesta en votación la supresión del artículo 20, fue aprobada por unanimidad.

ARTÍCULO 21.


“Artículo 21.- El que violare la reserva de la información genética de una persona, al margen de los casos que autoriza el artículo 13, sufrirá las penas establecidas en ambos incisos del artículo 247 del Código Penal, según el caso.


El que omitiere la encriptación a que se refiere esta ley, sin incurrir en la conducta descrita en el inciso anterior, será sancionado con una multa de tres a cinco unidades tributarias mensuales.”


Con respecto a la mención del artículo del 247 del Código Penal, que sanciona al empleado público que descubra secretos en razón de su cargo, provocando perjuicio a un particular, y a la figura penal que se hace extensiva al profesional que revele secretos que se le han confiado en razón de su profesión, se hizo presente que no era asimilable a los particulares, por lo que existiría un vacío en esta materia, razón por la cual el Ejecutivo se comprometió a presentar una indicación en este sentido.


Sobre el particular, se hizo mención de la peligrosidad que revistiría la entrega de información genética, como pudiera, por ejemplo, ser el caso de que ésta fuera utilizada por una Isapre y que de tal manera pudiera discriminar a sus beneficiarios.

Indicación parlamentaria.


Dada la trascendencia en cuanto a la gravedad de los perjuicios, el Diputado señor Accorsi presentó una indicación, que fue suscrita por los Diputados señora Ibáñez y los señores Cornejo, Olivares, Palma y Robles, destinada a aumentar el monto de la multa contemplada en el inciso segundo, para lo cual se establece que podrá llegar hasta 1.000 unidades de fomento, eliminando de esta manera la mención de tres a cinco unidades tributarias mensuales.


-Puestos en votación en forma sucesiva la indicación y el artículo, fueron aprobados por unanimidad y por 7 votos a favor y 1 en contra, respectivamente.

ARTÍCULO 22.


“Artículo 22.- El que omitiere el acta a que se refiere el inciso tercero del artículo 7° o la confeccionare manifiestamente incompleta o sustancialmente falsa, será sancionado con una multa de 10 a 20 unidades tributarias mensuales.”

Indicaciones del Ejecutivo.


-Para agregar, en el artículo 22, a continuación de la palabra “mensuales”, la frase “sin perjuicio de las responsabilidades civiles o penales que procedan”, precedida de una coma (,).


-Para agregar el siguiente inciso segundo:


“La misma sanción afectará a quienes desarrollen proyectos de investigación científica biomédica en seres humanos o en su genoma con omisión de la autorización del Comité Ético Científico que corresponda de acuerdo con lo preceptuado por el artículo 9º.”

Indicación parlamentaria.


-Por las mismas razones expresadas en el análisis del artículo anterior, respecto de la gravedad, se aprobó una indicación para elevar la multa hasta 1.000 unidades de fomento, suprimiendo la mención “de 10 a 20 unidades tributarias mensuales”.


-Puesto en votación el artículo, con las tres indicaciones señaladas, fue aprobado por unanimidad.

ARTÍCULO 23.


“Artículo 23.- El que clonare o iniciare un proceso de clonar seres humanos será sancionado con la pena de presidio menor en su grado medio.”

Indicaciones del Ejecutivo.


-Para agregar, en el actual artículo 23, que ha pasado a ser artículo 24, a continuación de la frase “en su grado medio”, la frase “y la inhabilitación absoluta para el ejercicio de la profesión durante el tiempo que dure la condena”.


-Para agregar el siguiente inciso segundo: “En caso de reincidencia, podrá el infractor ser sancionado con la pena de inhabilitación absoluta perpetua para ejercer la profesión.”


-Puesto en votación el artículo con las dos indicaciones, fue aprobado por unanimidad.

ARTÍCULO 25 NUEVO.

Indicación del Ejecutivo.


Para agregar el siguiente artículo 25, nuevo:


“Artículo 25.- Corresponderá al Ministerio de Salud establecer mediante reglamento las normas que complementen o desarrollen los contenidos de esta ley.”


-Puesta en votación la indicación para introducir un nuevo artículo, fue aprobada por unanimidad.

XI. PRIMER TEXTO APROBADO POR LA COMISIÓN.


El texto aprobado inicialmente por la Comisión se incluye en el comparado que se adjunta al final de este informe.

XII. REAPERTURA DEL DEBATE.


Con fecha 16 de marzo, la Comisión acordó por unanimidad reabrir debate, para lo cual se estimó necesario contar con la opinión de los doctores señores Fernando Zegers, Manuel Santos y Sebastián Pavlovic, asesor jurídico del Ministerio de Salud.


A continuación, se incluye una pequeña síntesis de lo expuesto por estos especialistas.

a)
El doctor Santos, formuló tres observaciones de carácter general. 


La primera de ellas, dice relación con el concepto de ser humano, contexto dentro del cual resulta ineludible abordar el tema de la naturaleza humana de los embriones.


En segundo lugar, hizo presente, además, que también existen exámenes genéticos que nada tienen que ver con la investigación genética, lo que puede provocar confusiones que limiten la actividad médica.


Por último, recalcó la importancia de la creación de los comités ético científicos, aun cuando manifestó dudas respecto de su operatividad.


Precisó que a partir de una definición se pueden fijar los límites para efectuar investigación, especialmente con fines terapéuticos, y también sobre el significado que importa la destrucción del embrión. Sobre el particular, se precisó que extraer células totipotenciales constituye un aborto, puesto que se está interrumpiendo el desarrollo de un ser en gestación. Señaló que en la actualidad no es posible extraer este tipo de células sin afectar la vida del embrión, lo que tampoco ha sido avalado por ninguna publicación científica, que permita afirmar que se puede extraer del embrión, una célula stem, en estado de blastocito, cultivarla en laboratorio, y que el embrión siga viviendo. No descartó, eso sí, la posibilidad de que a futuro se pudieran extraer este tipo de células, a través de algún procedimiento de microcirugía, sin afectar la vida del embrión.


Sobre el particular, se recordó que hacía poco se habían introducido modificaciones a la legislación española, en relación a la clonación terapéutica, limitando a tres los embriones, y asumiendo su destrucción como un mal menor. 


También, hizo presente, que en Inglaterra se había tomado una opción, definiendo que al día 14 del desarrollo embrionario, éste adquiría la naturaleza humana, por lo que antes de ese día se permitía alguna manipulación con fines terapéuticos.


Respecto a los miembros de los comités ético científicos, hizo presente su preocupación en cuanto a su idoneidad, por cuanto muchas personas que forman parte de estos comités en los hospitales, no tienen mayor experiencia ni formación en esta área.


En razón de lo anterior, la Comisión Nacional de Bioética debiera estar integrada también por científicos.


También, se mostró partidario de que las instituciones fueran acreditadas desde el punto de vista bioético por entes creados para tal fin. Se refirió, además, a la necesidad de contar con un ente regulador, integrado por personas provenientes de diferentes ámbitos, expertos en bioética, y con capacidad para acreditar instituciones y autorizar proyectos de investigación. Al respecto, recordó la experiencia con el sistema utilizado por la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (Conicyt), donde existe un doble chequeo ético, ya que los proyectos deben ser aprobados tanto por la institución que los patrocina como por Conicyt.


Desde otro punto de vista, hizo presente que en la actualidad existen dos tipos de terapia génica, que son la terapia en células somáticas, donde se reemplaza un gen enfermo en un tejido específico lo que constituye un tratamiento que desde el punto de vista ético no debiera tener restricción. 


Existe un tipo de terapia en células somáticas que ha sido objeto de cuestionamiento, y que es el de los embriones, ya que nadie ha probado que sea seguro agregar un gen a los embriones sin que se vean alterados, motivo por el cual la terapia génica en embriones se encuentra prohibida.


La terapia en células germinales, se emplea en el caso de niños que nacen sin defensas, de manera de modificar las células de sus gónadas, para que el defecto no se repita más en esa familia. Este tipo de terapia tiene una moratoria internacional de cinco años, decretada por la Unesco, ya que se discute la posibilidad de modificar el patrimonio genético que ha sido acumulado por miles de años, aun cuando no descartó que esta sería una práctica segura en pocos años, por lo que constituye un tema que deberá resolverse a futuro.


Respecto del artículo 2º, que prohíbe toda práctica eugenésica, planteó la duda en relación con la manipulación genética en embriones, partiendo de la base de que fuera posible y segura, en torno a si es lícito administrar genes a un embrión para que tenga las características genéticas que se desean. No sólo respecto de características de belleza sino, por ejemplo, del gen que determina la altura de las personas, u otras características, puesto que son estos los límites que ponen en duda la aplicación de este tipo de normativa.


En relación al artículo 11, que se refiere a la terapia génica en células somáticas, cuyo fin es la detección, diagnóstico y tratamiento de enfermedades, señaló que este tipo de terapia constituye un tratamiento, por lo que todo lo relativo a diagnóstico, quedaría fuera.


En este sentido, propuso que la norma señale que “la manipulación genética en células somáticas, debe estar destinada a la detección, diagnóstico y tratamiento”, abarcando así las tres posibilidades. Añadió que sería conveniente considerar un acápite relativo a la manipulación genética en células germinales.


Con respecto al artículo 17, que se refiere a la obligación de encriptar los datos genéticos para los fines de almacenamiento y transmisión, hizo presente que conociendo la forma en que se manejan las informaciones en nuestro país por parte de ciertas instituciones, se había opuesto a la ley que permitía el manejo de información genética de los delincuentes.


Recordó un programa de detección de cáncer de mamas a través de diagnósticos predictivos basados en los genes, implementado por el Ministerio de Salud, por cuanto le preocupa el uso que se le de a esta información, ya que el desarrollo de las enfermedades detectadas de esta forma dependería también del ambiente en que se desarrolle la persona.


En razón de lo anterior, resulta clave determinar qué personas o instituciones deberían tener acceso a esta información, aparte de la persona misma, ya que si otras instituciones tuvieran la oportunidad de conocerla, sería éticamente inaceptable.

b)
El doctor Fernando Zegers Hochschild, también formuló comentarios de carácter general, sobre algunas definiciones, y respecto de la formación de los comités de bioética.


Según su parecer una de las mayores virtudes del proyecto es que, sin entrar en definiciones valóricas concretas, establece prohibiciones. Agregó que existe una serie de aspectos que sólo cabrían dentro del ámbito de la fe, ya que no existe una manera científica de demostrarlo, como bien pudiera ser el relativo a si la animación es inmediata tras la fecundación, o es tardía en el desarrollo.


Por otra parte, indicó que en cualquier especie podían diferenciarse las distintas etapas de su desarrollo, con el individuo de la misma especie, como ocurría entre un huevo y un pollo. Del mismo modo, nadie duda que al morir un embrión de dos días no fallece una persona, porque si así fuera las parejas deberían realizar permanentes duelos.


De este modo, la ley podría establecer la protección de un embrión, evitando ejecutar actos que pongan en riego su vida, aunque no se lo considere una persona, ya que esto constituye un juicio valórico y de carácter estrictamente personal. 


Se demostró partidario de que muy pronto sería posible extraer células troncales del embrión sin destruirlo, pudiendo obtenerse el permiso de los padres para realizar investigación, por lo que no sería conveniente restringir esta posibilidad a través de esta ley marco.


En relación al artículo 2º, indicó que la eugenesia se refiere a una cuestión de especies, y no de individuos, según la definición que contempla el diccionario de la Real Academia Española, por lo que esta norma debiera contenerse en un artículo independiente, ya que el resto de las disposiciones se refieren a las personas.


Afirmó que, en su opinión, la modificación de características genéticas que produjeran enfermedades debiera estar permitida, ya que no debía bloquearse la posibilidad de que esto sucediera.


En relación con los comités ético científicos, señaló que era fundamental contar con el personal idóneo, por lo que en cada secretaría regional ministerial debería existir un listado de instituciones acreditadas para realizar investigaciones científicas en seres humanos. Este proceso de acreditación debiera quedar entregado a un organismo técnico, que evalúe periódicamente a estas instituciones, las cuales actuarían autónomamente, debiendo informar de sus investigaciones al comité científico del Ministerio de Salud.


En lo referente a la Comisión Nacional de Bioética, señaló que una de las mayores dificultades que enfrentaría sería la interpretación de evidencia científica, por lo que sería necesaria una cierta experiencia técnica. En razón de lo cual esta comisión debiera ser parte de un proyecto independiente, que favoreciera la participación de científicos expertos en investigaciones básicas y aplicadas, incorporando a representantes de la comunidad, y regulando el currículum que debieran poseer sus miembros.


También, se mostró partidario de definir que se entiende por clonación, lo cual puede entenderse como la transferencia de un núcleo somático a un ovocito nucleado, siendo el propósito lo que diferencia a la clonación reproductiva de la clonación terapéutica o de investigación. En su opinión, la clonación terapéutica sería aceptable, no así la reproductiva.


Discrepó del uso de material embrionario criopreservado, lo cual debería quedar plasmado en el proyecto de ley. Distinta es la situación de la clonación con fines terapéuticos.


Es distinto un embrión generado con la participación de gametos, es decir, un óvulo y un espermatozoide, que se destina a un propósito distinto a ser una persona, que la generación de una estructura celular, que es producto de material genético de una célula cualquiera puesto en un óvulo, y que se destina a células troncales.


En el caso de los niños que nacen sin defensas, este problema se ha solucionado mediante la terapia génica en células somáticas, en que se toman células troncales de la médula, y se les incorpora el gen que les falta, regresándolas a la circulación sanguínea, con lo que se produce un sistema inmunológico.


La preocupación debe centrarse en la terapia génica en células germinativas, es decir, en embriones, para que un ser sea distinto a como debía ser originalmente, y no en la terapia en células somáticas, lo cual no parece objetable.


Agregó que el tema más complejo lo representa la posibilidad de hacer lo mismo en el embrión, ya que al ser totipotencial, e incorporarle un gen distinto, podría generarse un embrión distinto de lo que era su programa original, ya que un gen con una determinada función, al interactuar con los demás, podría generar cambios en éstos.


En relación con el artículo 13, que señala que el conocimiento del genoma humano es patrimonio común de la humanidad, y por lo tanto el conocimiento de la estructura de un gen como las secuencias de ADN no son patentables, es algo aceptado internacionalmente, ya que existe una serie de procesos destinados a identificar y utilizar determinados genes, que son considerados como productos biotecnológicos, es decir, como medicamentos, pudiendo patentarse libremente desde esa perspectiva.


A su juicio el inciso segundo sería innecesario, ya que a nivel internacional está suficientemente establecido lo que es posible hacer, motivo por el cual es preferible que la norma sea lo suficientemente amplia como para que no existan dudas sobre los productos incluidos.


En este sentido propuso que se eliminara la posibilidad de omitir la encriptación, ya que las razones de salud pública debieran tener como consecuencia un programa de educación pública que permita que cada individuo, en uso de su propia formación y autonomía, decida si se acerca al establecimiento respectivo para recibir información y tratamiento, si correspondiere, sin exponer su identidad y antecedentes a la información pública.

c)
Sebastián Pavlovic, asesor jurídico del Ministerio de Salud, señaló que la investigación científica, en la actualidad, se encuentra regulada a través de resoluciones del Ministerio de Salud, las cuales fijan las directrices generales de la investigación científica para medicamentos no registrados, pero no existe una reglamentación para la investigación propiamente tal.


Cada servicio de salud cuenta con comités ético científicos, cuya función es informar los proyectos de investigación sobre medicamentos no registrados, material que sirve al Instituto de Salud Pública (ISP) para autorizar la importación del medicamento y la investigación correspondiente. Si la investigación es multicéntrica, o presenta una importancia relativa, el Ministerio de Salud constituye un comité ético científico ad-hoc, cuya función básica es informar. La decisión final le compete al director del establecimiento.


Manifestó que, al modificarse el número de comités ético científicos de 28 a 13, era probable que se produjera una mejora en el nivel de sus integrantes. Distinguió esta situación de los comités de ética de los establecimientos hospitalarios, cuya función esta dada por el manejo de casos clínicamente complejos, y de la Comisión Nacional de Bioética, la cual no constituye una instancia de apelación, sino que es una función asesora de políticas públicas, ya que la idea es que la autoridad en materias regulatorias se mantenga en el Ministerio de Salud.

XIII. SEGUNDA DISCUSIÓN EN PARTICULAR.


Como se señaló en el capítulo anterior, solicitada la reapertura del debate, se puso nuevamente en discusión el proyecto en los términos que se indican a continuación.


En primer lugar, se abrió un debate en torno a la importancia de proteger la vida desde la “concepción”, concepto para el cual no existe uniformidad de criterios para definir exactamente desde cuando comienza la vida. Se recordó que sobre este tema, existen diferentes posturas cuyos fundamentos se basan tanto en principios religiosos, filosóficos y más bien valóricos, razón que ha impedido hasta la fecha llegar a un acuerdo sobre el momento exacto donde se produce a vida.


Dentro de la discusión, se tuvieron en cuenta aspectos relativos al aborto terapéutico, a los métodos anticonceptivos, y durante la discusión del proyecto sobre trasplante de órganos donde también se repitió la misma discusión, con la diferencia que en el último caso la muerte cerebral resulta más fácil de determinar.


En general el proyecto aborda dos grandes materias, una relativa a la clonación humana y la otra relativa a cuando comienza la vida.


Sobre la base del debate, se tuvo en consideración las opiniones de los doctores Maturana y Varela, quienes elaboraron la teoría de la autopoiesis, cuya definición señala que consiste en la capacidad de un sistema para organizarse de tal manera que el único producto resultante es él mismo, no existiendo separación entre productor y producto. Así, el ser y el hacer de una unidad autopoietica son inseparables y esto constituye su modo específico de organización.


Esta es una de las distintas interpretaciones que existen sobre el particular, cuya discusión sigue aún viva, por lo que se sostuvo que era preferible no consignar una definición en el proyecto de ley. 


En la doctrina nacional no existe una uniformidad de criterios en cuanto al momento en que comienza la vida, lo cual reviste gran importancia puesto que a partir de ese momento se entiende que se da inicio a la existencia de un ser individual y distinto, por lo cual pasa a ser digno de protección jurídica


Al revisar la normativa interna, se tuvo en consideración lo dispuesto por el artículo 19, Nº 1, de la Constitución Política, que asegura el derecho a la vida y a la integridad física y psíquica de la persona.


Asimismo, al efectuar un breve análisis sobre las principales disposiciones de los Códigos Civil y Penal, se puede constatar que existe una regulación de los derechos del que está por nacer.


De esta manera, y a modo de conceptuar a la persona humana, el artículo 55 del Código Civil señala que “son todos los individuos de la especie humana cualquiera que sea su edad, sexo, estirpe o condición”.


El momento en que un individuo de la especie humana comienza su propio ciclo vital, es decir, el instante concreto en que empezó a ser reviste mucha importancia, puesto que este hecho determina que sea sujeto de protección jurídica por toda su vida, de acuerdo con la autonomía de su existencia. Es por ese motivo que se distingue entre vida plena y vida incipiente.


En el primer caso, se trata de la vida autónoma y plena que parte desde el nacimiento y, en el segundo caso, el de la vida en formación que abarca desde la concepción hasta el nacimiento de la persona.


De acuerdo con la doctrina y la jurisprudencia nacional el inicio de la vida humana comienza con la concepción.


El Pacto de San José, en su artículo 4º, establece que toda persona tiene derecho a que se respete su vida, lo cual deberá estar protegido por la ley a partir del momento de la concepción.


Este último instrumento internacional, establece el derecho al respecto de la vida, en general, desde el momento de la concepción, con lo cual deja abierto un cierto margen de interpretación.


El Diccionario de la Real Academia, define concepción como la acción y efecto de concebir, y fecundación como el unir la célula reproductora masculina a la femenina para dar origen a un nuevo ser.


El Diccionario Médico de Melloni, en su segunda acepción, lo define como “la fertilización del óvulo o acto de inicio del embarazo”.


Desde esta perspectiva, se pueden distinguir dos grandes hitos: Por un lado la concepción que da inicio a la existencia natural de la persona humana y el nacimiento, el cual da inicio a la vida legal de las personas.


La determinación del momento en que se inicia la existencia de un individuo tiene repercusiones en distintas ramas del derecho, como son el derecho constitucional, civil y penal.


Así, por ejemplo, la Carta Fundamental establece dentro de las garantías constitucionales del artículo 19, Nº 1, que la ley protege la vida del que está por nacer, es decir, se protege a un individuo de la especie humana, que ha iniciado su existencia natural, aún cuando no ha nacido.


Con respecto al momento en que se inicia la existencia natural, existen distintas posiciones, entre las cuales cabe mencionar:


Desde la fertilización del óvulo con el espermio, ya sea dentro o fuera del cuerpo humano.


Desde la implantación del embrión en la pared uterina, es decir, entre el séptimo y decimocuarto día posterior a la fecundación.


Desde el comienzo de la actividad cerebral del embrión.

Desde la viabilidad del feto, es decir, desde que el feto tenga la posibilidad de sobrevivir autónomamente de su madre.


Tanto la doctrina como la jurisprudencia nacional se inclinan por la primera postura.


Así, por ejemplo, Sergio Diez señala: “La persona humana, entonces, se encuentra presente desde el inicio de la vida, desde la concepción, aún cuando el embrión sea persona en potencia y el bebé sea persona en acto, porque la vida que protege la Constitución no puede ser sino la vida desde el primer instante de la fecundación y hasta la muerte”.


Por otra parte existe un fallo de la Corte Suprema del 30 de agosto de 2001, en el cual se pronuncia sobre un recurso de protección relativo a la píldora del día después, en el cual este Tribunal debe pronunciarse sobre el momento en que se inicia la vida de la persona humana. En sus considerandos expresó: “Nuestra Carta Fundamental y el Pacto de San José de Costa Rica, imponen a la ley la protección de la vida del que está por nacer, principio ya consagrado en el artículo 75 del Código Civil; y tanto este cuerpo legal, el artículo 76, como la Convención citada, en su artículo 4 Nº 1, fijan el inicio de la vida desde la época de la concepción”.


A su vez, el Código Civil en sus artículos 75, 76 y 77 hacen referencia a la criatura ya concebida, otorgándole protección legal. De partida el artículo 75 señala: “La ley protege la vida del que está por nacer. El juez, en consecuencia, tomará, a petición de cualquiera persona o de oficio, todas las providencias que le parezcan convenientes para proteger la existencia del no nacido, siempre que crea que de algún modo peligra”.


Por su parte el artículo 76 prescribe que para determinar el momento de la concepción debe necesariamente recurrirse a la fecha del nacimiento: “De la época del nacimiento se colige la de la concepción”. Incluso este artículo en su inciso segundo establece una presunción de derecho para determinar la fecha de la concepción a partir de la fecha del nacimiento. El artículo 77 agrega que: “Los derechos que se deferirían a la criatura que está en el vientre materno, si hubiese nacido y viviese, estarán suspendidos hasta que el nacimiento se efectúe”.


Así, de acuerdo a la doctrina mayoritaria a partir de estos artículos se entiende que la existencia natural de la persona humana comienza con la concepción, es decir, con la fecundación del óvulo femenino y el espermatozoide masculino, tal como lo expresa Hernán Silva: “La existencia natural de las personas que se denomina también personalidad natural, se inicia con la fecundación, que el Código Civil señala como la concepción”.


Por su parte Carlos Ducci al analizar la existencia de las personas naturales señala: “Cuando el nacimiento no constituye un principio de existencia se reputa que la criatura no ha existido jamás. Pero no obstante esta afirmación y el hecho de que la personalidad legal comienza con el nacimiento, existe una realidad, cual es la de la criatura ya concebida, realidad que no ha podido ser ignorada por el derecho”.


Dentro de la doctrina penal existe consenso en entender que esta rama del Derecho protege la vida en formación, aunque carezca de personalidad legal. De partida se encuentra tipificado el delito de aborto en los artículos 342 y siguientes del Código Penal, cuyo bien jurídico protegido es la vida del nasciturus.
 A partir de este tipo penal, la doctrina se plantea la interrogante de determinar desde cuándo esta vida en formación merece protección jurídica penal, es decir, desde cuándo se inicia su vida como persona humana. 


Cabe hacer presente que la doctrina penalista ha reconocido dos momentos distintos que pueden ser los que marcan el inicio de la vida humana:


-La concepción, instante en que el óvulo femenino es inseminado por el espermio y


-La anidación, es decir, cuando el óvulo inseminado se ubica en el útero materno.


Al respecto Mario Garrido Montt, ministro de la Corte Suprema señala: “En nuestro país tradicionalmente se ha considerado que la protección debe regir desde la inseminación del óvulo”
. Sin embargo, entiende que esta postura tradicional no comprende a los actuales problemas que se están generando a partir de las distintas técnicas de inseminación asistida, como la inseminación in vitro, por lo cual piensa que prontamente deberá cambiar esta concepción de inicio de la vida a partir de la fecundación, al menos en el ámbito penal.


Con fecha 15 de junio, los Diputados señora Cristi y señores Forni, Masferrer, Melero y Rossi, presentaron indicaciones a todos los artículos, con excepción del 5º del proyecto, en los términos que se consignan a continuación:

ARTÍCULO 1º.


“Artículo 1º.- Esta ley tiene por finalidad proteger la vida, la integridad física y psíquica de las personas, así como su dignidad e identidad genética con respecto a la investigación científica, biomédica y sus aplicaciones clínicas.”

Indicaciones.


-De los diputados señora Cristi y señores Forni, Masferrer, Melero y Rossi, para reemplazar el artículo 1º por el siguiente:


“Artículo 1º.- Las disposiciones de la presente ley tienen por finalidad proteger la vida, desde el momento de la concepción, la integridad física y psíquica, así como la diversidad e identidad genética, en relación con la investigación científica biomédica y sus aplicaciones clínicas.”


La discusión se centró básicamente en determinar desde cuando se iniciaba la vida, materia donde la mayoría coincidió en cuanto a que la vida debía ser protegida desde la concepción, sin perjuicio de que es una materia donde no hay uniformidad de criterios por cuanto ello depende de enfoques valóricos, filosóficos y morales. Se tuvo en consideración lo establecido por la Carta Fundamental y por el Pacto de San José de Costa Rica.


Puesta en votación la indicación, fue aprobada por 6 votos a favor, 3 en contra y 1 abstención.


-Del diputado señor Rossi, para agregar en el artículo 1º, la frase “de los seres humanos” a continuación de la palabra “vida”.


Puesta en votación la indicación, fue aprobada por 6 votos a favor, 3 en contra y 1 abstención.

ARTÍCULO 2º.


“Artículo 2º.- Se prohíbe toda práctica eugenésica. Sólo se podrán modificar características genéticas humanas que incidan en la herencia, en los casos y en la forma previstos por la ley.”
Indicación.


-De los diputados señora Cristi y señores Forni, Masferrer, Melero y Rossi, para reemplazar el artículo 2º por el siguiente:


“Artículo 2º: Queda expresamente prohibida toda práctica eugenésica, entendiéndose por tal, cualquier especie de intervención sobre el genoma cuyo propósito sea modificarlo hereditariamente.”


Se señaló que la idea es restringir la terapia génica a células somáticas, y no extendiéndola a las células germinales, puesto que ello, pudiera acarrear consecuencias no previstas, alterando la información genética de una persona.


El fin último de la iniciativa es la protección de la vida de los seres humanos, por lo cual prohibir toda práctica eugenésica resulta del todo concordante con la definición del Diccionario Médico que define eugenesia, como aquella rama de la ciencia que se ocupa del estudio del mejoramiento hereditario del hombre, mediante el control genético, puesto que esto podría conducir a que se intente destacar ciertos rasgos de la especie humana que se consideren como positivos, con lo cual se podrían provocar ciertas discriminaciones.


Por otra parte, también, se sostuvo, que con la redacción propuesta se estaría cerrando cualquier posibilidad de investigación futura en desmedro de la ciencia y de los beneficios que de ello podrían obtenerse para la humanidad, por lo que se sugirió acotar cuando era posible realizar este tipo de investigaciones, de manera de no cerrar las posibilidades de obtener avances en casos de enfermedades como la esquizofrenia, la diabetes u otras.


Puesta en votación, fue aprobada por unanimidad.

ARTÍCULO 3º.


“Artículo 3º.- Se prohíbe toda forma de discriminación basada en el patrimonio genético de las personas.”
Indicación.


-De los diputados señora Cristi y señores Forni, Masferrer, Melero y Rossi, para reemplazar el artículo 3º por el siguiente:


“Artículo 3º.- Queda prohibida toda forma de discriminación arbitraria basada en el patrimonio genético de las personas.


En consecuencia, los resultados de exámenes genéticos y análisis predictivos de la misma naturaleza, efectuados en conformidad a esta ley, no podrán ser utilizados con ese fin. “


Puesta en votación, fue aprobada por unanimidad.

ARTÍCULO 4º.


“Artículo 4º.- Sólo podrán realizarse estudios e indagaciones para determinar la identidad genética de una persona con su consentimiento, o el de su representante legal, o por orden de tribunal competente en causa en que tal hecho sea relevante.”
Indicación.


-De los diputados señora Cristi y señores Forni, Masferrer, Melero y Rossi, para reemplazar el artículo 4º por el siguiente:


“Artículo 4º.- Sólo se podrá investigar y determinar la identidad genética de un ser humano si se cuenta con su consentimiento previo e informado, o en su defecto, el de aquel que deba suplir su voluntad en conformidad a la ley. Lo anterior, sin perjuicio de la facultad de los tribunales de justicia en la forma y en los casos establecidos en la ley.”


Puesta en votación, fue aprobada por unanimidad.

ARTÍCULO 5º.


“Artículo 5º.- La libertad para llevar a cabo actividades de investigación científica biomédica en seres humanos tiene como límite el respeto a los derechos y libertades esenciales que emanan de la naturaleza humana, reconocidos por la Constitución Política de la República, así como por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.”

Cabe hacer presente que este artículo fue aprobado durante la primera discusión, y no fue objeto de indicaciones durante la reapertura del debate.

ARTÍCULO 6º.


“Artículo 6º.- Toda investigación científica en un ser humano que involucre algún tipo de intervención física o psíquica debe ajustarse a lo dispuesto en esta ley y en las demás normas que resulten aplicables, según el caso.


Deberá contar con el consentimiento libre, expreso e informado, otorgado por la persona, o por su representante legal cuando ella carezca de capacidad para obrar por sí misma.


En caso de que el representante legal no exista o no pueda ser consultado y se trate de una situación de urgencia para la persona, será considerado representante aquél a cuyo cuidado la persona se encuentre o, en caso de pacientes psiquiátricos, quien haya sido designado su apoderado para efectos del tratamiento.


La prestación del consentimiento deberá constar en un acta firmada también por el director responsable del proyecto respectivo y por el director del establecimiento donde se realizará la investigación o por quien éste designe, quien actuará como ministro de fe.


La revocación del consentimiento procederá siempre y en cualquier momento y no generará responsabilidad de ninguna especie, cualesquiera que sean los efectos que ella produzca.”

Indicación.


-De los Diputados señora Cristi y señores Forni, Masferrer, Melero y Rossi, para reemplazar el artículo 6º por el siguiente:


“Artículo 6º.- Toda investigación científica en seres humanos que implique algún tipo de intervención física o psíquica deberá ser realizada siempre por profesionales idóneos, justificarse en su objetivo y metodología y ajustarse en todo a lo dispuesto en esta ley.


No podrá desarrollarse una investigación científica si hay antecedentes que permitan suponer que existe un riesgo de destrucción, muerte o perjuicio corporal grave y duradero para un ser humano.


Tampoco podrá realizarse una investigación científica con fines terapéuticos si no existe certeza de que sus beneficios serán mayores a sus eventuales riesgos.”


Esta indicación, tiene por objeto incorporar los principios de la Declaración de Helsinki y del Código de Nüremberg, relativos a los requisitos que deben cumplir las investigaciones científicas con el objeto de resguardar la salud de los pacientes. Asimismo, se hizo hincapié en la importancia que reviste identificar al profesional a cargo de la investigación, motivo por el cual se incorporó la palabra “idóneo”.


La Comisión acordó agregar, en el primer inciso, a continuación, de la palabra “idóneos” la expresión “en la materia” y en el inciso segundo, para reemplazar “perjuicio” por “lesión”, para precisar que se trata de una lesión y no un perjuicio económico.


Puesta en votación la indicación con el cambio señalado, fue aprobada por unanimidad.

ARTÍCULO 7º.


“Artículo 7º.- Sin perjuicio de las exigencias establecidas en otras normas de esta ley, son deberes especiales del investigador:

1)
Transmitir, por escrito y verbalmente, a la persona que será objeto de la investigación, o a su representante legal, en un lenguaje comprensible para ella, toda la información que necesite para prestar un consentimiento informado, incluida la posibilidad de negarse a participar en la investigación antes de su inicio y durante el curso de la misma, sin incurrir en responsabilidades o sanciones ni en pérdida de beneficios.

2)
Ofrecer amplia oportunidad de hacer preguntas e instar a la persona a que las formule.

3)
Excluir toda posibilidad de engaño, influencia indebida o intimidación.

4)
Recabar el consentimiento escrito una vez que la persona tenga pleno conocimiento de los siguientes aspectos:

a)
naturaleza de la investigación, procedimientos por seguir y duración aproximada de la misma;

b)
riesgos e incomodidades asociados a la investigación. En caso de que la investigación involucre un medicamento o dispositivo médico no registrado en Chile o cuya indicación no esté registrada, el investigador deberá hacer indicación expresa de ello;

c)
beneficios potenciales de la investigación, y

d)
procedimientos o tratamientos alternativos que podrían ser beneficiosos.

5)
Renovar el consentimiento informado si las condiciones o los procedimientos de la investigación sufren modificaciones importantes, según lo califique el Comité Ético Científico que haya informado y aprobado el proyecto de investigación.”

Indicación.


-De los Diputados señora Cristi y señores Forni, Masferrer, Melero y Rossi, para reemplazar el artículo 7º por el siguiente:


“Artículo 7º.- Toda investigación científica en un ser humano deberá contar con su consentimiento previo, expreso, libre e informado, o en su defecto, el de aquel que deba suplir su voluntad en conformidad a la ley.


Para los efectos de esta ley existe consentimiento informado cuando se constata que la persona que debe prestarlo conoce los aspectos esenciales de la investigación, en especial su finalidad, beneficios, riesgos y alternativas, como consecuencia de habérsele proporcionado información adecuada, suficiente y comprensible sobre el proyecto. Dentro de esta información deberá hacerse especial mención al derecho que tiene de no consentir en la investigación o de revocar su consentimiento en cualquier momento, sin que ello importe responsabilidad, sanción o pérdida de beneficio alguno.


El consentimiento deberá constar en un acta firmada por la persona que en virtud de esta ley debe consentir en la investigación, por el director responsable de ella y por el director del centro o establecimiento donde ella se llevará a cabo, quien además actuará como ministro de fe.


El director responsable de la investigación deberá conservar el original del acta, entregando una copia de ella a la persona que autoriza la investigación y otra al director del centro o establecimiento donde ésta se realiza.


La revocación del consentimiento procederá siempre, en todo momento y por cualquier medio y no generará responsabilidad alguna, cualquiera sea los efectos que ella produzca.


En todo caso, el consentimiento deberá ser nuevamente solicitado cada vez que los términos o condiciones en que se desarrolla la investigación sufran modificaciones, salvo que éstas sean consideradas menores por el Comité Ético Científico del centro o establecimiento que haya aprobado el proyecto de investigación.”


Este artículo se fundamenta en la necesidad de velar por los derechos de las personas que son objeto de investigaciones, de manera que no se vean afectadas, para lo cual se establecen ciertas condiciones, a la vez que flexibiliza la redacción inicial, pero dentro de un marco de seguridad para los pacientes por cuanto se establece la obligación de suscribir un acta con miras a obtener un conocimiento informado.


Por acuerdo de la Comisión, se agregó, en el segundo inciso, luego de la frase “o de revocar su consentimiento en cualquier momento” la expresión “por cualquier medio”, y se eliminó su inciso quinto, por ser redundante.


Puesta en votación la indicación con las modificaciones señaladas, fue aprobada por unanimidad.

ARTÍCULOS 8º, 9º Y 10.


“Artículo 8º.- En cada Secretaría Regional Ministerial de Salud existirá un Comité Ético Científico, destinado a informar y autorizar los proyectos de investigación científica biomédica que se pretendan desarrollar en el territorio de su competencia.


El reglamento establecerá los casos especiales en los que, por afectar a dos o más regiones del país, o por la importancia nacional de la investigación biomédica propuesta, el Ministerio de Salud constituya un Comité ad hoc para informar y autorizar dicha investigación. Asimismo, la forma de integración, el funcionamiento y los procedimientos a que deberá ceñirse dicho Comité se establecerán mediante reglamento.


Los Comités Éticos Científicos no podrán autorizar ninguna investigación o proyecto científico en el cual detecten la omisión de las obligaciones que los artículos 6º y 7º imponen al investigador.


Los Comités Éticos Científicos, al informar y autorizar los proyectos de investigación científica biomédica que se les presenten, deberán considerar la adecuación de dichos protocolos a las pautas éticas científicas de la investigación científica en seres humanos, validadas y reconocidas internacionalmente.”


“Artículo 9°.- Los responsables del proyecto de investigación deberán contratar en el país seguros de responsabilidad para cubrir los perjuicios que durante el proyecto de investigación, y con motivo de él, sufran las personas que fueren objeto de la investigación.”


“Artículo 10.- Los exámenes genéticos y los análisis predictibles de la misma naturaleza sólo podrán hacerse por motivos diagnósticos, terapéuticos o de investigación científica, de acuerdo con las normas de esta ley.


En la realización de estos exámenes y análisis se deberá dar cumplimiento a lo establecido en los artículos 6º, 7º y 14.”

Indicación.


-De los Diputados señora Cristi y señores Forni, Masferrer, Melero y Rossi, para eliminar los artículos 8º, 9º y 10.


Esta propuesta obedeció a la necesidad de ordenar el texto del articulado, ya que, por ejemplo, el artículo 8º establecía los Comités Ético Científicos, en circunstancias de que no es conveniente que queden radicados en las secretarías regionales ministeriales, dadas las delicadas funciones que les competerán y también, por las condiciones que deberán reunir quienes las conformen, especialmente en algunas zonas que no cuentan con profesionales que reúnan estas características.


Respecto del artículo 9º, se señaló que su contenido carecía de sentido, ya que la contratación de seguros de responsabilidad implicaría paralizar este tipo de investigaciones, debido al incremento que experimentarían sus costos.


Por último, en relación con el artículo 10, se precisó que esta materia se encontraba regulada por el artículo 3º.


Puesta en votación, fue aprobada por 6 votos a favor y 1 abstención.

ARTÍCULO 11.


“Artículo 11.- La terapia génica en células somáticas está destinada a la detección, diagnóstico y tratamiento de enfermedades o a impedir su aparición.


Será aplicable en estos casos lo dispuesto sobre consentimiento informado en los artículos 6º y 7º.”

Indicación retirada.


-De los Diputados señora Cristi y señores Forni, Masferrer, Melero y Rossi, para sustituir el artículo 11 por el siguiente artículo 8º:


“Artículo 8º.- La terapia génica en células somáticas está destinada al tratamiento de enfermedades o a impedir su aparición.


Se prohíbe la terapia génica en células germinales, entendiendo por ella la modificación genética de las células reproductoras o sus progenitoras.”


En torno a este artículo, se plantearon diversas dudas sobre los términos del inciso segundo, respecto a si es correcto utilizar el término “progenitoras”, y aún si ello fuere correcto, si sería conveniente prohibir su modificación genética, ya que con esto se podría permitir algún tipo de manipulación de ellas, al no constituir un ser humano.


En razón de lo anterior, el Diputado señor Accorsi formuló las siguientes consideraciones:

1)
La terapia génica es una técnica de laboratorio. Como tal no puede ser catalogada de buena o mala, de conveniente o inconveniente, de éticamente aceptable o inaceptable. Sería un error evaluar éticamente una determinada tecnología. Lo que debe evaluarse y regularse es el uso que se hace de esa tecnología en personas, embriones humanos, gametos u otros animales.

2)
Es un objetivo general de cualesquier sociedad procurar que la gente viva mejor. Esto incluye la prevención de enfermedades graves cuando esto es técnicamente posible.

3)
En la actualidad se han identificado más de 100 mutaciones a genes reconocidos mediante ingeniería genética y para los que hay marcadores específicos. Estos genes están incluidos en el genoma de espermatozoide y de óvulos.

4)
En la actualidad, cuando se sabe que una persona y/o su pareja son portadores de uno de esas mutaciones, se identifican los embriones que llevan esa mutación y se eliminan, transfiriendo en la mujer sólo embriones que no tienen esa mutación. Así se evita que nazcan niñas/os con enfermedad fibroquística, retardo mental, ceguera por retinoblastoma o retinitis pigmentosa, distrofias musculares, etc. Estos procedimientos no se aplican en Chile ya que no se desechan embriones y por lo tanto, no es razonable someter a una pareja a un diagnóstico si ella no está autorizada para ejercer autonomía en relación a sus embriones. Esto por lo demás no es parte del proyecto de genoma.


La pregunta que debe contestarse es en el caso que la tecnología permitiese modificar el gen mutado o evitar que este se exprese. ¿Qué sentido tendría no corregirlo?. ¿Sería ético someter a una persona a una enfermedad grave invalidante pudiendo haberlo evitado mediante bloqueo de la expresión génica o cambio del gen mutado enfermo?.


El abstenerse de efectuar modificaciones en gametos o embriones que finalmente se traduzcan en la no expresión de una enfermedad genética grave o invalidante para una persona nacida, pareciera ser una técnica dudosa.

5)
Si en una pareja, tanto el hombre como la mujer tienen una mutación para atrofia muscular espinal (SMA) en que los recién nacidos mueren en las primeras semanas de vida, y suponiendo que en un futuro cercano se pueda modificar o bloquear la mutación, ya sea en el espermatozoide o en el óvulo. ¿Cuál es el razonamiento ético para impedir que esa pareja tenga un hijo sano?; ¿cuál es el bien ético superior, que se quiere proteger y que esté por encima del tener un hijo sano?.

6)
El proyecto de ley debería reglamentar que la terapia génica debe siempre estar destinada a tratar o prevenir enfermedades. Dado que en la definición de enfermedades puede haber juicios de valor, la definición de cuales enfermedades pueden o deben tratarse, debiera ser resorte de lineamientos dados por la Comisión Nacional de Bioética.

Indicaciones.


-Del Diputado señor Robles, para reemplazar el artículo 8º por el siguiente:


“Artículo 8º.- La terapia génica, está exclusivamente destinada al tratamiento de enfermedades o a impedir su aparición.


Se prohíbe la terapia génica con otros fines que no sean terapéuticos.”


Puesta en votación, fue rechazada por 1 voto a favor, 7 en contra y 1 abstención.


-De los Diputados señores Rossi, Accorsi, Bayo y Melero para sustituir el antiguo articulo 11, actual 8º, por el siguiente:


“Artículo 8º.- La terapia génica en células somáticas y células reproductoras o sus progenitoras estará autorizada sólo con fines de tratamiento de enfermedades o a impedir su aparición.”


Puesta en votación, fue aprobada por 8 votos a favor y 1 en contra.

ARTÍCULO 12.


“Artículo 12.- Se prohíbe la clonación de seres humanos y, por tanto, cualquier intervención a persona que dé por resultado la creación de un ser humano genéticamente idéntico a otro, vivo o muerto.


La clonación de tejidos y órganos sólo procederá con fines terapéuticos o de investigación científica. En ningún caso podrán usarse para tales fines embriones humanos.”
Indicación.


-De los Diputados señora Cristi y señores Forni, Masferrer, Melero y Rossi, para sustituir el artículo 12 por el siguiente artículo 9º.


“Artículo 9º.- Se prohíbe la clonación de seres humanos, cualquiera sea el fin perseguido y la técnica utilizada, sea esta última la transferencia nuclear, la gemelación artificial u otras técnicas que den como resultado la producción de un organismo humano idéntico a otro, vivo o muerto, en sus características genéticas esenciales, a las de aquel del cual proviene su material genético.”


Al respecto, la Comisión acordó eliminar la frase que se inicia con “sea esta última, la transferencia” hasta el final del párrafo.


Puesta en votación la indicación con los cambios señalados, fue aprobada por unanimidad.

ARTÍCULO NUEVO.

Indicación.


-De los Diputados señora Cristi y señores Forni, Masferrer, Melero y Rossi, para agregar un nuevo artículo 10 del siguiente tenor:


“Artículo 10.- El cultivo de tejidos y órganos sólo procederá con fines terapéuticos o de investigación científica. En ningún caso podrán destruirse embriones humanos para obtener las células madre que den origen a dichos tejidos y órganos.”


El objeto de esta indicación es velar por que no se puedan realizar investigaciones destinadas a la clonación de seres humanos en forma velada. También, proscribe la posibilidad de destruir embriones humanos para obtener células madres, ya que en la actualidad no existen la técnica para extraer células madres, sin destruir el embrión.


En este artículo, la Comisión acordó sustituir la palabra “madres” por la expresión “troncales”.


Puesta en votación la indicación con el cambio mencionado, fue aprobada por unanimidad.

ARTÍCULO 13.


“Artículo 13.- El conocimiento del genoma humano es patrimonio común de la humanidad. Nadie puede atribuirse ni constituir propiedad sobre el mismo o sobre parte de él. Por lo tanto, el conocimiento de la estructura de un gen y de las secuencias de ADN no son patentables.


Los procesos biotecnológicos derivados del conocimiento del genoma humano, así como los productos obtenidos directamente de ellos, como los medicamentos, son patentables según las reglas generales.”
Indicación.


-De los Diputados señora Cristi y señores Forni, Masferrer, Melero y Rossi, para sustituir el artículo 13 antiguo por el siguiente, que pasa a ser 11.


“Artículo 11.- El conocimiento del genoma humano es patrimonio común de la humanidad. En consecuencia, nadie puede atribuirse, ni constituir propiedad sobre el mismo ni sobre parte de él. El conocimiento de la estructura de un gen y de las secuencias de ADN no son patentables.


Los procesos biotecnológicos derivados del conocimiento del genoma humano, así como los productos obtenidos directamente de ellos, diagnósticos o terapéuticos, son patentables según las reglas generales.”


Al respecto, la Comisión acordó agregar a continuación de la palabra “secuencias, las expresiones “totales o parciales”, para perfeccionar la redacción.


Puesta en votación la indicación con la modificación que se detalló, fue aprobada por unanimidad.

ARTÍCULO 14.


“Artículo 14.- La información genética de una persona será reservada, salvo que ella la revele o así sea decretado por orden de tribunal competente en causa en que tal hecho sea relevante, todo ello sin perjuicio de las normas sobre secreto profesional.”
Indicación.


-De los Diputados señora Cristi y señores Forni, Masferrer, Melero y Rossi, para reemplazar el antiguo artículo 14 por el siguiente artículo 12:


“Artículo 12.- La información genética de una persona será reservada. Lo anterior sin perjuicio de las facultades de los tribunales de justicia, en los casos y en la forma establecidos en la ley. Asimismo y para los efectos de esta ley, resultan plenamente aplicables las disposiciones sobre secreto profesional contempladas en nuestra legislación.”


Sobre este mismo punto, la Comisión acordó reemplazar las palabras “una persona” por “un ser humano”, a modo de guardar concordancia con el resto del proyecto.


Puesta en votación la indicación con el cambio señalado, fue aprobada por unanimidad.

ARTÍCULO 15.


“Artículo 15.- La recolección, almacenamiento, tratamiento y difusión de los datos genéticos de las personas se ajustará a las normas de la ley Nº 19.628, sobre Protección de Datos de Carácter Personal.”
Indicación.


-De los Diputados señora Cristi y señores Forni, Masferrer, Melero y Rossi, para reemplazar el antiguo artículo 15 por el siguiente artículo 13:


“Artículo 13.- La recolección, almacenamiento, tratamiento y difusión de los datos genéticos de las personas se ajustará a las disposiciones de la ley N° 19.628, sobre protección de datos de carácter personal.


Los datos genéticos que permitan la identificación de una persona deberán ser encriptados para su almacenamiento y transmisión.


La encriptación podrá omitirse temporalmente por razones de utilidad pública.”


Se recalcó que el término encriptación no estaba incorporado en el Diccionario de la Real Academia de la Lengua, ante lo cual se argumentó que era una palabra que se utiliza con frecuencia en el campo de la informática.


Puesta en votación la indicación sustitutiva, con las adecuaciones formales acordadas por la Comisión, para reemplazar en el inciso primero la expresión “de los datos genéticos” por “del genoma” y sustituir en el inciso segundo la palabra “genéticos” por “del genoma humano”, para guardar concordancia con el resto del articulado, fue aprobada por 3 votos a favor, 1 en contra y 1 abstención.

ARTÍCULO 16.


“Artículo 16.- Queda prohibido solicitar, recibir, poseer y utilizar información genética relativa a una persona determinada e identificable, así como indagar si una persona se ha realizado un examen o análisis de carácter genético, salvo autorización expresa de la persona, de su representante legal o por orden de tribunal competente en causa en que tal hecho sea relevante.


Estas prohibiciones no afectan a la recolección y procesamiento de información genética de carácter estadístico y no nominativo.”
Indicación.


-De los Diputados señora Cristi y señores Forni, Masferrer, Melero y Rossi, para reemplazar el antiguo artículo 16 por el siguiente artículo 14:


“Artículo 14.- Queda prohibido solicitar, recibir, indagar, poseer y utilizar información genética relativa a una persona, salvo que ella lo autorice expresamente o en su defecto, el que deba suplir su voluntad en conformidad a la ley. Lo anterior, sin perjuicio de las facultades de los tribunales de justicia, en los casos y en la forma establecidos en la ley.”


La Comisión acordó reemplazar la palabra “genética” por la frase “sobre el genoma”.


Puesta en votación la indicación con los cambios mencionados, fue aprobada por unanimidad.

ARTÍCULO 17.


“Artículo 17.- Los datos genéticos que permitan la identificación de una persona deberán ser encriptados para su almacenamiento y transmisión.


La encriptación podrá omitirse temporalmente por razones de salud pública.”
Indicación.


-De los Diputados señora Cristi y señores Forni, Masferrer, Melero y Rossi, para reemplazar el antiguo artículo 17 por el siguiente artículo 15:


“Artículo 15.- Créase una Comisión Nacional de Bioética que estará integrada por nueve profesionales, expertos en bioética, designados por el Presidente de la República, y con acuerdo del Senado adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, en sesión especial convocada al efecto.


Los miembros de esta Comisión durarán cuatro años en sus cargos, pudiendo ser reelegidos. El Presidente de la República al momento de solicitar el acuerdo del Senado propondrá al miembro que asumirá el cargo de Presidente.


Sin perjuicio de lo antes señalado, cada institución donde se realice investigación científica biomédica en seres humanos debe contar con un Comité Ético Científico, acreditado de acuerdo a las normas vigentes.”


Este nuevo artículo 15 tiene por finalidad la creación de la Comisión Nacional de Bioética, que originalmente contemplaba el proyecto en su artículo 18.


Respecto de la composición original, no hubo unanimidad de criterios, por cuanto se señaló que se contemplaba la incorporación de órganos que no tenían relación directa, teniendo en cuenta para ello los objetivos de esta Comisión. Así por ejemplo, se citó a vía meramente referencial, que no era conveniente que participaran órganos de carácter político, puesto que sus orientaciones son diferentes.


El criterio según el cual debería ser una sola la autoridad que designe a los integrantes, fue compartido. Lo mismo que la participación del Senado, a objeto de velar por la incorporación de las diferentes corrientes de pensamiento en un tema tan complejo como la bioética.


Puesta en votación, fue aprobada por tres votos a favor, 1 en contra y 1 abstención.

ARTÍCULO 18.


“Artículo 18.- Créase una Comisión Nacional de Bioética, que estará integrada por las siguientes personas:


-Ocho académicos universitarios expertos en bioética, que serán designados mediante un proceso de selección nacional de antecedentes: dos de Facultades de Medicina, dos de Facultades de Derecho, dos de Facultades de Ciencias y dos de Facultades de Filosofía, nombrados por el Presidente de la República a partir de cuatro quinas únicas propuestas por el Consejo de Rectores.


-Dos personas designadas por el Senado.


-Dos personas designadas por la Cámara de Diputados.


-Una persona designada por la Corte Suprema.


-Una persona designada por el Presidente de la República, quien la presidirá.


Las personas designadas permanecerán en sus funciones por el plazo de tres años, pudiendo ser reelegidas. Servirán dichas funciones ad honórem.”

Indicación.


-De los Diputados señora Cristi y señores Forni, Masferrer, Melero y Rossi, para reemplazar el antiguo artículo 18 por el siguiente artículo 16:


“Artículo 16.- La Comisión Nacional de Bioética tendrá entre sus funciones el asesorar a los distintos Poderes del Estado en los asuntos éticos que se presenten producto de los avances científicos y tecnológicos en biomedicina, en las materias relacionadas con la investigación científica biomédica en seres humanos y recomendar la dictación, modificación y supresión de las normas que la regulen.


Las resoluciones o acuerdos de la Comisión se adoptarán por simple mayoría, sin perjuicio de lo cual deberá dejarse constancia de las diferencias producidas en su seno y de la posición de minoría.”


Esta indicación recoge las funciones contempladas en el proyecto original, introduciendo modificaciones de carácter formal y sistematizando las funciones allí contempladas.


El representante del Ejecutivo, señor Jordán, reiteró la opinión de que es menester diferenciar claramente los Comités Ético Científicos de la Comisión Nacional de Bioética, puesto que tanto la integración como sus funciones son distintas, ya que presentan perfiles diferentes.


Sobre el particular, se precisó que existen problemas bioéticos que no necesariamente dicen relación con investigaciones científicas, ya que el funcionamiento diario de los establecimientos hospitalarios suelen presentarse temas complejos y de difícil solución.


Del mismo modo, se insistió en la no conveniencia de que las secretarías regionales ministeriales de salud sean las encargadas de calificar proyectos de investigación científica en las distintas regiones, ya que normalmente estos proyectos serían realizados por personas que podrían llegar a tener una mejor preparación que quienes deben prestar su autorización, desvirtuándose el objetivo principal.


En razón de lo anterior, se sostuvo que sería más conveniente que dichos proyectos fueran sometidos a la consideración de una comisión de carácter nacional, que pudiese asegurar un alto nivel de quienes serán los llamados a adoptar este tipo de decisiones.


Se hizo mucho hincapié, tanto durante el debate general como a propósito de la discusión particular, de la falta de investigadores y especialistas para formar los Comités Regionales, con lo que su funcionamiento normal quedó en dudas.


Puesta en votación la indicación, fue aprobada por unanimidad.

ARTÍCULO 19.


“Artículo 19.- La Comisión tendrá las siguientes funciones:


Asesorar a los Poderes del Estado en los asuntos éticos que surjan de los avances científicos y tecnológicos en biomedicina.


Asesorar al Ministerio de Salud en materias relacionadas con la investigación científica en seres humanos y recomendar la dictación, modificación o supresión de las normas que regulen la actividad científica en Chile.


Promover el estudio, conocimiento y debate de la bioética en la sociedad y, especialmente, en los sectores académicos, medios de comunicación y asistenciales.


Las recomendaciones y acuerdos de la Comisión podrán ser fruto de consensos o votaciones, y se deberá dejar siempre constancia de las diferencias o disidencias que en su seno se hayan producido.”

Indicación.


-De los Diputados señora Cristi y señores Forni, Masferrer, Melero y Rossi, para sustituir el antiguo artículo 19 por el siguiente artículo 17:


“Artículo 17.- Todo aquel que intente crear o cree seres humanos idénticos a otro, por clonación o realice cualquier procedimiento dirigido a la selección de personas, será castigado con presidio menor en su grado medio a máximo y la inhabilitación absoluta para el ejercicio de la profesión durante el tiempo que dure la condena.


En caso de reincidencia, podrá el infractor ser sancionado además con la pena de inhabilitación perpetua para ejercer la profesión.”


Al respecto, la Comisión acordó reemplazar las expresiones “dirigido a la selección de personas” por “eugenésico”, a modo de guardar armonía dentro del texto.


Puesta en votación la indicación con el cambio acordado, fue aprobada por unanimidad.

ARTÍCULO 20.


“Artículo 20.- La Comisión tendrá una Secretaría Ejecutiva, que coordinará su funcionamiento y cumplirá los acuerdos que aquélla adopte. Estará conformada por el personal que designe el Ministro de Salud, en el cual se incluirán un profesional médico y un abogado, ambos expertos en bioética.”
Indicación.


-De los Diputados señora Cristi y señores Forni, Masferrer, Melero y Rossi, para reemplazar el antiguo artículo 20 por el siguiente artículo 18:


“Artículo 18.- El que violare la reserva de la información genética de una persona, fuera de los casos contemplados en el artículo 14, sufrirá las penas establecidas en ambos incisos del artículo 247 del Código Penal, según el caso.


El que omitiere la encriptación exigida en esta ley, será sancionado con multa de hasta mil unidades de fomento.”

Indicación.


-Del Diputado señor Accorsi, reemplazar la frase “genética de una persona” por “sobre el genoma humano”.


Puestas en votación, ambas indicaciones fueron aprobadas por unanimidad, junto a una corrección de concordancia de la mención del artículo 14, que pasa a ser 12.

ARTÍCULO 21.


“Artículo 21.- El que violare la reserva de la información genética de una persona, al margen de los casos que autoriza el artículo 13, sufrirá las penas establecidas en el artículo 247 del Código Penal, según el caso.


El que omitiere la encriptación a que se refiere esta ley, sin incurrir en la conducta descrita en el inciso anterior, será sancionado con una multa de hasta mil unidades de fomento.”
Indicación.


-De los Diputados señora Cristi y señores Forni, Masferrer, Melero y Rossi, para reemplazar el antiguo artículo 21 por el siguiente artículo 19:


“Artículo 19.- El que falsificare el acta a que se refiere el inciso tercero del artículo 7º, será sancionado con la pena de reclusión menor en su grado mínimo y multa de 10 a 20 Unidades Tributarias Mensuales.


Igual pena se aplicará a quien maliciosamente usare, con cualquier fin un acta falsa.


El que omitiere la referida acta o la confeccionare manifiestamente incompleta será sancionado con multa de 10 a 20 unidades tributarias mensuales.”


Puesta en votación, fue aprobada por unanimidad.

ARTÍCULO 22.


“Artículo 22.- El que omitiere el acta a que se refiere el inciso tercero del artículo 6° o la confeccionare manifiestamente incompleta o sustancialmente falsa será sancionado con una multa de hasta mil unidades de fomento, sin perjuicio de las responsabilidades civiles o penales que procedan.


La misma sanción afectará a quienes desarrollen proyectos de investigación científica biomédica en seres humanos o en su genoma con omisión de la autorización del Comité Ético Científico que corresponda, de acuerdo con lo preceptuado por el artículo 8º.”
Indicación.


-De los Diputados señora Cristi y señores Forni, Masferrer, Melero y Rossi, para reemplazar el antiguo artículo 22 por el siguiente artículo 20:


“Artículo 20.- Todo aquel que desarrolle un proyecto de investigación científica biomédica en seres humanos o en su genoma, sin previa autorización del Comité Ético Científico del ...será sancionado con multa de 10 a 20 unidades tributarias mensuales.


En este sentido, la Comisión acordó sustituir la expresión “del” por la frase “que corresponda”, con el fin de dar una mayor flexibilidad a esta disposición.


Puesta en votación la indicación con los cambios señalados, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión.

ARTÍCULOS 23 Y 24.


“Artículo 23.- El que clonare o iniciare un proceso de clonar seres humanos será sancionado con la pena de presidio menor en su grado medio y la inhabilitación absoluta para el ejercicio de la profesión durante el tiempo que dure la condena.


En caso de reincidencia, el infractor podrá ser sancionado con la pena de inhabilitación absoluta perpetua para ejercer la profesión.”


“Artículo 24.- Corresponderá al Ministerio de Salud establecer mediante reglamento las normas que complementen o desarrollen los contenidos de esta ley.”

Indicación.


-De los diputados señora Cristi y señores Forni, Masferrer, Melero y Rossi, para reemplazar los antiguos artículos 23 y 24 por el siguiente artículo 21:


“Artículo 21.- Corresponderá al Ministerio de Salud establecer mediante reglamento las normas que complementen o desarrollen los contenidos de esta ley.”


Puesto en votación, fue aprobado por unanimidad.

TEXTO APROBADO POR LA COMISION.


En virtud de lo anteriormente señalado, la Comisión prestó aprobación al siguiente texto, donde se han incorporado algunas observaciones de carácter meramente formal.

“PROYECTO DE LEY


Artículo 1º.- Esta ley tiene por finalidad proteger la vida de los seres humanos, desde el momento de la concepción, su integridad física y psíquica, así como su diversidad e identidad genética, en relación con la investigación científica biomédica y sus aplicaciones clínicas.


Artículo 2º.- Queda expresamente prohibida toda práctica eugenésica, entendiéndose por tal cualquier especie de intervención sobre el genoma cuyo propósito sea modificarlo hereditariamente.


Artículo 3º.- Queda prohibida toda forma de discriminación arbitraria basada en el patrimonio genético de las personas.


En consecuencia, los resultados de exámenes genéticos y análisis predictivos de la misma naturaleza no podrán ser utilizados con ese fin.


Artículo 4º.- Sólo se podrá investigar y determinar la identidad genética de un ser humano si se cuenta con su consentimiento previo e informado o, en su defecto, el de aquel que deba suplir su voluntad en conformidad a la ley. Lo anterior es sin perjuicio de la facultad de los tribunales de justicia, en la forma y en los casos establecidos en la ley.


Artículo 5º.- La libertad para llevar a cabo actividades de investigación científica biomédica en seres humanos tiene como límite el respeto a los derechos y libertades esenciales que emanan de la naturaleza humana, reconocidos por la Constitución Política de la República, así como por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.


Artículo 6º.- Toda investigación científica en seres humanos que implique algún tipo de intervención física o psíquica deberá ser realizada siempre por profesionales idóneos en la materia, justificarse en su objetivo y metodología y ajustarse en todo a lo dispuesto en esta ley.


No podrá desarrollarse una investigación científica si hay antecedentes que permitan suponer que existe un riesgo de destrucción, muerte o lesión corporal grave y duradera para un ser humano.


Tampoco podrá efectuarse una investigación científica con fines terapéuticos si no existe certeza de que sus beneficios serán mayores que sus eventuales riesgos.


Artículo 7º.- Toda investigación científica en un ser humano deberá contar con su consentimiento previo, expreso, libre e informado, o, en su defecto, el de aquel que deba suplir su voluntad en conformidad a la ley.


Para los efectos de esta ley, existe consentimiento informado cuando se constata que la persona que debe prestarlo conoce los aspectos esenciales de la investigación, en especial su finalidad, beneficios, riesgos y alternativas, como consecuencia de habérsele proporcionado información adecuada, suficiente y comprensible sobre ella. Dentro de esta información, deberá hacerse especial mención del derecho que tiene de no consentir en la investigación o de revocar su consentimiento en cualquier momento y por cualquier medio, sin que ello importe responsabilidad, sanción o pérdida de beneficio alguno.


El consentimiento deberá constar en un acta firmada por la persona que ha de consentir en la investigación, por el director responsable de ella y por el director del centro o establecimiento donde ella se llevará a cabo, quien, además, actuará como ministro de fe.


El director responsable de la investigación deberá conservar el original del acta, entregando una copia de ella a la persona que autoriza la investigación y otra al director del centro o establecimiento donde ésta se realizará.


En todo caso, el consentimiento deberá ser nuevamente solicitado cada vez que los términos o condiciones en que se desarrolle la investigación sufran modificaciones, salvo que éstas sean consideradas menores por el Comité Ético Científico del centro o establecimiento que haya aprobado el proyecto de investigación.


Artículo 8º.- La terapia génica en células somáticas y células reproductoras o sus progenitoras estará autorizada sólo con fines de tratamiento de enfermedades o a impedir su aparición.


Artículo 9º.- Se prohíbe la clonación de seres humanos, cualquiera que sea el fin perseguido y la técnica utilizada.


Artículo 10.- El cultivo de tejidos y órganos sólo procederá con fines terapéuticos o de investigación científica. En ningún caso podrán destruirse embriones humanos para obtener las células troncales que den origen a dichos tejidos y órganos.


Artículo 11.- El conocimiento del genoma humano es patrimonio común de la humanidad. En consecuencia, nadie puede atribuirse ni constituir propiedad sobre el mismo ni sobre parte de él. El conocimiento de la estructura de un gen y de las secuencias totales o parciales de ADN no son patentables.


Los procesos biotecnológicos derivados del conocimiento del genoma humano, así como los productos obtenidos directamente de ellos, diagnósticos o terapéuticos, son patentables según las reglas generales.


Artículo 12.- La información genética de un ser humano será reservada. Lo anterior es sin perjuicio de las facultades de los tribunales de justicia, en los casos y en la forma establecidos en la ley. Asimismo, para los efectos de esta ley, resultan plenamente aplicables las disposiciones sobre secreto profesional.


Artículo 13.- La recolección, almacenamiento, tratamiento y difusión del genoma de las personas se ajustará a las disposiciones de la ley N° 19.628, sobre protección de datos de carácter personal.


Los datos del genoma humano que permitan la identificación de una persona deberán ser encriptados para su almacenamiento y transmisión.


La encriptación podrá omitirse temporalmente por razones de utilidad pública.


Artículo 14.- Queda prohibido solicitar, recibir, indagar, poseer y utilizar información sobre el genoma relativa a una persona, salvo que ella lo autorice expresamente o, en su defecto, el que deba suplir su voluntad en conformidad a la ley. Lo anterior es sin perjuicio de las facultades de los tribunales de justicia, en los casos y en la forma establecidos en la ley.


Artículo 15.- Créase una Comisión Nacional de Bioética que estará integrada por nueve profesionales, expertos en bioética, designados por el Presidente de la República, con acuerdo del Senado adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, en sesión especial convocada al efecto.


Los miembros de esta Comisión durarán cuatro años en sus cargos, pudiendo ser reelegidos. El Presidente de la República, en el momento de solicitar el acuerdo del Senado, propondrá al miembro que asumirá el cargo de Presidente.


Sin perjuicio de lo señalado, cada institución donde se realice una investigación científica biomédica en seres humanos deberá contar con un Comité Ético Científico, acreditado de acuerdo con las normas vigentes.


Artículo 16.- La Comisión Nacional de Bioética tendrá, entre sus funciones, asesorar a los distintos Poderes del Estado en los asuntos éticos que se presenten como producto de los avances científicos y tecnológicos en biomedicina, en las materias relacionadas con la investigación científica biomédica en seres humanos, y recomendar la dictación, modificación y supresión de las normas que la regulen.


Las resoluciones o acuerdos de la Comisión se adoptarán por simple mayoría, no obstante lo cual deberá dejarse constancia de las diferencias producidas en su seno y de la posición de minoría.


Artículo 17.- Todo aquel que intente crear o cree seres humanos idénticos a otro por clonación o realice cualquier procedimiento eugenésico será castigado con presidio menor en sus grados medio a máximo y con la inhabilitación absoluta para el ejercicio de la profesión durante el tiempo que dure la condena.


En caso de reincidencia, podrá el infractor ser sancionado, además, con la pena de inhabilitación perpetua para ejercer la profesión.


Artículo 18.- El que violare la reserva de la información sobre el genoma humano, fuera de los casos contemplados en el artículo 12, sufrirá las penas establecidas en ambos incisos del artículo 247 del Código Penal, según el caso.


El que omitiere la encriptación exigida en esta ley será sancionado con multa de hasta mil unidades de fomento.


Artículo 19.- El que falsificare el acta a que se refiere el inciso tercero del artículo 7º será sancionado con la pena de reclusión menor en su grado mínimo y con multa de 10 a 20 unidades tributarias mensuales.


Igual pena se aplicará a quien maliciosamente usare, con cualquier fin, un acta falsa.


El que omitiere la referida acta o la confeccionare manifiestamente incompleta será sancionado con multa de 10 a 20 unidades tributarias mensuales.


Artículo 20.- Todo aquel que desarrolle un proyecto de investigación científica biomédica en seres humanos o en su genoma, sin previa autorización del Comité Ético Científico que corresponda, será sancionado con multa de 10 a 20 unidades tributarias mensuales.


Artículo 21.- Corresponderá al Ministerio de Salud establecer, mediante reglamento, las normas que complementen o desarrollen los contenidos de esta ley.”

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS.


El proyecto no contiene normas de rango orgánico constitucional ni de quórum calificado, criterio sustentado por el Senado y que fue compartido por la Comisión.


Tampoco comprende normas que deban ser analizadas por la Comisión de Hacienda.


La iniciativa legal fue aprobada en general por la unanimidad de cinco señores Diputados.

Cabe dejar constancia, asimismo, que el artículo 2º propuesto por el Senado fue rechazado, mientras que los artículos 9º y 19 fueron suprimidos.

DIPUTADO INFORMANTE.


Se designó, por unanimidad, al diputado señor Osvaldo Palma Flores.

-o-


Tratado y acordado en sesiones de fechas 11 de septiembre, 2 y 9 de octubre de 2001; 11 y 18 de marzo, 15 de abril, 29 de julio, 5 de agosto, y 14 de octubre de 2003; 6 y 13 de enero, 2 y 16 de marzo, 13 y 20 de abril, 4 de mayo, 15 de junio, y 13 de julio de 2004, con la asistencia de las Diputadas señoras Cristi, González, Ibáñez, Mella, y de la ex Diputada señora Pollarolo; y de los Diputados señores Accorsi, Aguiló, Bayo, Cornejo, Forni, Girardi, Jarpa, Letelier, don Felipe; Masferrer, Melero, Ojeda, Olivares, Palma, don Osvaldo; Robles, y Rossi, y del ex diputado señor Urrutia, don Salvador.


Sala de la Comisión, a 20 de julio de 2004.


(Fdo.): JACQUELINE PEILLARD GARCÍA, Secretaria de la Comisión”.
11. Moción del diputado señor Muñoz.

Modifica el Código Aeronáutico con el objeto de proteger en mejor forma el derecho de los pasajeros y usuarios del transporte aéreo. (boletín Nº 3622-15)


“Vistos:


Lo dispuesto en los artículos 1º, 19 numerales 1º, 3º y 22 y 60 numeral 3) de la Constitución Política de la República y en el Código Aeronáutico.


Considerando:

1.
Que las comunicaciones y el transporte resultan de especial importancia en el mundo actual, particularmente para un país como Chile, cuya extensa geografía las hace imprescindibles para su desarrollo armónico.


En este sentido, el transporte aéreo presenta indudables ventajas respecto de las restantes alternativas, especialmente por su rapidez.

2.
Que, lamentablemente, nuestro país cuenta con una anómala situación en dicho mercado.


Hasta hace algunos años dos líneas aéreas mantenían una competencia significativa, Lan Chile y Ladeco.


La fusión de ambas, autorizada por los organismos reguladores, pese a la notoria concentración de mercado que se ocasionó, dejó a Lan Chile, hoy Lan con un cuasi monopolio en las rutas nacionales.


Por algunos años, Avant Airlines, se constituyó en un intento serio de abrir el mercado, pero las prácticas predatorias de un tercer ofertante, AeroContinente, terminaron por sacarla de éste. A ello se sumó, posteriormente, el cese de operaciones de esta última, motivada en procedimientos judiciales.

3.
Que el ingreso de Sky Airlines, en algunas de las rutas del país, no ha logrado consolidar aún una competencia real en el mercado aéreo nacional, ya que su participación global en éste es todavía muy reducida, en tanto existen itinerarios en que no existe competencia alguna.

4.
Que la incorporación de un nuevo operador al mercado, Aerolíneas del Sur, ha motivado una gran esperanza, especialmente en las zonas extremas del país, como la Región de Magallanes, respecto de que esta vez se logrará consolidar un sistema más transparente y abierto.

5.
Que las circunstancias descritas en el mercado aéreo nacional motivan una gran preocupación de sus usuarios, en diversos sentidos.


En primer término, en cuanto a los valores de los pasajes, pues es sabido que la competencia constituye un importante estímulo para evitar alzas desmedidas.


Cabe hacer presente, en esta materia, que el mercado aéreo presenta ciertas particularidades en que las comparaciones se hacen difíciles, pues no se cuenta con toda la información disponible. En efecto, la existencia de pasajes muy diferenciados, según especificaciones y restricciones impone un significativo factor de distorsión a cualquier análisis. No basta, entonces, un simple cotejo de tarifas, ya que las alzas pueden fácilmente ser encubiertas a través de alteraciones en el régimen de cupos.


En segundo término, en cuanto a que la especial condición de operador único por parte de un oferente le permite ejecutar ciertas prácticas, tales como suspensión o retraso de vuelos que muchas veces, más que en comprensibles factores climáticos o de seguridad, amparados por la ley, pudieran responder, únicamente, a situaciones comerciales de escasa venta o rentabilidad de algunos vuelos.


Por último, en lo referido a los derechos de los usuarios para obtener información fidedigna y clara respecto de todo lo concerniente al vuelo desde la compra del billete de boleto hasta su llegada a destino.

6.
Que en todas estas materias, existe una legislación muy débil, incapaz de velar por los derechos de los usuarios.


Por ello vengo en proponer las siguientes enmiendas al Código Aeronáutico:

a)
Especificar la obligación de los vendedores de billetes de boleto de informar, en forma objetiva y clara, respecto de las diversas alternativas existentes para las rutas, privilegiando aquéllas de menor valor y, entre éstas, los vuelos directos respecto de los que tienen escalas. La infracción a esta disposición que ocasione perjuicio al usuario será sancionada según las normas de la Ley de Protección a los Derechos de los Consumidores.

b.
Mención especial respecto de la información al pasajero, merece la necesidad de explicitar, al momento de la oferta y en los propios billetes las condiciones, restricciones y limitaciones de éstos, fuente permanente de dificultades y conflictos.

c.
Perfeccionar las disposiciones respecto de la negativa de embarque, cuando el pasajero ha confirmado su viaje. Esta materia es abordada en la Ley del Consumidor, pero para excluirla de la figura de la negativa de servicio. Resulta necesario emular normas de derecho comparado para establecer, además de la opción de recuperar el valor o ser conducido en el vuelo más próximo, obtener compensaciones económicas inmediatas.

d.
Contemplar, expresamente, la obligación del transportador de informar al pasajero de la suspensión o cancelación del vuelo, evitando su traslado innecesario al aeropuerto, haciéndolo responsable, en caso contrario, de los perjuicios causados.

e.
Siguiendo también el ejemplo de legislaciones extranjeras, establecer que en caso de un accidente aéreo el operador deberá anticipar a los familiares de las víctimas una parte de las futuras indemnizaciones para atender los gastos más inmediatos.

7.
Que tales enmiendas deben complementarse con otras dos cuya iniciativa exclusiva depende del Ejecutivo, cuales son:

a.
Facultar a los organismos reguladores o al Ministerio de Transportes para imponer una fijación de tarifas máximas en aquéllas rutas que sean calificadas como de interés público.

b.
Imponer a las aerolíneas la obligación de simplificar su estructura tarifaria, de modo de hacerla más comprensible para los usuarios.


Por lo anterior, el diputado que suscribe viene en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY


Artículo Único.- Modifíquese el Código Aeronáutico, cuyo texto fue establecido por la ley Nº 18.916, del siguiente modo:

1.
Agrégase, los siguientes incisos tercero y cuarto al artículo 127:


“El transportador estará obligado a informar la suspensión, retraso o cancelación del vuelo a los pasajeros, a los teléfonos o medios informáticos que éstos hubieren aportado al adquirir los billetes y a través de avisos en los medios de comunicación, procurando, en todo caso, evitarles el traslado inoportuno o innecesario al aeropuerto.


Las razones excepcionales que facultan para no iniciar el vuelo según lo previsto, no eximirán al transportador de indemnizar a los pasajeros los perjuicios que les ocasione el traslado anticipado o innecesario al terminal, a menos que acredite que ha prestado dicha información oportunamente o que ha intentado razonablemente hacerlo”.

2.
Incoróporase, en el Párrafo 1 del Capítulo V del Título VIII, el siguiente artículo 130 bis:


“Artículo 130 bis.- Quienes comercialicen billetes de pasaje deberán ofrecer información objetiva, exacta y completa sobre las diversas alternativas de tarifas y modalidades de vuelo disponibles.


En este sentido, deberán privilegiar entregar la oferta de aquéllas de menor valor en lugar de las de mayor costo y, a iguales precios, los vuelos directos respecto de los que tengan escalas o conexiones. Permitirán, asimismo, a los usuarios acceder a la información contenida en la pantalla de los sistemas informáticos o a copias impresas de ella, si éstos así lo solicitaren y entregarán, por escrito y en forma clara toda información referida a las condiciones, restricciones y limitaciones de los billetes”.

3.
Agrégase, en el inciso primero del artículo 131, la siguiente letra e):

e)
La explicación clara e íntegra de las condiciones, restricciones y limitaciones a que estén sujetos”.

4.
Incorpórase el siguiente inciso tercero al artículo 144:


“El transportador estará obligado a identificar a los pasajeros afectados y a ofrecer a sus familiares, en un plazo no superior a quince días de ocurrida la tragedia, un abono anticipado de 1.000 Unidades de Fomento para atender sus necesidades económicas inmediatas, lo que no supondrá un reconocimiento de su responsabilidad”.

5.
Intercálase el siguiente artículo 147 bis:


“Artículo 147 bis.- En el caso previsto en el inciso primero del artículo 133, el pasajero, además de las prestaciones para compensar los inconvenientes motivados en la denegación del embarque que señale el reglamento, tendrá siempre derecho a recibir en forma inmediata del transportador, una indemnización de 3 ó 7 Unidades Tributarias Mensuales, según se trate de vuelos inferiores o superiores a 3.500 kilómetros.


El transportador podrá reducir en un 50% las citadas indemnizaciones si ofreciera conducir al pasajero afectado al destino en otro vuelo de las mismas características del original, siempre que su horario de arribo a éste no exceda, en cada una de las hipótesis previstas en el inciso precedente, en 2 ó 4 horas al de aquél en que se denegó el embarque.


Lo mismo procederá tratándose de la situación del inciso segundo del artículo 133, computándose para estos efectos, sólo la distancia que reste para culminar el viaje.


En ningún caso el monto de las indemnizaciones podrá exceder el valor del billete. Sólo si el pasajero acepta podrá efectuarse el pago a través de bonos, descuentos futuros o cualquier otro servicio”.

6.
Agrégase en el Capítulo II del Título IX el siguiente artículo 154 bis:


“Artículo 154 bis.- La infracción a lo dispuesto en el artículo 130 bis y cualquier otra acción u omisión maliciosa que ocasione perjuicios al pasajero en la adquisición de los billetes de boleto, se castigará con la multa a que hace referencia el inciso primero del artículo 24 de la ley Nº 19.496 y su denuncia y sanción se ajustará a las normas de procedimiento de dicho texto legal”.

12. Oficio del Excelentísimo Tribunal Constitucional.

“Santiago, 26 de julio de 2004.


Oficio Nº 2.104

Excelentísimo señor

Presidente de la Cámara de Diputados:


Tengo el honor de remitir a vuestra Excelencia copia autorizada de la setencia dictada el día de hoy, en los antecedentes rol Nº 413, relativos al requerimiento de inconstitucionalidad formulado en contra de un precepto contenido en el proyecto de ley que modifica el Régimen de Jornada Escolar Completa Diurna y otros cuerpos legales.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): JUAN COLOMBO CAMPBELL, Presidente; RAFAEL LARRAÍN CRUZ, 
Secretario.


“Santiago, veintiséis de julio de dos mil cuatro.


Vistos:


Con fecha 24 de junio de 2004, 15 señores senadores, que representan más de la cuarta parte de los miembros en ejercicio de esa Corporación, han presentado un requerimiento en conformidad a lo dispuesto en el artículo 82, Nº 2º, de la Constitución Política de la República, con el objeto de que se declare la inconstitucionalidad del artículo 5º, Nº 13, del proyecto de ley que modifica el Régimen de Jornada Escolar Completa Diurna y otros cuerpos legales.


La nómina de los senadores requirentes es la siguiente: Evelyn Matthei Fornet, José García Ruminot, Sergio Romero Pizarro, Carlos Cantero Ojeda, Alberto Espina Otero, Sergio Fernández Fernández, Jorge Martínez Busch, Carlos Bombal Otaegui, Fernando Cordero Rusque, Jorge Arancibia Reyes, Marcos Aburto Ochoa, Andrés Chadwick Piñera, Rodolfo Stange Oelckers, Baldo Prokurica y Ramón Vega Hidalgo.


La norma que se impugna modifica el decreto con fuerza de ley Nº 1, del Ministerio de Educación, de 1997, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley 
Nº 19.070, que aprueba el Estatuto de los profesionales de la educación, agregando los 
artículos 37 y 38 transitorios nuevos, que se refieren a la concursabilidad de los cargos de directores de establecimientos de educación y jefes de departamentos de administración de educación municipal con nombramiento anterior a la fecha de publicación de la ley 
Nº 19.410.


Expresan los requirentes que dicho precepto incurre en tres vicios de inconstitucionalidad, puesto que viola los artículos 66, 19, Nº 2º, inciso final, y 19, Nº 24, de la Constitución Política.


En cuanto al artículo 66, señala el requerimiento que las ideas matrices del proyecto, se encuentran en el Mensaje con el cual se inició su tramitación y que, ninguna de ellas, guarda relación con las normas que ponen término a los nombramientos de los directores de establecimientos educacionales y de los jefes de departamentos de administración de educación municipal a que ellas aluden, ordenando el llamado a concurso de sus cargos a contar de las fechas que en dichas disposiciones se indican.


Dichos preceptos surgen como una indicación del Ejecutivo durante la tramitación del proyecto y constituyen una materia ajena a las ideas fundamentales de la iniciativa, razón por la cual transgreden el artículo 66 de la Constitución.


Respecto al artículo 19, Nº 2º, inciso final, de la Carta Fundamental, expone el requerimiento que en dicha disposición se asegura la igualdad ante la ley y se prohiben las diferencias arbitrarias.


Se indica que el estatuto docente, como cuerpo legal especial de índole laboral-administrativo, regula en forma igualitaria a la totalidad de los profesionales de la educación del sector municipal, regalando derechos, deberes, beneficios y obligaciones de carácter general y especial.


Al ingresar los profesionales de la educación en calidad de titulares, adquieren iguales derechos, que la misma ley se encarga de enumerar.


Se agrega que las normas que se objetan no se aplicarán a otros docentes directivos, que ocupan cargos como subdirectores, inspectores, orientadores, jefes de unidades técnicas pedagógicas, encargados o docentes de unidades técnicas pedagógicas y docentes técnico-pedagógicos en los Departamentos de Administración de Educación Municipal.


De este modo, se realiza una distinción absolutamente arbitraria respecto de un grupo determinado de personas, cuya función emana de la misma fuente que otro grupo que es regulado por la misma ley, que tienen los mismos derechos y que se incorporaron a la dotación docente de la misma forma.


No existe diferencia entre unos y otros (con excepción de la duración del nombramiento a partir de la ley Nº 19.410), lo que significa que de manera alguna se puede privar a un grupo de ellos del derecho a la titularidad del cargo y mucho menos de la función misma, de su trabajo, obtenido en la forma que la propia ley lo estableció. Al hacerlo, se consagra una discriminación arbitraria respecto al resto de los docentes.


En relación al artículo 19, Nº 24, de la Constitución Política, señala el requerimiento que en este precepto se asegura: “El derecho de propiedad en sus diversas especies sobre toda clase de bienes corporales o incorporales”.


Luego de citar la opinión de diversos profesores de Derecho Constitucional sobre el alcance del derecho de propiedad resguardado por la Constitución, se afirma que es un hecho cierto y sin discusión que el artículo 37 transitorio del proyecto tiene como efecto el hacer cesar en la función de Directores de Establecimientos Educacionales o de Jefes de Departamentos de Administración de Educación Municipal a un grupo de personas que se incorporaron a ella de acuerdo a un procedimiento que estableció el mismo Estatuto Docente.


Ello, puesto que el proyecto de ley ordena que sean llamados a concurso dichos cargos, cesando los que actualmente los desempeñaren durante los siguientes tres años.


Se hace presente que el hecho de haber ingresado, de conformidad con la ley, a desempeñar las funciones antes indicadas, les confirió, a aquellos que lo hicieron, un conjunto de derechos de los cuales, por la presente vía legal, se les está privando.


El más importante es el de la estabilidad en el cargo que consiste en que el docente permanece en él a menos que deba cesar en su ejercicio por alguna de las causales de expiración establecidas en el propio Estatuto, causales que deben estar en vigencia a la fecha de su incorporación.


Se indica que es de toda evidencia que la calidad de Director o Jefe de Departamento sin plazo de término de sus funciones, salvo por aplicación de las causales legales que rigen hacia el futuro y no hacia el pasado, constituye un derecho incorporal garantizado por el numeral 24 del artículo 19 de la Constitución Política, del cual, ha de entenderse que aquellos que se encuentran comprendidos en el nuevo artículo 37 transitorio, se ven privados.


Concluye el requerimiento solicitando que se declare la inconstitucionalidad de las normas contenidas en el artículo 5º, Nº 13, del proyecto de ley.


Con fecha 13 de julio de 2004, el Presidente de la República ha formulado sus observaciones al requerimiento.


Respecto a la violación del artículo 66 de la Carta Fundamental, el Jefe de Estado expresa que ha sido la jurisprudencia del Tribunal Constitucional la que ha señalado qué se entiende por “idea matriz” de un proyecto de ley.


Destaca que es posible reconocer dichas ideas fundamentales en el Mensaje o Moción que lo iniciare, en su discusión general y en todo antecedente legislativo del cual sea posible deducirlas.


A su juicio, el precepto legal que según los requirentes contradice las ideas matrices de la iniciativa, se ajusta con toda precisión a ellas, toda vez que guarda íntima relación con los problemas y cuestiones que ésta, aborda al modificar el Régimen de Jornada Escolar Completa, los cuales intentó resolver desde un comienzo.


Señala que la primera idea fundamental del proyecto es “asegurar una educación de calidad”. Ahora bien, la norma contenida en el artículo 5º, Nº 13, del mismo, tiene por finalidad hacer aplicable el mecanismo de renovación, mediante concurso, a todos los cargos de directores, circunstancia que se explica en función de la necesidad de contribuir al perfeccionamiento de la labor que desempeñan estos profesionales de la educación.


Agrega que ello no es sino una de las herramientas legales que contempla el proyecto para abordar su principal objetivo, cual es, como se ha indicado, “asegurar una educación de calidad”.


Por otra parte, hace presente que en los Informes de Comisión y en la discusión en Sala del proyecto, se reconoció como idea esencial del mismo el “reglamentar y perfeccionar la calidad y función de los directores de establecimientos”. 


En relación con la violación al artículo 19, Nº 2º, inciso final, de la Constitución, el Presidente de la República, en lo esencial, expone que las normas que se impugnan respetan el principio de la generalidad puesto que se aplican “(...) a toda una categoría de sujetos, esto es, todos “los directores y jefes de departamentos de administración de educación municipal, con nombramiento anterior a la fecha de publicación de la ley Nº 19.410””. Se explica que sea a éstos, porque todos aquellos que han accedido al cargo con posterioridad se han visto obligados a someterse a concursos públicos de antecedentes con tal objeto.


Añade que el objetivo que se persigue es crear un régimen general que permita que quienes ejercen la función de director de un establecimiento educacional posea las actitudes, calidad e idoneidad necesarias para ello, lo que se alcanza a través de un sistema objetivo de concursos públicos” a los cuales pueden acceder, en igualdad de oportunidades, todos los docentes que estén en condiciones de hacerlo.


Concluye que las normas que se establecen al efecto son “(...) adecuadas, necesarias y proporcionadas ( ...)” al fin que se persigue.


Respecto a la violación del artículo 19, Nº 24, de la Carta Fundamental, el Jefe de Estado expresa, en lo sustancial, que los Directores de Establecimientos Educacionales del Sector Municipal desempeñan una función pública. La regulación que los rige es de carácter estatutario y se encuentra comprendida en el Estatuto Docente.


Éste participa de todas las características que definen un cuerpo normativo de esta naturaleza, aplicándose a todo un conjunto de personas, profesionales de la educación, estableciendo el modo de acceso a los cargos que contempla, los derechos y obligaciones de los funcionarios, sus responsabilidades y la forma de cesar en el ejercicio de sus funciones.


Este régimen estatutario es esencialmente evolutivo y cambiante. El Poder Público puede modificarlo unilateralmente. Los funcionarios no pueden alegar al respecto un derecho de propiedad. Este criterio ha sido reiteradamente sostenido por la doctrina y la jurisprudencia.


Concluye indicando que las normas impugnadas ponen término a una situación de excepción que constituye una discriminación respecto a aquellos que sí están obligados a someterse a concurso.


Por último, en atención a lo expuesto en sus observaciones, el Presidente de la República solicita que se declare que las normas objeto del reclamo se ajustan a la Constitución. 


Con fecha 19 de julio de 2004, el Director del Centro de Educación y Capacitación dependiente de la Corporación Municipal de Viña del Mar, por sí y en representación de los Directores de Establecimientos Educacionales del Sector Municipal, ha hecho una presentación en la cual expresa que dicha Asociación adhiere al requerimiento deducido, la que se ordenó agregar al expediente. 


El Tribunal decretó autos en relación con fecha 13 de julio de 2004 y, por resolución de 16 del mismo mes, amplió el plazo que tiene para resolver este asunto.


Considerando:


Primero. Que para un mejor y más adecuado análisis de las materias sometidas al conocimiento y decisión de este Tribunal, resulta conveniente dividir su examen en los capítulos siguientes: I. Ubicación de las Ideas Matrices; y II. Ideas Matrices y Tramitación Parlamentaria;

I. UBICACIÓN DE LAS IDEAS MATRICES. 


Segundo. Que los requirentes plantean que, el artículo 5 Nº 13 de la iniciativa que modifica el Régimen de Jornada Escolar Completa Diurna y otros cuerpos legales, surgió de “una indicación del ejecutivo durante la tramitación del proyecto”, agregando que no guarda relación alguna con las ideas matrices o fundamentales de éste. En tal sentido, expresan que dichas ideas “se encuentran en el mensaje y en el primer informe de la Comisión de Educación de la Cámara de Diputados, que actuó como Cámara de Origen, y que de acuerdo al texto del primero son:

1.
Atendido que aún falta que un número importante de establecimientos educacionales ingrese al régimen del JEC y siendo interés del Estado que todos ellos se incorporen al nuevo sistema, se hace imprescindible ampliar el plazo inicialmente previsto para ese efecto por la ley Nº 19.532.

2.
La experiencia acumulada en los concursos sobre aporte suplementario por costo de capital adicional, que son necesarios para realizar las obras de infraestructura indispensables para ingresar a ese régimen, ha demostrado la necesidad de ajustar todas aquellas materias que dicen relación con los mecanismos de inversión de los recursos.


Por esta razón, se establecen nuevos tipos de intervenciones en infraestructura y una mayor flexibilidad para determinar los valores máximos de aporte a entregar por alumno, de tal manera de disponer de herramientas adecuadas que permitan el financiamiento de la totalidad de la infraestructura necesaria para que, aquellos establecimientos que tienen derecho a acceder al aporte, cuenten con esos recursos y puedan ingresar a la JEC.

3.
De conformidad con la ley Nº 18.962 (Orgánica Constitucional de Enseñanza), las Secretarías Regionales Ministeriales de Educación son las encargadas de otorgar el reconocimiento oficial del Estado a los establecimientos educacionales, contando para ello con el personal adecuado para verificar el cumplimiento de todos los requisitos exigidos para el otorgamiento de dicho reconocimiento. Dado que los requisitos para ingresar a la JEC son muy similares, es más razonable que sean revisados, igualmente, por la Secretaría Regional Ministerial de Educación correspondiente.

4.
Se ha estimado necesario ampliar el ámbito de aplicación de los reglamentos internos de los establecimientos, en lo relativo a la protección al derecho a la educación, introduciendo algunas modificaciones a las actuales disposiciones contempladas en la ley de subvenciones.”;


Tercero. Que, por otra parte, el artículo 5 Nº 13 del proyecto objeto del presente requerimiento preceptúa lo siguiente:


“Artículo 5. Modifícase el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación, de la siguiente manera:


“13) Agréganse, a continuación del artículo 36 transitorio, los siguientes artículos 37 y 38 transitorios, nuevos: 


Artículo 37.- Los concursos a que se refieren los artículos 32 y 34 de esta ley, en aquellos casos que actualmente estén siendo desempeñados por directores y jefes de departamentos de administración de educación municipal, con nombramiento anterior a la fecha de publicación de la ley Nº 19.410, se efectuarán con la gradualidad que a continuación se indica:

a)
Durante el año 2005, las Municipalidades y Corporaciones Municipales llamarán a concurso para renovar aquellos directores y jefes de departamento de administración de educación municipal que los sirvan desde hace más de 20 años al 31 de diciembre de 2004.

b)
Durante el año 2006, las Municipalidades y Corporaciones Municipales llamarán a concurso para renovar aquellos directores y jefes de departamento de administración de educación municipal los sirvan entre 15 y 20 años al 31 de diciembre de 2005.

c)
Durante el año 2007, las Municipalidades y Corporaciones Municipales llamarán a concurso para renovar aquellos directores y jefes de departamento de administración de educación municipal que los sirvan menos de 15 años al 31 de diciembre de 2006. Los directores y jefes de departamentos de administración de educación municipal a que se refieren los literales a), b) y c) precedentes, que no concursen o que, habiéndolo hecho, no sean elegidos por un nuevo período de cinco años, cesarán durante el año escolar 2005, 2006 y 2007, respectivamente.


Artículo 38.- Los Directores a que se refiere el artículo anterior, que no postulen al cargo o que haciéndolo no sean elegidos por un nuevo período de cinco años, tendrán derecho a ser designados o contratados en algunas de las funciones a que se refiere el artículo 5º de esta ley, en establecimientos educacionales de la misma Municipalidad o Corporación, con igual número de horas a las que servían como Director, sin necesidad de concursar, o a percibir la indemnización establecida en el inciso final del artículo 32.


Asimismo, los Jefes de Departamento de Administración de Educación Municipal a que se refiere el artículo anterior, cualquiera sea su denominación, que no postulen al cargo o que haciéndolo no sean nombrados por un nuevo período de cinco años, tendrán derecho a la indemnización establecida en el artículo 34.”;


Cuarto. Que después de haber revisado la iniciativa presidencial pertinente, el Tribunal ha comprobado que el articulado del proyecto antes transcrito no se encuentra comprendido en el Mensaje con que se dio comienzo a su tramitación;


Quinto. Que confirma la conclusión anterior lo que se expresa en el Segundo Informe de la Comisión de Educación, Cultura, Deportes y Recreación de la Cámara de Diputados recaído en el proyecto, fuente en la cual se manifiesta lo que se reproduce a continuación:


“La Comisión inició el despacho del segundo informe sobre la base de una propuesta de indicaciones solicitada al Ejecutivo, hecha llegar a través de la señora ministra de Educación, que abordaba tres aspectos.” (págs. 1 y 2).


Pues bien, de esos aspectos, el primero no dice relación con el presente requerimiento y el tercero fue examinado en la sentencia de este Tribunal fechada el 14 de junio de 2004 (Rol Nº 410). Consecuentemente, resulta necesario tomar en consideración ahora sólo el segundo de ellos, esto es, el que se refiere a “los requisitos, acreditación y concursabilidad para acceder al cargo de director.” (pág. 2); 


Sexto. Que con relación a la materia precisa antes señalada, se expresa en el mismo Segundo Informe lo que se inserta enseguida: 


“Para resolver las situaciones que se producirían a futuro, el proyecto despachado en este segundo trámite reglamentario establece que los concursos a que se refieren las disposiciones aprobadas, en aquellos casos que actualmente estén siendo desempeñados por Directores y Jefes de Departamentos de Administración de Educación Municipal, con nombramiento anterior a la fecha de publicación de la ley Nº 19.410, se efectuarán con la siguiente gradualidad (...).” (pág. 8);


Séptimo. Que fluye de los antecedentes precedentes que las normas cuya constitucionalidad se impugna fueron incorporadas al proyecto en el primer trámite en la Cámara de Origen, a través de una indicación formulada por el Presidente de la República;


Octavo. Que en relación con las adiciones o correcciones de que puede ser objeto un proyecto de ley durante su tramitación legislativa, el artículo 66 inciso; primero de la Constitución establece: “(...) en ningún caso se admitirán las que no tengan relación directa con las ideas matrices o fundamentales (...)” del mismo. Oportuno es agregar que lo anterior se halla corroborado en el artículo 24 inciso primero de la Ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional;


Noveno. Que este Tribunal ha tenido ocasión de pronunciarse acerca del alcance de dicha prohibición constitucional. En efecto, en el fallo ya citado del 14 de junio de 2004 (Rol 
Nº 410), señaló lo siguiente:


“(...) en la sentencia de 22 de septiembre de 1997, Rol Nº 259 esta Magistratura, después de un detenido análisis de la norma del artículo 66, inciso primero, desde su origen en la Carta de 1925 hasta su texto vigente en la actual Constitución (...)” en lo atinente, expresó:


“(...) La exigencia de que las indicaciones digan relación “directa” con las ideas matrices o fundamentales del proyecto, merece igualmente cualificarse: “El concepto de relación directa es antagónico en la historia de la reforma al concepto opuesto o ajeno; es decir, la relación debe ser próxima, cercana, pertinente o atinente a la idea del proyecto” (“La Reforma Constitucional”, Cumplido Cereceda, Francisco, ob. cit. p. 193).


Finalmente ¿dónde deben estar contenidas las ideas matrices o fundamentales del proyecto? Sobre el particular la preceptiva contenida en la ley Nº 18.918, Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, dio respuesta definitiva a esta interrogante, que con anterioridad había preocupado a la doctrina.


En efecto, el inciso final del artículo 23 de la Ley Nº 18.918, antes citada, expresa: “(...) se considerarán ideas matrices o fundamentales de un proyecto aquéllas contenidas en el mensaje o moción, según corresponda.” 


Por su parte, el inciso primero del artículo 24 de la misma ley dice: “sólo serán admitidas las indicaciones que digan relación con las ideas matrices o fundamentales del proyecto”“. (considerando trigésimosegundo); 


Décimo. Que en la misma sentencia de 14 de junio del presente año, esta Magistratura agregó que “(...) se hace necesario complementar lo expuesto en el considerando precedente con dos reflexiones adicionales.


La primera es que la expresión “idea matriz o fundamental” que emplea la preceptiva constitucional “está constituida por la situación, materia, o problemas específicos que el autor del proyecto de ley señale como existentes y a cuya atención, en todas sus implicancias, quiere acudir por la vía de su potestad normativa legal. La idea matriz es la representación intelectual del asunto que se quiere abordar, es el problema que se desea resolver. Los textos legislativos son los medios o instrumentos hipotéticos para lograr la satisfacción de ese objetivo” (Fallo del 17 de mayo de 1972 del Tribunal Constitucional, considerando 12º O). La limitación establecida en el artículo 66 de la Constitución tiene como objetivo impedir que al articulado del proyecto se introduzcan normas que no vayan encaminadas directamente a enfrentar el asunto substancial que dio origen a la iniciativa legislativa. Es por ello que, con razón, se señala en la sentencia antes citada que “así se explica que puede darse el caso, sin vulnerar el artículo 48 -hoy 66- en examen, que en definitiva la ley no contenga ninguno de los artículos propuestos en la moción o mensaje originales y que, sin embargo, por estar las nuevas normas del articulado destinadas a abordar y enfrentar la cuestión que lo motivó, dichos artículos sustitutivos guarden relación con la idea matriz o fundamental.”


En suma, en la resolución del problema debe estarse siempre más al aspecto sustantivo, que al meramente formal, de las ideas matrices o fundamentales del proyecto contenidas en el Mensaje o Moción y de los preceptos originados en una indicación. De allí que la circunstancia que haya coincidencia entre unas y otra, en cuanto a los textos legales afectados, constituye un elemento enteramente secundario que por sí sólo no permite concluir que por existir dicha coexistencia se cumpla con lo preceptuado por el artículo 66 de la Constitución, pues bien puede ocurrir que el Mensaje o la Moción, por una parte, y determinados artículos nacidos de una indicación, por la otra, modifiquen un mismo cuerpo normativo y, en cambio, no exista relación directa, en lo sustantivo, entre aquellos y éstos. (el destacado es nuestro).


En relación a este punto sólo resta por agregar una precisión que se señala en el requerimiento, en cuanto al alcance de esta relación de fondo y que este Tribunal comparte sin reservas. Allí se expresa: “Se requiere que la relación sea de fondo, es decir, que se dé entre la indicación y el tema o idea a que se refiere el nuevo proyecto de ley una relación causal sincera.” (el destacado es nuestro).


La segunda reflexión que es necesario expresar, se refiere a que en esta materia debe procederse con prudencia y un equilibrio adecuado, pues no por eliminar los llamados “proyectos misceláneo debe caerse en el extremo opuesto de rigidizar el sistema, pues en tal caso se corre el riesgo de trastocar todo el régimen formativo de la ley, impidiendo que por la vía de las indicaciones se enriquezca la iniciativa original, propósito básico que deben perseguir los órganos colegisladores en su función primordial de crear normas claras, sistemáticas y coherentes en beneficio de la certeza jurídica;” (considerando trigésimotercero); 


Decimoprimero. Que en análogo orden de ideas, el profesor Alejandro Silva Bascuñán, refiriéndose a la relación directa que las adiciones o correcciones han de tener con las ideas matrices o fundamentales del proyecto, expresa una puntualización de gran relevancia para decidir el presente requerimiento: 


“El mensaje del Presidente Frei de 1969 no contenía la adjetivación “directa”; fue propuesta en el debate sobre la reforma de 1970 por el diputado Hugo Zepeda Coll, explicando que, si no se agregaba, “en el futuro, con un poco de buena voluntad y de manga ancha, pues todas las cosas se relacionan en algo con una disposición legal, perfectamente podría decirse así: Concédese un empréstito a la Municipalidad de Peñaflor, podrían modificarse atribuciones relativas a la Municipalidad de Peñaflor que no tengan nada que ver con el aspecto económico del empréstito; ¿porqué?, porque lejanamente existe alguna relación con la materia. En esto quiero ser preciso; la relación tiene que ser directa y, en consecuencia, inmediata; de tal manera que la disposición legal sea clara. y cuando uno está frente a una ley sabe que está frente a una determinada y específica materia”.”, VI Tratado de Derecho Constitucional (Santiago, Ed. Jurídica de Chile, 2000) p. 122;


Decimosegundo. Que, por otra parte, según se indica en el capítulo denominado “Antecedentes” del Mensaje con el cual fue iniciada la tramitación del proyecto, uno de los pilares de la reforma educacional que se ha venido implementando desde 1990 ha sido la creación del Régimen de Jornada Escolar Completa. Sin embargo, para mejorar su aplicación se hace necesario ampliar el plazo destinado a que los establecimientos educacionales formen parte del mismo.


Por ende, el transcrito es el fin que se persigue con la iniciativa, cuyas “Ideas Centrales” y “Objetivos” se explican en la exposición de motivos del Mensaje pertinente, concretándose en el articulado del proyecto que se somete al Congreso Nacional a través de la modificación de cuatro cuerpos legales;


Decimotercero. Que uno de los textos legales aludidos es el decreto con fuerza de ley 
Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación, en el cual incide el requerimiento que se resuelve en la presente sentencia. Pues bien, la única modificación a dicho texto legal que se propone en la iniciativa hoy en trámite consiste en introducir, en su artículo 80 y en estricta armonía con la razón de ser del proyecto, una norma que dice relación con la extensión de la docencia de aula semanal, aplicable a “(...) los docentes que se desempeñen en establecimientos educacionales que estén afectos al régimen de jornada escolar completa diurna (...).”;


Decimocuarto. Que el precepto que se objeta en el reclamo y que ha sido transcrito en el considerando tercero de esta sentencia agrega, en cambio, un nuevo conjunto sistemático de disposiciones, el cual no tiene vinculación directa alguna con las ideas matrices o fundamentales del proyecto, como tampoco con sus “Antecedentes” y “Objetivos”, criterio esencial que, con sujeción a lo ya explicado, debe tomarse como parámetro para determinar su constitucionalidad.


En efecto, las normas respecto a la concursabilidad de los cargos de Directores de Establecimientos Educacionales del Sector Municipal y Jefes de Departamentos de Administración de Educación Municipal con nombramiento anterior a la fecha de publicación de la Ley Nº 19.410, se refieren a una materia ajena al Mensaje a través del cual, según se indica y ha quedado ya establecido, se propone “un proyecto de ley que tiene por objeto fundamental modificar ciertos aspectos del Régimen de Jornada Escolar Completa Diurna”. Así es, porque el examen de la iniciativa en trámite permite constatar, con rasgos evidentes, que ninguna alusión o mención siquiera se efectúa en él a la concursabilidad de los cargos mencionados, ausencia que es también patente en las cuatro ideas centrales del proyecto en él descritas. Tal omisión queda de manifiesto, en fin, en los objetos esenciales que la iniciativa persigue alcanzar, como asimismo, en la descripción de las modificaciones que se proponen y concretan en los artículos permanentes y único transitorio que componen la normativa que el Presidente de la República sometió al conocimiento del Congreso Nacional.


En síntesis, esta Magistratura concluye que los preceptos contenidos en el artículo 5 
Nº 13 carecen de relación directa con las ideas matrices o fundamentales de él, en su aspecto esencial o sustantivo, motivo por el cual se declarará la inconstitucionalidad correspondiente;

II. IDEAS MATRICES Y TRAMITACION PARLAMENTARIA 


Decimoquinto. Que este Tribunal estima necesario formular ciertas precisiones acerca de las observaciones que ha efectuado el Presidente de la República las cuales se hallan vinculadas con la intervención de parlamentarios durante la tramitación de la iniciativa;


“Decimosexto. Que se indica, primeramente, que durante aquel debate se consideró como idea matriz la “concursabilidad de directores”. Sin embargo, con sujeción a lo ya demostrado, el artículo 5 Nº 13 fue añadido a la iniciativa, en el caso sub lite, mediante una indicación del Jefe de Estado, formulada en el primer trámite constitucional, hecho que deja de manifiesto la falta de relación directa entre dicha concursabilidad y sus efectos, por una parte, y las ideas matrices del proyecto, de otra;


Decimoséptimo. Que las referencias a que se alude en dichas observaciones, las cuales se plantea que la “concursabilidad de directores” es una idea fundamental del proyecto, fueron hechas en el segundo y tercer trámite constitucional, como se reconoce expresamente por el Primer Mandatario. Consecuentemente, es claro que esas ideas no figuran en el Mensaje respectivo y que, por tal razón, se apartan de lo exigido en el artículo 66 inciso primero del Código Político;


Decimoctavo. Que fluye de lo expuesto que la normativa contenida en el artículo 5 Nº 13 del proyecto se relaciona con el texto aprobado por la Cámara de Diputados, pero no con aquel que fue propuesto por el Presidente de la República al Congreso Nacional, en el Mensaje correspondiente, iniciativa ésta, que en el caso en análisis, es la única que debe tomarse en consideración para determinar la constitucionalidad de las adiciones o correcciones que, durante su tramitación, le fueron introducidas;


Decimonoveno. Que en semejante orden de razonamientos, esta Magistratura debe reiterar que, las ideas matrices o fundamentales del proyecto en examen, son las contenidas, única y exclusivamente, en el Mensaje de rigor, con sujeción a lo dispuesto en el artículo 66 inciso primero de la Constitución y en el artículo 23 inciso tercero de la Ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional;


Vigésimo. Que, por otra parte, cuanto se manifiesta en los informes de Comisiones, debates de la Sala y otras etapas del proceso formativo de la ley en el Congreso Nacional, debe siempre entenderse, en el asunto preciso en estudio, con el carácter de comentarios, explicaciones, juicios u opiniones vertidas sobre tales ideas matrices, pero que no significan, por esa circunstancia única y para finalidad alguna, que sólo mediante tales intervenciones se incorporen o agreguen nuevas ideas fundamentales al Mensaje en que, original y definitivamente, se hallan ellas manifestadas;


Vigesimoprimero. Que lo expuesto guarda perfecta armonía y coherencia con lo decidido por este Tribunal en la sentencia de 4 de octubre de 1993 (Rol Nº 174). En efecto, razonando en ese fallo sobre la base que las ideas matrices o fundamentales del proyecto son únicamente las comprendidas en el Mensaje o Moción pertinente, esta Magistratura agregó, en el considerando tercero, que para determinar, con mayor detalle y precisión, cuáles son ellas en concreto, y decidir, con base en tal señalamiento, la admisibilidad de las adiciones o correcciones que se proponen sólo cuando tienen relación directa con aquellas, reconoció que es conducente a tal objetivo el análisis del proyecto mismo; de los antecedentes, comentarios o justificaciones que obran en el Mensaje o Moción; o, en fin, de cuanto fluya, para la finalidad declarativa explicada, de los debates y acuerdos que consten de los documentos parlamentarios oficiales atinentes al proceso formativo de la ley;


Vigesimosegundo. Que, consiguientemente, el cúmulo de comentarios, observaciones y puntualizaciones hechos por las autoridades competentes durante la tramitación parlamentaria referida, tiene carácter aclaratorio o, como máximo, declarativo del sentido y alcance de las ideas matrices o fundamentales del proyecto, tal como se encuentran formuladas en el Mensaje o la Moción correspondiente. Por ende resulta inconciliable con el texto, contexto y espíritu de la Constitución de su legislación complementaria, claramente manifestados en los artículos 66 inciso primero de ella y 23 inciso final de la Ley Nº 18.918, sostener que adquieren la cualidad de ideas matrices o fundamentales del proyecto aquellas contenidas en indicaciones formuladas en el proceso formativo de la ley, o bien, en intervenciones de parlamentarios que constan en los informes de Comisiones o en las actas de Sesiones de la Sala respectiva; 


Vigesimotercero. Que el razonamiento que consta en los considerandos precedentes guarda la debida correspondencia y armonía, como ya se ha dicho, con el contenido en la citada sentencia Rol Nº 410, porque así como no es razonable interpretar el artículo 66 inciso primero de la Constitución en términos rígidos, tampoco lo es hacerlo con caracteres de flexibilidad extrema y que privan de sentido a la prohibición contenida en ese precepto fundamental; 


Vigesimocuarto. Que, finalmente, debiendo acogerse el requerimiento por el vicio antes indicado, este Tribunal no emite pronunciamiento sobre las inconstitucionalidades sustanciales que se hacen consistir en la violación del artículo 19 Nº 2, inciso final, y Nº 24 del Código Supremo.


Vistos lo dispuesto en los artículos 6, 7, 66 inciso primero y 82 Nº 2 e incisos cuarto a sexto de la Constitución; lo previsto en las disposiciones citadas de la Ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional; y lo previsto en los artículos 38 a 45 de la Ley Nº 17.997, Orgánica Constitucional de este Tribunal,


Se resuelve: Que se acoge el requerimiento deducido, declarándose que el artículo 5 
Nº 13 del proyecto en análisis, que incorpora al decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1977, del Ministerio de Educación, los nuevos artículos 37 y 38 transitorios, es inconstitucional.


Redactaron la sentencia los ministros que la suscriben.


Comuníquese, regístrese y archívese.

Rol Nº 413.


Pronunciada por el excelentísimo Tribunal Constitucional, integrado por su presidente don Juan Colombo Campbell, y los ministros señores Eugenio Valenzuela Somarriva, 
Hernán Álvarez García, Juan Agustín Figueroa Yávar, Marcos Libedinsky Tschorne y José Luis Cea Egaña.


Autoriza el Secretario del Tribunal Constitucional, don Rafael Larraín Cruz.


Conforme con su original.
A S.E.

EL SEÑOR PRESIDENTE DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

DON PABLO LORENZINI BASSO

PRESENTE”.

PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido Por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; UCCP: Unión Centro Centro Progresista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata, e IND: Independiente.


1 Art. 1°.- El genoma humano es la base de la unidad fundamental de todos los miembros de la familia humana y del reconocimiento de su dignidad y diversidad intrínsecas. En sentido simbólico, el genoma humano es el patrimonio de la humanidad. (Declaración Universal sobre el Genoma y Derechos Humanos, 11 de noviembre de 1997).� 
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